



Los Riesgos Asociados al Catálogo Abierto de Conductas de 
Competencia Desleal en el Sistema Mixto (Profesional y Social) 
colombiano 
 
José Miguel Arango Leal  
 
 
Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 











Los Riesgos Asociados al Catálogo Abierto de Conductas de 




José Miguel Arango Leal 
 
 
Trabajo presentado como requisito para optar al título de: 




Dr. Oscar Andrés Lizarazo Cortés 
 
 
Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales  
Área curricular de Derecho 






Nuestra ley de competencia desleal es una norma influenciada por el modelo social 
español que regula la misma materia. En consecuencia, son disposiciones normativas que 
en aras de la salvaguarda del mercado, entendido como el nicho en el que se desarrollan 
derechos de connotación constitucional, exigen que se encuentre protegido por 
disposiciones de amplio alcance, y que además permitan su auto renovación en el tiempo. 
Lo anterior, a efectos de ser responsivas al dinamismo de los fenómenos del comercio. 
Por ende, en la actualidad se juzgan actos tanto de comerciantes como de no 
comerciantes, y hasta los suscitados en relaciones entre no competidores en el mercado. 
Lo anterior con el inconveniente de que la norma patria omitió simplificar los parámetros 
hermenéuticos de su aplicación, teniendo como tales conceptos de conocimiento privativo 
del comerciante. 
Así, a través del presente escrito, partiendo de los conceptos jurídicos indeterminados que 
sirven de criterio interpretativo, así como de la reconstrucción de las fuentes del derecho 
de la competencia, todo aunado al análisis del modelo español, pretendemos formular una 
salida adecuada, tanto al juzgamiento del no comerciante como a la posibilidad de crear 
conductas de competencia desleal a partir de la cláusula general (Art. 7º de la L256/96), 
ello en condiciones idóneas y respetando su connotación de sujeto ajeno a la 
mercantilidad.  
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Our law of unfair trade is a norm influenced by the Spanish social model which regulates 
same matter. Consequently, they are regulatory measures which for the sake of 
safeguarding the market, that is understood as the catchment area in which rights of 
constitutional connotation are developed, demand that it be protected by a wide-ranging 
provision that allow their self-renewal over the time also. All this with the end of being 
responsive to the trade phenomena dynamism.  
Hence, currently acts of both merchants and non-merchants are judged, even those 
arising from relations between non-competitors in the market. The latter presents the snag 
that the patria norm omitted to simplify the hermeneutical parameters of its application, 
having such concepts as of exclusive knowledge of the merchant. 
Thus, throughout this writing, based on the indeterminate legal concepts that serve as an 
interpretative criterion as well as the reconstruction of the sources of the trade law, all 
combined with the analysis of the Spanish model, we pretend to seek an adequate way 
out for both the judgement of non-merchants and the possibility of creating unfair trade 
behaviors as of the general clause (Article 7 of L256 / 96). All this in suitable conditions 
and respecting its connotation as a subject unrelated to mercantilist. 
 
Keywords: indeterminate legal concepts, professional model and social model of unfair 
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Referirse al derecho de la competencia en nuestra legislación acarrea todo un entramado 
sobre la salvaguarda del artículo 333 de la CP, atinente a la protección de la iniciativa 
privada y a la promoción por parte del Estado de condiciones sociales y económicas 
básicas para el desarrollo de las personas.  
El contenido de este artículo, si bien no es catalogado como un derecho fundamental, 
puede asimilarse a una prerrogativa del Estado social de derecho, la cual significa 
derechos y responsabilidades para los intervinientes en el escenario de la competencia.  
En consecuencia, en su facultad reguladora el Estado fijó lineamientos en tres 
escenarios especiales en los que la competencia se cristaliza: (a) las prácticas restrictivas 
del comercio (Decretos 2153 de 1992, 1074 de 2015 y 1523 de 2015, Ley 1340 de 2009); 
(b) el régimen de integración económica (Título II de la Ley 1340 de 2009); y (c) la 
competencia Desleal (Ley 256 de 1996). Tres asignaturas proclives al interés social 
inherente al ejercicio económico.  
El presente se ocupará de la tercera, enfocada en la censura de determinados actos y 
conductas de quienes concurran el mercado, en aras de evitar abusos de su derecho a 
hacer parte y competir en este, fijando derroteros de comportamiento frente a los 
consumidores y los demás que hagan parte del mercado, observado como el bien jurídico 
tutelado de la norma (Arrubla Paucar, 1997)1. 
Por tanto, a efectos de la materialización de los principios introductorios de la CD, 
consagrados en el artículo 10 Bis del Convenio de París, aprobado mediante la Ley 178 
                                            
1
 El Dr. Arrubla Paucar indica que las normas en la materia solo pueden tener cabida en “(…) el ámbito del 




de 19942, entró en vigencia en Colombia bajo la L256/1996 en materia de CD, la cual 
derogó los artículos 75 a 77 del Código de Comercio (Decreto 410/1971). 
Normativa que a las voces de su exposición de motivos3, dio lugar a un fenómeno, 
quizá llamado de adelantamiento de las barreras de protección4 de la competencia, 
asimilada esta última como una noción abstracta y autosuficiente que no puede ser 
intervenida en su correcto funcionamiento5 por comportamientos ajenos a estándares 
metajurídicos en ella contenidos, verbigracia, lealtad, rectitud, moral, entre otros6. 
Lo anterior no significa que antes de la adopción del acotado tratado internacional nos 
encontráramos expósitos en tal sentido o que esta disciplina no estuviere regulada, por 
cuanto con los derogados artículos del Código de Comercio en la materia, desde 1971 se 
contemplaban una serie de comportamientos atentatorios en esta materia.  
Valga anotar que para ese entonces el proscrito articulado ya estaba permeado por 
parámetros metajurídicos o conceptos jurídicos indeterminados, ya que el numeral 9 del 
artículo 75 refirió el apotegma de las costumbres mercantiles a secas, y trató de 
                                            
2
 Artículo 10- bis- [Competencia Desleal]. 
1. Los países de la Unión están obligados a asegurar a los nacionales de los países de la Unión una 
protección eficaz contra la competencia desleal.  
2. Constituye acto de competencia desleal todo acto de competencia contrario a los usos honestos en 
materia industrial o comercial.  
3. En particular deberán prohibirse: 1) Cualquier acto capaz de crear una confusión, por cualquier medio 
que sea, respecto del establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor; 
2) Las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio, capaces de desacreditar el establecimiento, los 
productos o la actividad industrial o comercial de un competidor; 3) Las indicaciones o aseveraciones cuyo 
empleo, en el ejercicio del comercio, pudieren inducir al público a error sobre la naturaleza, el modo de 
fabricación, las características, la aptitud en el empleo o la cantidad de los productos.  
3
 Gaceta del Congreso. Viernes 9 de septiembre de 1994. 
4
 En cuanto a dos escenarios puntuales: 1) La posibilidad de configuración de conductas de competencia 
desleal innominadas, a partir de la redacción de la cláusula general en la materia (Art. 7, Ley 256/1996); y 2) 
La posibilidad del inicio de la acción preventiva a este respecto, es decir que esta procederá aun cuando el 
acto no se hubiere desplegado en sí, o no hubiera acarreado efecto alguno.    
5
 Es decir que la competencia entendida como la concurrencia de distintos sujetos al mercado en aras de 
captar la mayor cantidad de clientes. Luego la desviación de la clientela en sí es ajustada a derecho, 
siempre que ello obedezca a la implementación por los oferentes de acciones legítimas, es decir las 
enfocadas, por ejemplo, al mejoramiento en los bienes y servicios que hacen parte del mercado.   
6
 Entendidos como conceptos jurídicos indeterminados, tales como las buenas costumbres y la moral, 
desarrollados por la H. Corte Constitucional. 
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establecer muy tímidamente una cláusula general que permitiera que el catálogo no fuera 
de números clausus. Situación no muy lejana del mencionado artículo 10 Bis del 
Convenio de París, el cual agregaba en su segundo numeral otro concepto calificador de 
las conductas: los usos honestos en materia industrial o comercial. 
Aquí tiene de nuevo cabida Arrubla Paucar (1997), quien plantea que dentro de la 
disciplina de la CD, la cual se encarga de regular situaciones que atentan contra el 
mercado, se perfilan dos posibles atentaciones. La primera arremete en contra de la 
normativa establecida respecto de los conceptos jurídicos indeterminados que la 
componen7; y la segunda, consiste en la afectación de ciertos comportamientos en el 
correcto desenvolvimiento del escenario concurrencial (el mercado), verbigracia la libertad 
de decisión del consumidor (p. 124). 
En consecuencia, se hacía latente la necesidad de adoptar en una norma un criterio 
unificado respecto del aspecto subjetivo que entrase a gobernar la conducta de los 
intervinientes en el mercado, en atención a que si bien el derogado artículo daba razón a 
un intento por consagrar una cláusula general de CD, desafortunadamente no brindaba 
parámetros claros para la materialización de nuevas conductas. 
Lo anterior en vista a que se quedaba corto referir las costumbres mercantiles a 
secas, más aún en el entendido de que dicho tratado internacional fue más allá, al calificar 
el aspecto subjetivo del interviniente en el mercado. Así puso sobre la mesa la 
honestidad, ergo la rectitud en el obrar, lo que desembocó en el artículo 7º de la Ley 256 
de 1996, entendida como la cláusula general en materia de CD, que incluyó ambos 
axiomas e hizo calificada la referencia a las costumbres mercantiles al catalogarlas como 
sanas, a lo que finalmente agregó la buena fe comercial. 
Estas inclusiones, que se efectuaron muy seguramente para responder al deber ser 
del numeral 1º del artículo 10 Bis del Convenio de París, construyeron un concepto 
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integral y eficaz en contra de cualquier manifestación de CD que se pudiera presentar en 
el escenario concurrencial, es decir, en la competencia de los intervinientes del mercado. 
Así las cosas, a diferencia de la norma derogada, la nueva normativa no se 
encontraba limitada al escenario de las conductas entre competidores o que afectaran la 
colectividad, en razón a que la legitimación (por activa y por pasiva) sufrió un importante 
cambio de viraje con sus artículos 2 y 38, ya que estos ampliaron el ámbito de aplicación 
de dicha normativa en atención a dos nuevos criterios, uno objetivo y otro subjetivo. El 
primero exige que para que una conducta sea considerada como objeto de censura solo 
bastará que se materialice con fines de competir. El segundo indica que no solo será 
aplicable a los comerciantes sino a todo aquel que concurra9 al mercado. 
Dicha variación significó que el régimen de CD en Colombia abandonara el concepto 
netamente mercantil en cuanto a sujetos activos y pasivos, y adoptara el que se denomina 
como un sistema social de CD, en el cual la norma amplía su radio de acción, pudiendo 
llegar a no comerciantes e incluso no competidores al asimilar la competencia como un 
derecho de la generalidad.   
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Artículo 2. Ámbito objetivo de aplicación. Los comportamientos previstos en esta ley tendrán la 
consideración de actos de competencia desleal siempre que realicen en el mercado y con fines 
concurrenciales. 
La finalidad concurrencial del acto se presume cuando este, por las circunstancias en que se realiza, se 
revela objetivamente idóneo para mantener o incrementar la participación en el mercado de quien lo realiza 
o de un tercero. 
Artículo 3. Ámbito subjetivo de aplicación. Esta ley se le aplicará tanto a los comerciantes como a 
cualesquiera otros participantes en el mercado. 
La aplicación de la Ley no podrá supeditarse a la existencia de una relación de competencia entre el sujeto 
activo y el sujeto pasivo en el acto de competencia desleal. 
9
 RAE general. concurrir; del lat. concurrĕre.: 1. intr. Dicho de diferentes personas, sucesos o cosas: 
Juntarse en un mismo lugar o tiempo. 2. intr. Dicho de diferentes cualidades o circunstancias: Coincidir en 
alguien o en algo. 3. intr. Contribuir con una cantidad para determinado fin. Antonio y Manuel concurrieron 
con veinte mil pesetas. 4. intr. convenir (‖ ser de un mismo parecer). 5. intr. Tomar parte en un concurso. 
RAE jurídico. concurrencia: Lab. Ejercicio por parte de un trabajador de tareas laborales o actividades 
económicas de semejante naturaleza a las que desarrolla en su puesto de trabajo o que pertenecen a la 
misma rama de la producción de aquellas en que efectúa prestaciones a un empresario en virtud de un 




Adicionalmente, de la mano con el mencionado artículo 7º de la L256/96, en cuanto a 
sus alcances dicha variación permitió la constante evolución y dinamismo de las 
disposiciones legales en materia de conductas atentatorias contra la competencia, por lo 
que acarreó significativos cambios al concepto de la competencia tradicional del proscrito 
artículo 75 del C. de Co., al punto de permear prácticamente cualquier escenario y 
persona que compitiese o hiciera parte del mercado.  
Estas novedades de la norma, en cuanto a sus alcances, sugieren que en materia de 
CD el sistema en Colombia pasó de ser uno de tipología profesional o empresarial que se 
ocupaba exclusivamente del comerciante y sus competidores (Almonacid Sierra & García 
Lozada, 1998), a uno de connotación social10, lo que se sintetiza en cuatro escenarios, a 
saber:  
1. La disciplina de la CD se dejó de concebir, en un sentido restringido, como las 
directrices atinentes a zanjar conflictos entre comerciantes competidores, y varió al 
punto de mutar en una normativa que regula todas las eventuales conductas que se 
pudieren presentar en el mercado por acción de cualquier persona.  
2. El legislador, consciente de la dinámica incesante del comercio, y del avance y 
constante evolución en cuanto a las distintas conductas de CD que se podrían 
presentar, abandonó el sistema de números clausus o taxatividad de las conductas, 
para entrar a adoptar un sistema mixto, el cual combina las conductas consagradas 
en los artículos 8 al 19, con una cláusula general (Art. 7) que permite crear derecho al 
intérprete en materia de las distintas conductas no contempladas en la norma. 
3. Amplió el espectro del alcance de los sujetos activo y pasivo, a tal extremo que estos 
no deben de ser competidores (Sentencias SIC)11 y ni siquiera habrán de ser 
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 Aplicable a todos los concurrentes del mercado sin importar su estatus. 
11
 Ver acta de audiencia dentro del proceso Nº2014-107457 adelantado ante la SIC por parte de 
SERVIHOGAR ASISTENCIA TÉCNICA LTDA., en contra de WHIRPOOL COLOMBIA S.A.S.; a este mismo 
respecto ver Proceso Nº2011-015052, ventilado ante la misma SIC, contienda de SI AGRO LTDA., versus 
ABOCOL S.A. y FERTILLANOS LTDA. En estas dos sentencias la demanda por la presunta comisión de 
conductas de CD se suscita en el marco de partes que no son competidoras, donde en ambos casos 
existían contratos de colaboración empresarial entre los luego enfrentados en la litis.  
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catalogados como comerciantes (Sentencias SIC)12. En este orden de ideas, incluso 
los titulares de actividades tradicionalmente contempladas como las ajenas a la 
mercantilidad (Art. 23 C. de Co.) podrían ser sujetos de represión por la norma de CD. 
4. Revolucionó las acciones judiciales a implementar (López Martínez, 1997), puesto que 
estableció una acción tendiente a evitar que se ponga en práctica un acto 
potencialmente comprometedor de la competencia, anticipando incluso la 
exteriorización del querer del infractor (Núm. 2., Art. 22 L256/96). De igual manera, 
contempló la posibilidad de solicitar medidas cautelares preferentes en los casos en 
que la conducta pudiere ser inminente. 
Así las cosas, no deviene en apresurada la aseveración consistente en la latente 
ampliación del alcance de la norma, la cual se pretende demostrar que resultó 
excesivamente incluyente en cuanto a sus alcances, al punto de llegar a comprometer a 
terceros que no reúnen los requisitos para ser tenidos como empresarios. 
En consecuencia, lo que se quiere demostrar es que con ocasión de la conjugación 
de los artículos 2, 3 y 7 de la L256/96, se amplió drásticamente su radio de acción, 
irradiando los deberes de rectitud en el comercio a todo aquel que se encuentre en el 
mercado. 
Por ende, si bien es cierto que la finalidad de las reformas es del todo loable 
comoquiera que se exaltan todas las medidas y flancos para la protección del mercado 
como bien jurídico tutelado (De La Cruz Camargo,2014), no es menos cierto que en el 
                                            
12
 Ver Resolución (Sentencia en ejercicio de funciones jurisdiccionales de la SIC) N°31714 de 2003, dentro 
del proceso con radicación 2006021, la cual condenó al señor EDUARDO CONSUEGRA AGUILAR (no 
comerciante), por la conducta del artículo 16 de la L256/96. A este mismo respecto consúltese la sentencia 
dentro del proceso N°2014-250753 de 25/II/2016, con acta N°177 de 2016, del proceso adelantado por la 
sociedad RIPEL PROVEDURÍA Y CONSTRUCCIONES S.A.S., en contra del señor YUL FUENMAYOR, con 
ocasión de una serie de aseveraciones efectuadas por este a nombre propio en contra de la accionante en 
sus redes sociales personales, esto a título de persona no comerciante, empero fue sancionado igualmente. 
En la misma medida ver acta de audiencia Nº355 del 10/XII/2015, en ejercicio de funciones jurisdiccionales 
de la SIC, dentro del expediente Nº2015-73973, a través de la cual se condenó al señor Diego Mauricio 
Martínez Restrepo por la comisión de conducta de competencia desleal innominada (Art. 7º L256/1996). Ver 
igualmente el proceso Nº2014-126663 de Viappiani de Colombia SAS, en contra de un sujeto persona 
natural no comerciante (Alfonso Ospina Suárez) y otros; donde al accionado se le denunciaron conductas 
nominadas de CD.    
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afán del legislador por salvaguardar el valor materializado en el mercado y la competencia 
misma, para perjuicio del inexperto del comercio o de la persona ajena al derecho 
mercantil, desbordó la presunción del conocimiento generalizado de las normas. 
Lo anterior, si bien responde quizás a la ficción de que el desconocimiento de la ley 
no excusa su incumplimiento (ignorantia iuris non excusat), con la norma en estudio se 
llega al punto de exigir al no comerciante estándares de comportamiento demasiado 
específicos y exclusivos del mercantilismo. 
Consecuencialmente en nuestro sentir, en el preciso instante en el que delineó los 
puntos brevemente descritos en los numerales 1, 2 y 3 supra, la norma rebasó todo límite 
en cuanto a su aplicación y parámetros de juzgamiento, al permitir la creación de 
conductas de CD innominadas permeadas en principios de conducta inherentes del 
comerciante. 
Aún más en el entendido de que la CD es un derecho de connotación punitivo, ergo, 
la posibilidad de construcción por el operador jurídico de conductas debería de hallarse 
vetada o para nuestro escenario mutatis mutandi por lo menos rigurosamente delineada13. 
Aúnese a lo anterior la situación consistente en que con ocasión de las conductas 
contempladas en los artículos 8 al 19 de la LCD, la censura ya no será exclusivamente 
enrostrable a los comerciantes y/o competidores directos, sino a toda persona natural o 
jurídica que se encuentre en el mercado (Sentencia SIC, 2012)14.   
De contera, las virtudes atrás indicadas, que significan la posibilidad de creación de 
conductas innominadas en la materia, así como la aplicación de conductas ya tipificadas 
por la norma a no comerciantes, riñen con la situación que consiste en que los baremos 
de juzgamiento de tales parten de parámetros calificados no conocidos por todos. Por 
                                            
13
 Al tenor de los principios de tipicidad y legalidad inherentes del derecho sancionatorio. 
14
A este respecto también ver Sentencia 3300 del 29/VI/2012 de la Superintendencia de Industria y 
Comercio, en la cual se promovió proceso por competencia desleal por parte de la sociedad Raisbeck, Lara, 
Rodríguez y Rueda, en contra del abogado Carlos Reinaldo Olarte García en el ejercicio de una profesión 
liberal catalogada como tal por el artículo 23 del C. de Co.   
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ende, aun cuando la protección se generalizó, no es menos cierto que los criterios para la 
valoración y construcción de las conductas no son los de un sistema social, ya que se 
trata de parámetros exclusivos y de suma sofisticación (Jaeckel Kovacs, 2002)15 del 
comerciante o empresario16, en otras palabras, pertenecientes al sistema profesional. 
De lo anterior emerge el problema objeto de la presente investigación:  
La entrada en vigencia de la LCD, en especial de su artículo 7° continente de la 
cláusula general en la materia, acarreó la ampliación del radio de acción de la norma y la 
posibilidad de crear conductas de CD a partir de la aplicación de parámetros especiales 
de conducta exclusivos de los comerciantes (las sanas costumbres mercantiles, la buena 
fe comercial y los usos honestos en materia industrial o comercial). Por esta razón, la LCD 
podrá ser implementada a todos quienes concurran en el mercado sin tener en cuenta su 
connotación. Tal situación podría acarrear que se exijan estándares de comportamiento 
propios de los comerciantes en la construcción de conductas censurables, así como el 
juzgamiento de las ya existentes, y que el rigor de sus consecuencias le sea aplicado a la 
generalidad sin distingo alguno. 
Así será la pregunta de investigación que se pretende resolver: 
¿Pueden ser llamados indistintamente y de manera homogénea a soportar las 
disposiciones de la L256/1996 y adecuadamente juzgados, la generalidad de sujetos que 
participan en el mercado, frente a conductas de CD, conforme estándares empresariales y 
dentro de un sistema que no es solo enfocado a los comerciantes? 
                                            
15
 En el sentido de que estos se tratan de conceptos netamente profesionales en palabras del Dr. Jorge 
Jaeckel Kovacs.  
16
 Artículo 7, Ley 256 de 1996: Artículo 7. Prohibición general. Quedan prohibidos los actos de competencia 
desleal. Los participantes en el mercado deben respetar en todas sus actuaciones el principio de la buena 
fe comercial. 
En concordancia con lo establecido por el numeral 2 del artículo 10 bis del Convenio de París, aprobado 
mediante Ley 178 de 1994, se considera que constituye competencia desleal, todo acto o hecho que se 
realice en el mercado con fines concurrenciales, cuando resulte contrario a las sanas costumbres 
mercantiles, al principio de la buena fe comercial, a los usos honestos en materia industrial o 
comercial, o bien cuando esté encaminado a afectar o afecte la libertad de decisión del comprador o 
consumidor, o el funcionamiento concurrencial del mercado (subraya y negrilla fuera del texto original). 
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A fin de dar respaldo y solución a lo antedicho, se plantean cuatro contextos que 
permiten dimensionar la situación planteada:  
1. La cláusula general de CD (Art. 7º, L256/96) y sus estándares de comportamiento 
corporativo. 
2. Las normas en materia de CD como manifestación de derecho sancionatorio. 
3. La responsabilidad en materia de conductas de CD. 




2.     Los Riesgos Asociados al Catálogo Abierto de Conductas de Competencia 
Desleal en el Sistema Mixto (Profesional y Social) colombiano  
El escenario descrito podría dar lugar a que se presenten consecuencias, por demás 
ilegítimas, ya que la norma en su cláusula general (Art. 7° de la LCD) de tajo regula el 
comportamiento de todos quienes acudan al mercado, con lo cual deja patente la 
problemática planteada comoquiera que la persona no comerciante deberá actuar con 
arreglo a estándares mercantiles y sin distinción alguna de su estatus.  
Por lo anterior, la norma da el mismo tratamiento a sujetos distintos, con lo cual obvia 
que el modelo implementado en Colombia es mixto, luego no es dable aplicar la 
rigurosidad del sistema corporativo, por cuanto sus conductas están cimentadas en 
conceptos privativos del escenario mercantil, ergo bien lejanos a los ajenos al comercio. 
Nuestra afirmación se encuentra fincada en los cuatro sub argumentos anunciados, los 
cuales entraremos a estudiar a continuación: 
2.1. La Cláusula General de CD (Art. 7, L256/96) y sus Estándares de 
Comportamiento Corporativos 
2.1.1. Introducción 
Como se viene anticipando, el artículo 7° de la LCD es el norte de interpretación de esta 
disciplina, a lo que se debe aunar que permite la creación de nuevas conductas 
constitutivas de competencia irregular, de contera censurables, lo cual no hallará reparo 
alguno en escenarios en los que solo hicieran parte personas avezadas y conocedoras de 
estándares del comercio. 
Empero, la posibilidad que se abre a la norma, al ser instaurada en el seno de un 
modelo mixto, es decir, de alcances generales a todos quienes intervengan en el mercado 
(modelo social), basándose en parámetros de enjuiciamiento especializados (modelo 
profesional), da lugar a que la normativa en estudio pueda permear e irradiar a todos 
quienes participen en el mercado con sus plenos efectos indistintamente, aun cuando se 
ocupen de nichos distintos del mismo, obviando la calificación de tales como 
comerciantes o no. 
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2.1.2. Los modelos profesional y social y su conjugación con la cláusula general del 
artículo 7 de la LCD 
El sistema de CD implementado en Colombia tiene dos texturas, razón por la cual se 
podría denominar como un sistema mixto. De un lado llega a la generalidad por el simple 
hecho de competir haciendo parte del mercado, luego se puede plantear que se trata de 
un “modelo social”; no obstante, los lineamientos que deben gobernar el obrar de todos 
los intervinientes son calificados, es decir, son de régimen profesional por cuanto son 
conceptos exclusivos del comerciante.  
Escenario de veras contradictorio, ya que en un sistema concebido “para todos”, que 
no distingue la connotación del interviniente del mercado se implementan derroteros de un 
sistema que era reservado “para algunos” (comerciantes y competidores directos del 
mercado), fenómeno que nos obliga a denominarlo como sistema mixto.  
Así, por ejemplo, se observan escenarios prácticos en los que personas no 
comerciantes, como el caso organizaciones musicales fungen como parte demandada y 
demandante (Sentencia SIC)17, con ocasión de presuntos actos de CD en sede del 
ejercicio artístico de las agrupaciones Rebelión Orquesta (demandante) y Orquesta 
Rebelión de Colombia (demandado). En este contexto, resulta patente que la LCD, 
indistintamente de la calidad del interviniente, exige estándares de comportamiento 
calificados. 
Por mencionar otro ejemplo, podemos traer a colación un interesante caso en el cual 
se vio demandado el señor Yul Fuenmayor por la comisión de conducta de CD 
innominada (Art. 7º L256/1996), debido a una serie de aseveraciones injuriosas 
efectuadas en sus redes sociales personales a nombre propio, en contra de la 
demandante Ripel Proveduría y Construcciones S.A.S., escenario en el que aunque lo 
                                            
17
Se puede consultar el acta N°1932 correspondiente a la audiencia de fallo dentro del proceso 2015-
140485 de 28/VII/2016, en donde se adelantó una demanda por competencia desleal por el señor José Luis 
Pardo Bejarano en contra del señor Hugo Orlando Hernández Ruiz. 
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hizo a título de persona no comerciante fue sancionado (Sentencia SIC)18. Aquí se debe 
tener cuenta que el sujeto titular del comportamiento censurado no buscó beneficiarse del 
acto de CD, lo cual no obstó para que se fallara en su contra.   
A partir de este caso, podemos citar y estar de acuerdo con la aseveración 
consistente en que “…la ley no tipifica solamente los actos de CD solamente cuando 
resulte beneficioso al empresario, sino que establece que dicho acto será tenido como 
desleal si tiene como finalidad promover o asegurar la expansión de prestaciones propias 
(empresario) o de un tercero” (Bedoya & Velasco, 2011), pp. 35 y 36, pie de página N°46), 
a lo cual podríamos agregar, que la ley obra sin perjuicio de que existiere o no intención 
de favorecer a otro, puesto que lo que se protege es la correcta participación de todos los 
intervinientes dentro del mercado, convirtiéndose en un bien jurídico colectivo. 
Por ende, al poder la normativa permear escenarios ajenos a la competencia 
interpares, logra abarcar una serie de escenarios y sujetos que no deben ser mercantiles, 
luego resulta viable analizar la connotación del régimen implementado por la L256/96, el 
cual, como se viene planteando se denomina como mixto, no obstante predomina su 
connotación de régimen social debido a sus alcances.  
Esto sin perder de vista que tal posición heterogénea de la norma, en la que se 
implementan elementos de una y otra connotación (profesional y social), es a partir de la 
cual se puede expresar que la cláusula general (Art. 7, LCD) riñe con uno de los pilares 
en materia sancionatoria que prohíbe la aplicación analógica de normas de este 
contenido. 
Recuérdese que estas deben interpretarse en sentido restrictivo, más aún en el 
entendido que con auspicio de la LCD se entrarán a examinar actuaciones innominadas 
de personas ajenas al comercio, así como conductas regidas por lineamientos 
eminentemente mercantiles.  
                                            
18
 Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia del 25/II/2016, dentro del proceso 2014 -250753. 
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A nuestro modo de ver esto impone cargas excesivas a quien no encaja dentro de la 
descripción del artículo 10 del estatuto mercantil, al punto de exigir que adecúe su obrar al 
andamiaje del comerciante sin serlo; piénsese en exigir al artista de un oficio 
eminentemente liberal, intervenir en el mercado basándose en conceptos jurídicos 
indeterminados, verbigracia las sanas costumbres mercantiles. 
Así las cosas, como bien señala Barona Vilar (2008), existen distintos modelos de 
aplicación o regímenes de derecho de la competencia, los cuales varían dependiendo del 
espectro de cobertura de sus normas y sus raseros valorativos. 
En consecuencia, existe un modelo profesional o corporativo19 que permitió empezar 
a observar el derecho de la competencia como una institución del derecho privado, que al 
ser en principio una obligación y un derecho de los comerciantes se encontraba delineado 
por preceptos de la esfera del comercio, tales como las costumbres mercantiles y los usos 
honestos en materia industrial y comercial20, ambos de la cosecha y del conocimiento de 
los comerciantes mismos. 
A renglón seguido, explica la autora, surge un modelo eminentemente social, con el 
que se pretendió ampliar los alcances de la norma, para lo cual se abordó el concepto de 
la competencia, no desde la perspectiva del comerciante / competidor, sino como un bien 
jurídico de connotación institucional dado que compromete la economía, es decir, el buen 
funcionamiento del mercado, luego incluyó la protección a los consumidores, así como 
exaltó la salvaguarda de los intereses de los competidores entre sí.  
Por ende, a todas luces dicho modelo amplió la categoría de los legitimados por activa 
y por pasiva ante estos actos, alcanzando al no comerciante e incluso al no competidor 
directo o del mismo ramo, así como a los demás intervinientes, tales como gremios 
profesionales, consumidores y al Estado mismo. 
                                            
19
 Los derogados artículos 75 a 77 del C. de Co. 
20
 Artículo 10 Bis del Convenio de París, aprobado mediante Ley 178 de 1994. 
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En consecuencia, este arquetipo esbozado por la autora en comento, valga decir de 
aplicación en España, abandonó totalmente parámetros mercantiles o profesionales al 
momento de la valoración de las conductas, en otras palabras, dejó de lado los 
estándares industriales o comerciales inherentes al modelo anterior y los reemplazó por lo 
que se podría denominar como apreciación objetiva de la buena fe (Emparanza Sobejano, 
2009).  
Rasero que, al ser menos riguroso se halla más al alcance del no comerciante, en 
otras palabras, quienes decidan intervenir en el mercado, o decidan acudir con fines de 
participar y competir en el mercado pueden resultar sujetos de aplicación de la norma. 
Sin embargo, previas las explicaciones, gracias al devenir de la evolución normativa 
del derecho de la competencia, conforme los alcances e intereses salvaguardados de las 
directrices a este respecto, se puede afirmar que Colombia se saltó de un estadio 
profesional a uno mixto (Jaeckel Kovacs, 2002).  
Lo antedicho dado que sus alcances como régimen social significaron una ampliación 
de la legitimación por activa (Sentencia SIC)21 y por pasiva (Sentencia SIC)22 en la 
aplicación de las normas represivas, acompañado del hecho de que para juzgar el 
baremo continúa fuertemente influenciado por preceptos estrictamente mercantiles, es 
decir, profesionales. 
Es de anotar, como manifestación adicional de la ampliación de los alcances de la 
normativa estudiada, que otra de las posibilidades que trajo consigo fue la eventualidad 
de que se erijan casos de CD entre sujetos que no compiten dentro del mismo ramo, lo 
                                            
21
 Consúltese la Resolución N°4987 de 2004 de la Superintendencia de Industria y Comercio, por medio de 
la cual se decidió acerca de los actos de competencia desleal desplegados por parte de la sociedad 
Productos Yupi S.A., respecto del demandante, el señor Juan Pablo Montoya Roldán; proceso donde, y 
como consecuencia del fallo, se ordenó a la sociedad demandada cesar en los actos de competencia 
desleal descritos en los artículos 7, 14 y 15 de la LCD.  
22
 Ver la Resolución N°31714 de 2003, dentro del proceso con radicación 2006021, la cual condenó al señor 
Eduardo Consuegra Aguilar (no comerciante), por la conducta del artículo 16 de la L256/96. 
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que demuestra que la legitimación por activa y por pasiva ni siquiera atiende a la relación 
de competencia entre las partes inmiscuidas en el conflicto (Sentencia SIC)23. 
A este respecto y al demostrar tal legitimación sumamente ampliada por la norma, 
valga la pena traer a colación un concepto de la SIC del año 2003, en el que incluso 
legitima a los consumidores, por el simple hecho de acudir al mercado, aun cuando no 
compitan propiamente en este (Concepto SIC). Con lo cual, virtualmente permite que 
accionen sujetos que no estén dentro del sentido eminentemente jurídico de la 
concurrencia en el mercado (en el entendido de competir), sino por el simple hecho de 
integrar o hacer parte de tal. 
Es de anotar que en atención a lo cambiante que es el comercio y sus prácticas, tal 
situación conllevó a que se abriera paso la cláusula general del artículo 7º de la LCD, para 
dotar la norma del dinamismo necesario en razón a la vertiginosa evolución del comercio 
y de las prácticas que se pudieren considerar como de CD, las que no siempre se 
encontrarán descritas en el texto de la ley. 
Cláusula cuya finalidad permite al operador judicial “crear derecho”, lo que si bien es 
loable para efectos de la eficacia de la norma y garantizar su autoactualización en el 
tiempo, no es menos cierto que los parámetros que permiten catalogar nuevas conductas 
como de CD son eminentemente profesionales, lo cual no tendría inconveniente u 
objeción alguna si la cláusula solo se permitiera aplicar a los empresarios conocedores de 
dichas conductas, lo cual no ocurre. 
En virtud de lo antedicho se podría resumir la problemática en que, si bien la norma 
propendió la exaltación por la protección del bien jurídico, se expandieron potencialmente 
sus alcances, a tal punto que tanto accionante como accionado no comerciante uno o 
                                            
23
Verbigracia, la demanda instaurada por parte de Aerovías del continente americano S.A. (Avianca S.A.), 
Lan Colombia Airlines S.A., y Aerorepública S.A. contra Chevron Petroleum Company y Concesión 
Aeropuerto de San Andrés y Providencia Casyp S.A., donde se condenó a la concesión del aeropuerto al 
cese de actos de competencia desleal innominados (Art. 7 LCD). Acta N°2069 de audiencia del 12/VIII/2016 




ambos, deberán acudir a criterios interpretativos de la norma para su aplicación y 
censura, los cuales se fincan en el artículo 7° ejusdem.  
Ahora bien, si nos enfocamos en el caso del último (el accionado), este podría 
responder por conductas nominadas e innominadas que se rigen por estándares 
profesionales que le son ajenos en razón a que salen de su esfera, luego los desconoce, 
además que no tiene porqué conocerlos.  
Caso completamente distinto al del comerciante, quien en virtud de su connotación 
como tal, su comportamiento de lealtad en el ejercicio de su intervención en el mercado y 
los derroteros profesionales contenidos en la norma no pueden serle indiferentes o 
desconocidos, comoquiera que la carga de no ejecutar actos de esta índole se encuentra 
contenida en las obligaciones inherentes a su rol24, por ende, en este escenario no sería 
desatinada la ficción acerca del conocimiento de la ley25 y sus parámetros de valoración. 
La escenificación de una problemática gestada a partir de la mezcla de modelos 
antedicha, si bien se justifica en la protección integral del mercado, por ser la filosofía por 
excelencia del sistema social, al no ser aplicado dicho modelo de forma pura en nuestra 
normativa, tiene un efecto contradictorio puesto que abarca a todos pero bajo los 
parámetros de unos pocos.  
En otras palabras, el arquetipo de alcance social implementado debería poseer sus 
verdaderos y propios parámetros de juzgamiento, obviamente menos especializados que 
los del régimen profesional implementados en la actualidad. 
 
2.1.3. Definición de buena fe comercial, las sanas costumbres mercantiles y los usos 
honestos en materia industrial y/o comercial 
Corresponde ahora ahondar en los tres parámetros de la cláusula general, es decir, lo 
relativo a los estándares a partir de los cuales se entrarán a calificar las conductas de CD: 
                                            
24
 Código de Comercio: Art. 19.-Es obligación de todo comerciante: (…) 6. Abstenerse de ejecutar actos de 
competencia desleal. 
25
Ignoratiam lex non excusat.  
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la buena fe comercial, las sanas costumbres mercantiles y los usos honestos en materia 
industrial y/o comercial. 
2.1.3.1. De la buena fe comercial 
Se entiende como un concepto calificado de la buena fe simple, o incluso de la buena fe 
exenta de culpa, ya que esta exige que las actuaciones de los intervinientes del mercado 
se ajusten a los preceptos de rectitud implementada por los empresarios en los negocios. 
Esta última ha sido abordada en providencias de la CSJ (Corte Suprema de Justicia, 
1958 y 2001)26 y la CC, las cuales expresan que la  buena fe comercial debe ser 
asimilada como la no utilización de medios indebidos a efectos de captar clientela, 
situación que de ser implementada acarreará un perjuicio injustificado a quienes no se 
valgan de tales herramientas ilegítimas (Sentencia SIC, 2006); aquí es de anotar que el 
entramado de este concepto hace remisión conceptual a la sana costumbre mercantil 
(Corte Constitucional, 1992).  
                                            
26
 “… La expresión “buena fe” (bona fides) indica que las personas deben celebrar sus negocios, cumplir 
sus obligaciones y, en general, emplear con los demás una conducta leal. La lealtad en el derecho se 
desdobla en dos direcciones: primeramente, cada persona tiene el deber de emplear para con los demás 
una conducta leal, una conducta ajustada a las exigencias del decoro social; en segundo término, cada cual 
tiene el derecho de esperar de los demás esa misma lealtad. Trátase de una lealtad (o buena fe) activa, si 
consideramos la manera de obrar con los demás, y de una lealtad pasiva, si consideramos el derecho que 
cada cual tiene de confiar en que los demás obren con nosotros decorosamente… 
“Los usos sociales y las buenas costumbres que imperan en una sociedad son las piedras de toque que 
sirven para apreciar en cada caso concreto la buena fe, su alcance y la ausencia de ella. La buena fe no 
hace referencia a la ignorancia o a la inexperiencia, sino a la ausencia de obras fraudulentas, de engaño, 
reserva mental, astucia o viveza, en fin, de una conducta lesiva de la buena costumbre que impera en una 
colectividad. 
Así, pues, la buena fe equivale a obrar con lealtad, con rectitud, con honestidad. Este concepto de la buena 
fe será mejor comprendido si lo comparamos con el concepto opuesto, o sea, el de la mala fe. En general, 
obra de mala fe quien pretende obtener ventajas o beneficios sin una suficiente dosis de probidad o 
pulcritud; vale decir, si se pretende conseguir algo no autorizado por la buena costumbre. Desde luego, toda 
persona trata de obtener ventajas en sus transacciones. Pero quien pretende obtener tales ventajas 
obrando en sentido contrario a la buena costumbre, actúa de mala fe. El hombre de buena fe trata de 
obtener ventajas, pero éstas se encuentran autorizadas por la buena costumbre”. (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Civil. Magistrado Ponente: Arturo Valencia Zea. Bogotá, 23 de junio de 1958. 
Sentencia contenida en la otra de la misma corporación: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. 




De otro lado, existe un pronunciamiento de la misma entidad que va un tanto más allá, 
al poner de presente un concepto del Profesor Narváez García:  
el principio de buena fe comercial ha sido entendido como la convicción, predicada de quien 
interviene en el mercado “de estar actuando honestamente, con honradez y lealtad en el 
desarrollo del cumplimiento de los negocios”; lo cual a renglón seguido expresa como: “la 
práctica que se ajusta a los mandatos de la honestidad, confianza, honorabilidad, lealtad y 
sinceridad que rige los comerciantes en sus actuaciones” (Sentencia SIC, 2009). 
En providencias más recientes (Corte Constitucional, 2009) (Corte Constitucional, 
2013)27, se aborda la situación aquí planteada acerca de los límites que se pueden aplicar 
a este concepto jurídico indeterminado, el cual como ya sabemos obra como baremo de 
interpretación de las conductas que aquí se estudian, donde si bien se expresa que este 
se trata de un elemento claramente inteligible y determinado, no es menos cierto que 
debe acompasarse del contexto en el cual se pregone, verbigracia la ejecución de un 
contrato, la etapa precontractual e incluso escenarios de RCE (CSJ, 2001) (CSJ, 2012)28. 
                                            
27
“…El contenido del principio de buena fe es tan variado como las situaciones en que se concreta o en que 
sirve como parámetro interpretativo de otras disposiciones, sean éstas las generales o las propias de cada 
contrato. Sin embargo esto no significa que su contenido sea gaseoso y se evapore dejando al juez sólo con 
un elemento de naturaleza moral abstracta de poca utilidad o de gran subjetividad al momento de decidir en 
los casos concretos. Al igual que los demás principios constitucionales, y más los que son precisados en 
disposiciones legales específicas, el contenido del principio de buena fe se debe concretar en aspectos que 
limiten la amplitud con el que las partes y el juez lo deben valorar; en este sentido puede decirse que de 
este principio se derivan deberes propios del tráfico negocial en la sociedad de un Estado que, como el 
previsto en la Constitución de 1991, resalta los valores de inclusión, pluralismo y solidaridad entre sus 
habitantes. De esta forma entiende esta Sala de Revisión que, aplicado a una relación negocial, el principio 
de buena fe involucra deberes de honestidad, claridad, equilibrio reciprocidad y consideración de los 
intereses de la contraparte, entre otros. Sin embargo, debe así mismo resaltarse que la aplicación de las 
reglas que derivan del principio de buena fe no puede hacerse de una manera mecánica, sino que serán los 
elementos propios de cada situación, la actitud de las partes en ejecución del contrato, las cláusulas 
específicas por éstas acordadas, etc. las que determinen la interpretación que el juez haga del principio de 
buena fe en cada específica situación” (Corte Constitucional. Sentencia T-537 de 2009. M.P.: Dr. Humberto 
Antonio Sierra Porto). Ver también la Sentencia C-527 de 2013. M.P.: Jorge Iván Palacio P.  
28
 “…La buena fe, someramente esbozada en lo que a su alcance concierne, se torna bifronte, en atención a 
que se desdobla, preponderantemente para efectos metodológicos, en la apellidada ‘buena fe subjetiva’ 
(creencia o confianza), al igual que en la ‘objetiva’ (probidad, corrección o lealtad), sin que por ello se 
lesione su concepción unitaria que, con un carácter más panorámico, luce unívoca de cara al ordenamiento 
jurídico.  Al fin y al cabo, se anticipó, es un principio general -e informador- del derecho, amén que un 
estándar o patrón jurídicos, sobre todo en el campo de la hermenéutica negocial y de la responsabilidad 
civil’ (cas. civ., 2 de julio de 2001, Exp. 6146). La buena fe, se identifica, con el actuar real, honesto, probo, 
correcto, apreciado objetivamente, o sea, ‘con determinado estándar de usos sociales y buenas 
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Preceptos que aun cuando estas altas corporaciones han pretendido delimitarlos en 
escenarios concretos devienen en algo etéreo, en el entendido que los esfuerzos se 
enfilan a determinar la buena fe simple respecto de la cual no hay reparo alguno, empero 
el concepto exigido por el artículo 7º de la LCD va mucho más allá comoquiera que se 
trata de un precepto enfocado a los negocios mercantiles. 
Así las cosas, lastimosamente tales definiciones no bastan para que el neófito del 
comercio29 pueda distinguir entre la calificación exigida por la norma y la caracterización 
de la buena fe genérica decantada por las altas cortes, al punto incluso de acudir al 
pronunciamiento de la misma SIC (Sentencia N°005 del 03/IV/2006) para redireccionar al 
intérprete a otro concepto: el de las sanas costumbres mercantiles. 
2.1.3.2. Las sanas costumbres mercantiles 
El Código de Comercio enseña que la costumbre es fuente de derecho mercantil, y que 
en determinadas ocasiones puede solventar vacíos de la normativa, siempre que se 
encuentre ajustada a la ley. 
Así, en lo que respecta a las sanas costumbres mercantiles se podría afirmar que en 
materia de CD el adjetivo de “sanas” está de más, comoquiera que de contrariar lo que se 
entiende por sano quizá se obre contra legem; empero, en este punto no radica el reparo 
formulado, el cual parte más bien del conocimiento de la costumbre, la que al tenerse por 
un acto público, reiterado y uniforme en un determinado lugar, se deslinda sin duda del 
conocimiento de parte de quienes profesionalmente desempeñan una actividad que la ley 
denomina como mercantil, lo que es lógico pero ¿cómo es posible exigir su conocimiento 
al sujeto que no pertenece al comercio? 
                                                                                                                                                 
costumbres’, no ‘hace referencia a la ignorancia o a la inexperiencia, sino a la ausencia de obras 
fraudulentas, de engaño, de reserva mental, astucia o viveza, en fin de una conducta lesiva de la buena 
costumbre que impera en la colectividad’, es ‘realidad actuante y no simple intención de legalidad y carencia 
de legitimidad’ y se equipara ‘a la conducta de quien obra con espíritu de justicia y equidad al proceder 
razonable del comerciante honesto y cumplidor’…” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. 
M.P.: Dr. William Namén Vargas. Bogotá D.C., 27 de febrero de 2012. Ref.: 11001-3103-002-2003-14027-
01). 
29
 Bien se trate de un comerciante principiante y sin experiencia alguna; ora del no comerciante, es decir, la 
persona que no se puede catalogar como tal a partir del artículo 10 del Código de Comercio, en razón a que 
no despliega de manera profesional ninguna actividad catalogada como mercantil. 
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También se debe tener en cuenta que los asuntos y/o litigios relacionados con el 
comercio no cuentan con una jurisdicción o rama especial del comercio a diferencia de 
Francia, por ejemplo30, sino que son conocidos y resueltos por la misma especialidad civil. 
Al no contar con elementos claros que permitan diferenciar escenarios civiles puros, 
mixtos y mercantiles exclusivos, en nuestra legislación los parámetros exigibles al sujeto 
podrían tender a confundirse.     
Lo anterior se acentúa y quizás se hace más dramático en el entendido que la 
costumbre puede variar de territorio en territorio, así como que la misma, al ser dinámica y 
cambiante y al tenor literal de los artículos 3, 5 y 6 del C de Co., no se encuentra 
compilada en texto o norma algunos31. Por esto es posible manifestar que por costumbre 
se entiende el derecho vivo32, cuya existencia se puede acreditar o desacreditar 
constantemente, acompañado de las vicisitudes inherentes que contempla la norma 
procedimental en cuanto a su acreditación, lo que complica aún más el panorama para el 
no comerciante.  
A este respecto se trae a colación el fallo de la CSJ, en el que tales coyunturas no 
permitieron acreditar su existencia:  
A continuación se adentra en el análisis de algunos medios de prueba, notando que aun 
cuando "resulta censurable la actitud de los demandados al utilizar métodos reprochables de 
la honestidad comercial y la rectitud en la competencia en la lucha por la clientela, ha de 
tenerse presente que tanto para el caso del numeral cuarto como del noveno del artículo 75 
de la ley mercantil exige que los actos o procedimientos han de ser contrarios a la costumbre 
mercantil...”  
                                            
30
 Donde existe un Tribunal de Commerce, encargado de conocer acerca de todos los litigios entre 
comerciantes o donde se efectúen actos de comercio. 
31
 Aun cuando las Cámaras de Comercio pueden certificarlas. 
32
 En el entendido que la misma es fuente de derecho, la que a su vez se decanta de la realidad de una 
determinada circunscripción territorial, frente al tratamiento de un aspecto puntual, por ejemplo, los horarios 
de check in y check out en los hoteles de Bogotá D.C.; o la costumbre de prorratear entre comprador y 
vendedor (según la época del año) el valor del impuesto de rodamiento del último año de los automotores 
particulares usados que sean objeto de comercialización (Valledupar/Cesar).  
31 
 
Así que respetando el criterio objetivo del código no puede estructurarse la competencia 
desleal simplemente sobre la base de patrones éticos, sino que está reducida al campo de 
demostración de las costumbres mercantiles… 
…no se demostró por el actor que esos actos contraríen la costumbre comercial, pues “no 
aparece ni el conjunto de testimonios ni el documento auténtico que así lo demuestre” (CSJ, 
1999). 
Este ejemplo deja en evidencia lo que se viene afirmando, es decir que este podría 
ser el parámetro más oscuro e inestable de la cláusula general de CD, del cual se 
presume tiene conocimiento incluso el no comerciante.  
2.1.3.3. Los usos honestos en materia industrial y/o comercial 
Gabino Pinzón enseña que los usos no relacionados en el Código de Comercio son las 
conductas que dan lugar a la configuración de la costumbre, en otras palabras, son los 
actos positivos o negativos que la integran, en el entendido de que se efectúen de forma 
reiterada, pública y uniforme; luego, por tales se entienden los usos honestos en materia 
industrial y/o comercial que dan lugar a la eventual consolidación de tal. 
Ahora bien, llama la atención que este, junto con la costumbre mercantil propiamente 
dicha, sea el más indeterminado de los tres conceptos que integran los baremos o el 
andamiaje de la valoración de las conductas que se pueden asimilar como de CD, más en 
el escenario en el que son meramente conductas, es decir, exteriorizaciones del querer, 
que al encontrarse calificadas con el rasero profesional provienen de los comerciantes en 
el ejercicio de sus negocios. 
Así las cosas, respecto de la evidente interdependencia existente entre los tres 
conceptos que devienen en parámetros para la valoración de la comisión o no de una 
conducta de CD la conclusión no es alentadora, comoquiera que tanto su noción como su 
identificación no pueden ser igualmente aplicadas a comerciantes y no comerciantes, bien 
sea para la configuración de conductas innominadas o para la valoración subjetiva de las 
conductas establecidas en los artículos 8 al 19 de la LCD, escenarios que a todas luces 
son permeados por la cláusula general. 
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2.1.3.4. Conceptos jurídicos indeterminados 
Para finalizar con este acápite resulta conveniente conjugar los alcances de los tres 
parámetros de comportamiento, los cuales, si bien no se pueden asimilar exactamente a 
los conocidos conceptos jurídicos indeterminados (Corte Constitucional, 2017)33, colindan 
con estos, que fueron definidos y tratados ampliamente por las Sentencias de 
constitucionalidad C-224/1994 y C-931/2014 de la CC. 
Hilando delgado, dichos conceptos, parten del común denominador metajurídico de la 
moral, entendida como la ciencia del bien y del mal o la encargada de estudiar el 
comportamiento humano desde su rol autónomo, a efectos de orientar a este último por 
los caminos de la rectitud y la honorabilidad, y observar todo esto desde una perspectiva 
eminentemente ética y del todo personalísima.  
La disciplina de la moral, al encontrarse encaminada a gobernar el comportamiento de 
cada ser social nos permite afirmar que su relación con el derecho es innegable, a tal 
punto que es una realidad que las dos disciplinas se complementan, y llegan a ofrecer 
contextos en los que no es posible distinguir con claridad los terrenos correspondientes a 
la una y la otra.  
Ante ello, y para escenarios normativos en los que se invocan constantemente 
abstracciones de esta estirpe, tal y como ocurre en el caso sub lite, la jurisprudencia de la 
CC permite vislumbrar los límites de estas disciplinas, para no caer en interpretaciones 
acomodadas o subjetivas, más aún en el entendido de que en la materia en estudio la 
imposición o no de una sanción depende de los alcances que le sean concedidos a tales 
cuasi conceptos jurídicos indeterminados.  
Podemos así partir de la sentencia de constitucionalidad C-224/ 994, en la que la alta 
corte se ocupó de nociones inmersas en disposiciones como “orden y las buenas 
costumbres”, “fin moral”, “mala conducta notoria”, “conducta inmoral”, “buenas costumbres 
                                            
33
“…orden y las buenas costumbres”, “fin moral”, “mala conducta notoria”, “conducta inmoral”, “buenas 
costumbres o al orden público” y “hechos inmorales” contenidos en los artículos 16, 472, 586, 627, 1524 y 
1537 del Código Civil”. Demanda de Inconstitucionalidad contra el artículo 538 del Decreto 410/1971; 
concepto Universidad Nacional de Colombia. Dr. Oscar Andrés Lizarazo. Expediente: D-11932 de 2017. 
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o al orden público” y “hechos inmorales”; contenidas en los artículos 16, 472, 586, 627, 
1524 y 1537 del Código Civil. Este pronunciamiento dejó patente que el derecho 
indefectiblemente se permea de conceptos jurídicos indeterminados emanados de la 
moral vigente34. 
Esta sentencia a su vez establece que deben estar presentes criterios que permitan 
conocer en determinados casos hasta dónde es permisible aplicar o remitirse a la moral, 
para que estas ciencias del comportamiento humano no sean ambiguas o no se 
confundan entre sí; esto sin perder de vista la conclusión a la que se arriba y entendiendo 
la moral como “una realidad social diferente al derecho, pero relacionada con este. Y que, 
en algunos casos y dentro de ciertos límites, le sirve de sustento” (CC, 1994)35. 
Dicha conclusión nos remite a otro de los pronunciamientos más relevantes en la 
materia, que data de 2014 y se materializa en la sentencia C-931 de esa misma 
corporación, a través del cual se estudió la presencia de preceptos morales en escenarios 
que acarrean una sanción, contexto completamente relacionado con el análisis que aquí 
se adelanta, ya que traza los derroteros por los cuales deben asimilarse los conceptos 
jurídicos indeterminados, donde no está de más expresar que a este respecto su 
delimitación habrá de ser más juiciosa y rigurosa. 
Tal afirmación se sustenta, ente otras, en la premisa de una sentencia de cinco años 
atrás (2009), en la que se señala que el uso de conceptos jurídicos indeterminados no se 
encuentra vedado, siempre y cuando no se presente un grado de indeterminación o 
vaguedad de tales nociones (CC, 2009)36, argumento que se acompasa con otra 
                                            
34
 Demanda de Inconstitucionalidad contra el artículo 538 del Decreto 410/1971; concepto Universidad 
Nacional de Colombia. Dr. Oscar Andrés Lizarazo. Expediente: D-11932 de 2017. 
35
 “…Para que el orden moral sea distinto del orden jurídico es preciso que el contenido de las normas 
morales no se confunda con el de las normas jurídicas, y que no haya, por consiguiente, relación de 
delegación del derecho a la moral o de la moral al derecho…” Corte Constitucional. Sentencia C-224/1994. 
M.P.: Dr. Jorge Arango Mejía. 
36
 Corte Constitucional. Sentencia C-350/2009. M.P.: Dra. María Victoria Calle Correa.  
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sentencia de 2004 que denota que estos serán tolerados, sí y solo sí es posible 
determinar su contenido con apoyo en ponderaciones lógicas (CC, 2004)37. 
Así las cosas, tenemos que estos baremos, los que para este caso concreto habrán 
de ser ante todo puntuales y determinados, es decir, depurados, también deberán permitir 
el análisis de su trasfondo cimentado en la lógica, sin olvidar que al tratarse de criterios 
que estudian los aspectos subjetivos en la materialización de una conducta, habrán de ser 
conjugados con la cabal observancia de principios de legalidad, tipicidad, antijuridicidad, 
culpabilidad, responsabilidad y proporcionalidad (CC, 2004)(CC, 2014)38.  
En este orden de ideas, la Corte adujo que es  imperativa la necesidad de ser 
sumamente precisos al momento de hacer referencia a criterios morales objetivos 
(jurídicos indeterminados), más aún si estos determinan la conducta censurable y de 
contera sancionable, con lo cual no se contravendrá el principio de tipicidad en escenarios 
en los que el legislador señale cuales son los comportamientos considerados como 
sancionables por ser socialmente inmorales.  
Solo así “la indeterminación del concepto jurídico no significa que no pueda ser 
precisado al momento de aplicarse en concreto ni tampoco que dicha concreción pueda 
responder al criterio individual de la autoridad competente para realizar dicha 
interpretación; pues, existen parámetros de valor o de experiencia que delimitan y guían la 
actuación del juez”(CC, 2002)39, de contera, cumplidos los presupuestos anteriores no 
habrán de ser observados con desconfianza. 
                                            
37
 Corte Constitucional. Sentencia C-043/2004. M.P.: Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
38
 “…el legislador utiliza referencias o criterios morales para determinar situaciones jurídicas, conceder 
derechos o limitarlos, eventos en los cuales estas referencias legislativas admiten cierto grado de 
indeterminación, cuando se trata de la actividad punitiva o sancionatoria del Estado la utilización de estas 
referencias debe hacerse de manera concreta y precisa, indicando cuales son los comportamientos 
concretos que el legislador estima jurídicamente sancionables por ser considerados socialmente 
inmorales…”. Corte Constitucional. Sentencia C-431 de 2004. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. A este 
mismo respecto consultar la sentencia C-931 de 2014 de la Corte Constitucional. M.P.: Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub. 
39
 Corte Constitucional. Sentencia C-371/2002. M.P.: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
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En consecuencia, se puede afirmar que los preceptos bajo la lupa tienen una 
connotación metajurídica que los hace perfectamente asimilables a los abordados 
conceptos jurídicos indeterminados: y de contera consideramos que no será del todo 
descabellado concluir que puedan tener similar tratamiento para el juzgamiento de las 
conductas de CD. 
Empero, no podemos dejar pasar que continúan siendo raseros de comportamiento, o 
mejor, cuasi conceptos jurídicos indeterminados que, pese a su categorización como 
tales, devienen en privativos o de conocimiento o uso restringido del comerciante, por 
ende, su matiz corporativo o profesional del comercio no se desdibuja por el hecho de 
tener esta connotación.  
2.1.4. La aplicación de parámetros estrictamente comerciales en el juzgamiento de 
conductas de CD 
Podrían presentarse dilemas a partir de la aplicación contradictoria de parámetros 
comerciales dentro de un sistema social, afirmación que se finca en razón a que los 
artículos 2, 3, 7 e incluso el 8 de la ley en comento irradian sus efectos sobre inexpertos o 
desconocedores del comercio a fin de su juzgamiento por conductas nominadas e 
innominadas de CD, por lo cual, devendría en un acto por completo garantista la procura 
por la clara y puntual delimitación de cada uno de los tamices por los que deberán 
analizarse los comportamientos considerados como atentatorios contra la competencia. 
Así, se debe anotar que no se formula reparo alguno respecto del juzgamiento de 
conductas nominadas o inclusive innominadas que dan lugar a sanción para el 
profesional, en razón a que este, por el hecho de catalogarse como comerciante, tiene 
unas cargas claras, entre otras la de no ejercer actos de CD, lo que conjugado con su 
deber de información en cuanto a los derroteros de la cláusula general del artículo 7º de la 
LCD, no es más que una clara manifestación de buena fe exenta de culpa, por lo que no 
deberán serle ajenos, para así delimitar el andamiaje de su actuar en el mercado.   
Empero, si hacemos referencia a la teoría objetiva del acto de comercio, 
específicamente al ejercicio de actividades por cualquier sujeto que se reputen como 
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comerciales (Artículos  11, 20, 21 y 22 del C. de Co.), no se deslinda que tal individuo 
adquiera la connotación de comerciante, y de contera deba cumplir con las cargas de 
quien sí lo es, siendo la única consecuencia de hacerlo el verse expuesto para ese caso 
específico a la normativa mercantil, más no será tratado como comerciante por el 
mencionado acto. 
A lo que se debe agregar que en el modelo mixto colombiano esto podría acarrear 
modificaciones sustanciales al concepto del comerciante y sus deberes, comoquiera que 
la obligación de no hacer en principio solo atribuible al que ejerce de manera profesional 
actos mercantiles, materializada en la abstención de efectuar actos de CD (Núm. 6, Art. 
19 C. CCio.), virtualmente le incumbe a todos, comerciantes o no, por intervenir en el 
mercado bajo los preceptos de los artículos 2 y/o 3 de la LCD. 
Situación de la que no se compadece la LCD, ya que para el mismo ciudadano de a 
pie no comerciante, que hubiera podido verse inmerso en una conducta cualquiera 
(nominada o innominada) de CD, su actuar será valorado a las luces de directrices 
exclusivas del profesional del comercio, es decir, será juzgado como si lo fuera o como si 
perdiera su estatus de no comerciante por el hecho de haber ejecutado un acto en el 
mercado, lo que equivaldría -si volvemos a la teoría objetiva del acto de comercio-, al 
absurdo de suponer que un acto ocasional considerado mercantil y quizá de CD convierta 
a su titular en comerciante sin más ni más. 
En consecuencia, no resulta apresurado afirmar que bajo la aplicación desafortunada 
de este modelo mixto, la faz transgresora del comportamiento del individuo respecto de 
las normas en materia de CD, para la aplicación de la respuesta represiva lo hace mutar 
en un comerciante para su juzgamiento, situación un tanto más absurda que creer que , 
por sí mismo un acto de comercio obliga a su titular a tener contabilidad (Núm. 3, Art 19 
C. de Co.) y/o a registrarse en el registro mercantil (Núm. 1, Art 19 C. de Co.).   
Por ende, la definición del comerciante podría correr peligro con la aplicación de esta 
norma y de su desafortunado modelo “mixto”, comoquiera que, si bien en principio solo se 
tiene por comerciante a quien se encuentra dentro de la descripción del artículo 10 del C. 
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de Co., para efectos prácticos será juzgado como tal un sujeto que resulta ajeno tanto a la 
definición como a las obligaciones de tal. 
2.1.5. Conclusión 
En este estado de cosas, aceptando lo dicho, puede afirmarse que automáticamente y 
de forma paralela la ficción consistente en el conocimiento de la norma mercantil por 
todos40 amplía su espectro a las voces del artículo 9 del CC (nemo jus ignorare consetur) 
y más allá de la norma, de los conceptos que la integran; donde la presunción artificiosa 
del derecho en pro de intereses superiores no puede ser tomada con ligereza, por cuanto 
se homogenizan a rajatabla y para un contexto heterogéneo, conceptos de construcción y 
uso de los comerciantes, lo que no es dable bajo ninguna óptica, al suponer que le 
pertenecen a la generalidad, so pretexto de la faz de social del modelo mixto 
implementado en Colombia, con alcances a todos sin importar su status. 
En consecuencia, aun cuando la jurisprudencia citada nos da buenas bases para el 
análisis de los conceptos jurídicos indeterminados, consideramos que sigue 
comprometido el criterio interpretativo de la ley al basarse en tintes eminentemente 
corporativistas. Por ende, insistimos en el recelo respecto de su aplicación para el 
juzgamiento de sujetos ajenos a la mercantilidad. 
Esta afirmación se robustece al entender que, como se dijo atrás, estos lineamientos 
son el andamiaje también para el eventual juzgamiento de sujetos ajenos al comercio, 
quienes por obvias razones se encuentran en un estado de ignorancia justificada, puesto 
que no deben ni tienen porqué conocer lineamientos de comportamiento mercantiles.  
 
 
                                            
40
 Y más que de la norma, de los conceptos que la integran. 
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2.2. Las Normas en Materia de CD Como Manifestación de Derecho Sancionatorio 
2.2.1. Introducción 
Para el desarrollo de este punto resulta relevante enfocarse en los principios en materia 
de derecho sancionatorio, mutatis mutandi para su implementación en el caso en estudio, 
los cuales serán contrastados con una corriente relativamente reciente que trastoca de 
manera trascendente el derecho civil: la constitucionalización del derecho privado, que 
establece como fundamental el derecho a la igualdad, no en el entendido de brindar el 
mismo trato a todos los sujetos, sino de tratar de igual manera a seres iguales y de forma 
distinta a personas o sujetos desiguales. 
Al respecto cabe el interrogante ¿será acertado teniendo en cuenta de un lado la 
constitucionalización del derecho privado, y de otro, los tintes de derecho sancionatorio 
que circunscriben la materia, que todos los legitimados por pasiva puedan ser juzgados 
conforme a estándares profesionales exclusivos de los empresarios? 
2.2.2. Principios en materia de derecho sancionatorio en Colombia (prohibición de 
analogía principio de legalidad / tipicidad) 
Partiendo de la siguiente aseveración, cosecha del doctrinante Néstor Humberto Martínez 
Neira (1985)41, la que junto con la Sentencia C-818 de 2005 de la CC aclara la naturaleza 
del derecho de la CD como disciplina jurídica, la que, al establecer una serie de conductas 
vetadas y significar la configuración de las mismas una respuesta del orden sancionatorio, 
permite aplicar por analogía algunas disposiciones del derecho penal, a saber: 
por ser el comerciante un profesional, la ley le impone el cumplimiento de ciertas obligaciones 
propias de dicha condición, estando dentro de ellas la de abstenerse de ejecutar actos de 
competencia desleal, y dado que toda norma sancionatoria es de carácter penal y al no 
permitirse su aplicación analógica, forzoso es concluir que el agente debe ser comerciante 
(Jaeckel Kovacs, 2002, p. 17). 
                                            
41
 Bogotá, Julio 18 de 1985. Concepto publicado por la asociación nacional de anunciantes, en el foro: 
Interpretación y alcance de las normas aplicables a la publicidad sobre promociones en Colombia. 
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Esta afirmación, si bien se efectuó bajo el amparo de la norma pretérita de CD, no 
deja de ser acertada en cuanto a la posibilidad de su aplicación analógica, ya que ante su 
inobservancia las materias que conllevan una sanción deben caracterizarse por la 
aplicación indefectible de los principios de tipicidad y legalidad inherentes al derecho 
punitivo (CC, 2005)42. 
Así las cosas, tal y como expresan los principios de legalidad y tipicidad inherentes a 
las ciencias jurídicas de este orden, para los fines de adecuación de una conducta en una 
determinada descripción para fines sancionatorios, no valdrán interpretaciones analógicas 
que le den a la norma una cobertura no dada por el legislador.  
Empero, para un escenario en el que a partir de una cláusula general compuesta por 
los principios mencionados, se pudieren construir disposiciones que se tengan como 
constitutivas de actos que ocasionarán como respuesta una censura, tales principios 
deberán ser claros y expresos, para que la implementación de tipos en blanco sea 
legítima; lo que no opera para el caso estudiado en razón a que dichos parámetros43 no 
son de conocimiento general. 
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 Se pregunta la Corte: ¿Si el señalamiento de principios, en materia disciplinaria, como instrumentos para 
la descripción de los comportamientos constitutivos de faltas contra la debida preservación de la función 
pública, satisfacen o no los principios constitucionales de legalidad y tipicidad, en los términos previstos en 
el Texto Superior y desarrollados por la jurisprudencia de esta Corporación? Para dar respuesta al citado 
interrogante, es indispensable recordar que los principios corresponden a una típica norma jurídica de 
contenido autónomo y singular que dado su carácter general y, por lo tanto, su textura abierta, someten su 
eficacia directa en cada caso en concreto a la interpretación y exégesis de dicho contenido normativo. El 
cual, se encuentra generalmente vinculado al valor básico que sirve de fundamento a las distintas 
instituciones jurídicas. Para la configuración de una falta disciplinaria, se deben describir en términos 
absolutos, precisos e incondicionales las conductas que impliquen la existencia de una obligación, deber, 
prohibición, incompatibilidad o inhabilidad que impidan que el juzgamiento de una persona quede sometido 
al arbitrio del funcionario investigador. Ahora bien, los principios como norma jurídica también pueden ser 
objeto de complementación mediante la integración jurídica de su contenido normativo, ya sea a través de 
disposiciones constitucionales de aplicación directa o de normas de rango legal (o en términos generales: 
reglas), que permitan concretar de manera clara e inequívoca, las conductas prohibidas en materia 
disciplinaria. Se trata de acudir al empleo de la técnica de remisión del tipo disciplinario en blanco o abierto 
que exige para la constitucionalidad de la descripción de una infracción disciplinaria, la definición de un 
contenido normativo específico mínimo que garantice a los destinatarios de la norma, protección contra la 
aplicación arbitraria de la misma (Corte Constitucional. Sentencia C – 818/2005. M.P.: Dr. Rodrigo Escobar 
Gil.). 
43
 Recuérdese la cita atrás, respecto de los conceptos jurídicos indeterminados, citados y desarrollados por 
las sentencias C-224/1994, C-431/2004, y C-931/2014. 
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Valga manifestar que con esta afirmación no desconocemos lo consignado acerca de 
los criterios de interpretación que se deben de otorgar a los conceptos jurídicos 
indeterminados al momento de implementarlos, sino que hacemos hincapié en que es una 
situación que se sale de lo común, y por ende es merecedora de toda atención y reparo.  
2.2.3. La aplicación del derecho fundamental a la igualdad en el tratamiento a sujetos 
“no comerciantes” 
Argumento que se enfoca principalmente en tratar un fenómeno relativamente reciente, 
consistente en la proscrita forma de ver el derecho privado de forma aislada del derecho 
constitucional, por lo que la problemática detectada encuentra una fuerte crítica desde la 
perspectiva de la C.N., y es más específico desde su artículo 13º. 
De esta manera, juega un papel preponderante la jurisprudencia de la CC a partir de 
providencias de no hace más de veinte años. Dichos pronunciamientos lograron permear 
la barrera aparentemente infranqueable del conocido Derecho Privado (civil y mercantil); 
disciplinas del derecho que en su aplicación práctica experimentan una vertiginosa 
transformación, comoquiera que la legislación contenida en dichos textos normativos 
viene dejándose de tratar de manera aislada al texto constitucional, por lo que los 
principios y valores de este deberán estar presentes en toda interpretación, incluso de las 
normas que aparentemente solo le incumben a las partes inmersas en la relación -en 
principio- privada o si se prefiere inter partes. 
El punto focal que ilumina este viraje se encuentra en la Sentencia C-1547 de 2000 
(CC, 2000)44, a partir de la cual se retoma y desempolva el concepto de equidad, el cual 
no puede ser ajeno al derecho privado, ergo, disposiciones del derecho mercantil, tal y 
como las analizadas aquí, y mucho menos en un escenario donde las situaciones fácticas 
concretas exigen analizar el entramado general de la descripción normativa45, a todas 
luces inspirado en el modelo profesional, comoquiera que en su labor de administración 
de justicia el juez no podrá obviar el texto constitucional. 
                                            
44
Corte Constitucional. Sentencia C-1547 de 2000. M.P.: Dra. Cristina Pardo Schlesinger.  
45
 Conforme la cláusula general (Art. 7 L256/1996). 
41 
 
A partir de lo antedicho es dable cuestionar la aplicación uniforme de la LCD (artículos 
2, 3, 7 e incluso el 8), en razón a dejar a un lado las calidades del sujeto pasivo de su 
aplicación, y brindar un trato igualitario a sujetos diferentes ante eventuales situaciones de 
CD, a partir de lo cual se puede manifestar que se observa comprometido el derecho a la 
igualdad en cuanto a su hermenéutica (CC, 1992)46.   
Se podrá afirmar entonces, que la connotación privatista del derecho mercantil y en 
consecuencia del derecho a la competencia, que en apariencia solo regula circunstancias 
negociales y estrictamente pecuniarias entre particulares, no es tan ajena al texto y 
justicia constitucionales como se podría creer47.  
En consecuencia, se puede empezar a hablar de un fenómeno de 
constitucionalización del derecho privado (Calderón Villegas, 2011), con plena cabida en 
lo que significa el trato a individuos en situaciones disímiles.  
Por ende, de nuevo se observa como algo transgresor, esta vez desde la perspectiva 
constitucional, brindar tratamiento igual desde la óptica de los criterios interpretativos que 
permiten el juzgamiento de conductas de CD (nominadas e innominadas), en un sistema 
social cuyos parámetros de juzgamiento y construcción de conductas censuradas 
pertenecen a un sistema ajeno y con criterios de comportamiento bien distintos: el 
profesional o mercantil. 
                                            
46
 “el legislador está obligado a instituir normas objetivas de aplicación común a los destinatarios de las 
leyes, sin concebir criterios de distinción que representen concesiones inmerecidas a favor de algunos o 
trato peyorativo respecto de otros. Las diferencias que se introduzcan deben estar inspiradas bien en la 
realización del propósito constitucional de la igualdad real o en el desarrollo de los postulados de la justicia 
distributiva...” (Corte Constitucional. Sentencia C-588 de 1992) M.P.: José Gregorio Hernández Galindo). 
47
 Será así un derrotero a seguir para tales fines la Sentencia T – 240/93 (M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz) 
que enseña: “La libertad de contratación deriva de la Constitución una doble garantía: su propia condición 
exige que sus limitaciones generales tengan base legal y que se justifiquen socialmente en cuanto se 
enderecen a garantizar relaciones justas y libres. Esto último debe hacerlo la ley cuando la autonomía 
privada se revele insuficiente para asegurarlas y dicha intervención venga exigida por el principio de 
solidaridad y la necesidad de imponer la igualdad sustancial, particularmente si la autonomía sólo resulta 
predicable de algunos agentes económicos o sujetos y el poder privado llega a traducirse en abuso, daño o 
expoliación de la parte débil cuya libertad negocial pasa a ser puramente formal. Dado que el derecho a la 
actividad económica y a la iniciativa privada precisan del instrumento contractual, no sorprende que las 
limitaciones ordenadas por la ley con el objeto de asegurar el bien común, la libre competencia y la función 
social de la empresa, se expresen generalmente en variadas restricciones del propio ámbito contractual”. 
(Subraya fuera del texto original). 
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Este escenario que pudiera significar un sinsentido, ya que los lineamientos para el 
análisis de las conductas de CD, y en consecuencia del tratamiento y juzgamiento de 
algunos, es decir, de los comerciantes, descendió a la generalidad sin que tal ampliación 
acarreara la necesaria mutación y de contera la simplificación de los baremos que exigen 
la maximización de su radio de alcance. 
2.2.4. La teoría de la imputación objetiva a partir del rol del no comerciante 
Sin pretensiones de ser penalistas, empero, teniendo en cuenta que el tema bajo la lupa 
se tiene como uno de connotación sancionatoria, y a efectos de dimensionar el concepto 
de los roles de los sujetos intervinientes en el mercado, consideramos pertinente traer a 
colación algunas luces en materia de imputación objetiva (Jakobs, 1994), dado que esta 
no es ajena a la RCE que se entrará a estudiar más adelante. 
Comoquiera que hemos sido reiterativos en la contradicción que significa tener un 
modelo de CD de trasfondo cardinalmente social, cuyos parámetros de comportamiento 
no corresponden a su alcance, al ser profesionales o si se prefiere mercantiles, 
consideramos que dicha aseveración se cimienta en los papeles de los sujetos activo y 
pasivo de la norma, es decir, en los legitimados por activa y por pasiva, a fin de activar el 
aparato jurisdiccional ante presuntos actos de CD. 
Así las cosas, cualquier resultado lesivo en materia de CD, no distará –por lo menos 
en principio– del análisis de la imputación objetiva, es decir, de la construcción 
inductiva/deductiva que a partir de las máximas de la experiencia permiten dilucidar cuál 
es la causa adecuada del daño en cuestión, en este caso, la conducta que dio lugar a la 
trasgresión de cualquiera de los supuestos contemplados en los artículos 8 al 19 de la 
L256/1996. 
En consecuencia, podríamos partir del primer acercamiento al concepto que nos 
otorga el profesor Günter Jakobs (1994), en el que nos enseña la siguiente fórmula: 
en el marco de toda imputación, incluyendo la jurídico–penal, se vinculan un suceso en el 
mundo y un destinatario de imputación, de tal modo que el destinatario aparece como a quien 
pertenece el suceso: es él quien lo ha creado o ha permitido que tuviese lugar, tanto para 
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bien, en el marco de la imputación a título de mérito, como en lo malo en la imputación a título 
de reproche (p. 23). 
Del todo aplicable para cualquiera de los escenarios del derecho, más aún si tenemos 
en cuenta que se trata de una inferencia lógica a partir de la cual se puede atribuir un 
resultado a una determinada causa, que en este caso es el actuar del presunto infractor 
de la normativa de CD. 
Superada la primera posible objeción al argumento, prosigamos con la teoría de la 
imputación objetiva, donde si bien el resultado se materializó en el mundo exterior, se 
requiere entrar a verificar uno de los aspectos subjetivos del sujeto a quien se le achacan 
dichas resultas, para lo cual interviene el rol que este detenta en el contexto al que 
pertenece, ya que a las voces de esta teoría solo serán reprochables o imputables las 
desviaciones significativas del comportamiento que comprometan las expectativas del 
portador de un rol (Jakobs, 1994, p. 26). 
Si adecuamos lo antedicho a nuestro tema de estudio, podemos insistir en el devenir 
desafortunado de los parámetros de hermenéutica y juzgamiento de la LCD contenidos en 
su artículo 7º, en razón a que tal artículo exige unos determinados baremos a todos los 
intervinientes del mercado, sin tener en cuenta la problemática descrita a lo largo del 
presente escrito. 
Ergo, en palabras del autor, los ajenos al comercio o neófitos, no pueden “administrar 
un determinado segmento del acontecer social conforme a un determinado estándar” 
(Jakobs, 1994, p. 29). 
En consecuencia, el resultado a título de imputación solo será enrostrable al sujeto 
que con su comportamiento ha quebrantado su rol, en otras palabras, citando al célebre 
autor alemán: “lo ha administrado de modo deficiente y por ello responde”. 
En este orden de ideas, si partimos de una realidad consistente en la heterogeneidad 
de sujetos que concurren al mercado, lo que va de la mano con los amplios alcances de 
aplicación de la normativa a partir de sus Arts. 2 y 3, no podemos aceptar que uno de 
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tales sujetos deba responder ante un resultado atribuible a su obrar, a sabiendas que el 
mismo fue cabalmente guiado por los parámetros o límites que le otorga su rol (en este 
caso de no comerciante o neófito del comercio), por lo cual no le será imputable la lesión 
que a este respecto se pudiese generar.  
Esto, traducido a nuestro escenario de CD, hace que trastabille la imputación de 
conductas taxativas e innominadas de CD a sujetos ajenos del comercio, en el entendido 
de que conforme a su rol estos determinan su comportamiento a partir de la buena fe, 
objetiva o simple, y no a partir de la buena fe calificada presente en la cláusula general de 
la LCD, la que sin discusión alguna habrá de gobernar únicamente el actuar de los sujetos 
que se encuentren dentro de la categorización del artículo 10 del C. de Co. 
Se fortalece lo esgrimido, si entramos a analizar algunos ejemplos que ofrece el texto, 
donde la conclusión no es disímil a la indicada en el párrafo inmediatamente anterior, en 
razón a que no es que se niegue la posibilidad de la intervención y de contera 
participación en el mercado de sujetos no considerados expertos (comerciantes), ya que 
la realidad es otra. Empero, sí se debe tener en cuenta que las consecuencias de su 
eventual obrar no podrá ser juzgado con la misma rigurosidad del que sí se considera 
avezado como tal.  
Así, de nuevo se echa mano de uno de los ejemplos ofrecidos por el texto, a saber: “la 
madre que venda una pequeña herida en la pierna de su hijo con un trozo de tela, actúa 
aún dentro del riesgo permitido, mientras que el médico estaría ya de lleno en el ámbito 
de lo no permitido a causa de la falta de perfección higiénica”, en el cual es patente 
idéntico comportamiento ante una situación, solo que el primero no será imputable 
mientras que el segundo sí. 
2.2.5. Conclusión 
Téngase que la implementación de la cláusula general contenida en el artículo 7° de 
la LCD, no solo tiene un papel residual para la construcción de conductas innominadas, 
sino que indudablemente sirve de criterio hermenéutico dentro de cualquier 
argumentación en este sentido (bien para una adecuación conductual, ora para esgrimir 
una defensa), la cual de nuevo se basa en los parámetros de comportamiento 
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profesionales mencionados, los que aun en el caso de llegar a ser claros, no es de recibo 
suponer que hacen parte del conocimiento del no comerciante.    
Normativa, que por el hecho de ser catalogada como social en cuanto a sus alcances, 
deja completamente expuesto al no comerciante, quien en virtud de la cláusula general 
del pluricitado artículo 7º, es tratado como si fuera comerciante de forma artificiosa, luego 
inadecuada, por cuanto esto puede acarrear escenarios excesivos en los que se exigirán 
elementos y/o conductas calificadas a sujetos no calificados, sin hacer diferenciación 
alguna cuyo trato diferenciado emana de la Constitución de 1991. 
En este estado de las cosas, iteramos que la conclusión no podrá ser otra que toda 
imputación obedece a la categorización del sujeto, de la cual se desprende su rol, en 
consecuencia no se puede esperar idéntico comportamiento o en nuestro caso no se 
pueden exigir condiciones iguales para el actuar de sujetos disímiles, ya que los 
estándares de corrección del comportamiento de uno y otro obviamente variarán de 
acuerdo al contexto y al componente subjetivo de cada uno de estos, que por cierto son 
bien distintos.  
 
2.3. La Responsabilidad en Materia de Conductas de Competencia Desleal 
2.3.1. Introducción 
Antes de entrar a referir puntualmente la responsabilidad objetiva o la semiobjetiva, 
las cuales de antemano se advierte se rebatirán más adelante para la gran mayoría de 
comportamientos de CD, debemos formular una retrospección acerca de las vertientes del 
derecho de la competencia como tal, y en específico del tratamiento de la CD. 
Lo anterior comoquiera que sus albores remontan a principios generales del derecho, 
tales como el de enriquecimiento sin causa y del abuso del derecho (Gómez Leyva, 
1998); ambas escenificaciones que redirigen a la obligación de indemnizar como 
consecuencia de la inobservancia de cualquiera de dichos apotegmas.  
De igual manera se entrará a hacer referencia a matices de la responsabilidad civil 
extracontractual (RCE) o responsabilidad aquiliana, que también da luces de la génesis 
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de este derecho de la competencia, por cuanto se puede afirmar que la disciplina de la 
CD no es más que una especial manifestación de la RCE (Gacharná, 1982). Donde a 
partir de la conducta censurada se generaba un daño, entendido como una mengua o 
menoscabo para el afectado, la que de hallar conexidad causal con el hecho y el perjuicio, 
aunado de un factor subjetivo (dolo o culpa), originaba la obligación de indemnizar.  
 
2.3.2. La RCE (aquiliana), el abuso del derecho (AD) y el enriquecimiento sin causa 
(ESC) como fuentes de la CD 
Dicha interrelación conceptual, conjuga y propende porque el ejercicio de la 
prerrogativa, es decir del derecho de poder competir en el mercado, que se traduce en la 
desviación de clientela del otro, lo cual se entiende como un objetivo obvio y aceptado, no 
pierda su norte o se desborde cuando se hace exacerbado su ejercicio, es decir, cuando 
se implementan herramientas deshonestas para alcanzar dicha finalidad. 
En este orden de ideas vemos como el derecho de un interviniente en el mercado 
cuando resulta torticero porque se vale de maniobras tildadas como desleales, las que 
bien pueden ser evocativas o bien de RCE al menguar o debilitar al competidor, ora de 
ESC al ser parasitarias al adherirse artificiosamente a las bondades de otro empresario, 
dan lugar a la obligación de indemnizar dado que abusó del derecho de competir. 
Por ende, consideramos que estos tres conceptos o instituciones del derecho se 
deben estudiar de la mano con la CD, en razón a que cualquiera de los mencionados 
constituye el hecho generador de la obligación de resarcir los daños inferidos. 
2.3.2.1. La Responsabilidad Civil Extracontractual (RCE) o Aquiliana 
En tratándose de una de las piedras angulares del derecho de la competencia, y en 
especial de la CD, se parte de la premisa que se trata de una consecuencia de la 
inobservancia de obligaciones en concreto, es decir, por quebrantar el sujeto un deber 
genérico de comportamiento (Castro Ayala & Calonje Londoño, 2015, p. 303).  
Para el caso concreto, y teniendo en cuenta que se estudia la institución como fuente 
que dio lugar a la CD, de esta responsabilidad por los hechos y las culpas, los cuales se 
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pueden considerar como el hecho generador de un daño, o como se podría resumir que 
tal es la que halla lugar en un escenario en el que no existe un vínculo preexistente entre 
las partes, donde la responsabilidad emana de la violación a una carga genérica que se 
encuentra en cabeza del agente causante, la cual desembocó en perjuicio para el extremo 
afectado, ecuación de la que surge la indemnización de perjuicios en aras de la 
reparación pecuniaria del hecho dañoso inferido (Martínez Ravé & Martinez Tamayo, 
2003).  
De contera nos encontramos aquí ante hechos jurídicos. 
Aun cuando la RCE o aquiliana parte de elementos similares (integrantes): un daño 
(a) asimilado como mengua patrimonial del afectado, el cual debe haber tenido lugar con 
ocasión de una conducta (b) que lo hubiere causado, y por último de un nexo de 
causalidad (c) que permita hacer una conexidad adecuada y lógica entre la conducta y la 
mengua cristalizada en el menoscabo; tal se categoriza en responsabilidad subjetiva (con 
culpa probada y culpa presunta), y responsabilidad objetiva y semiobjetiva (sin culpa). 
Estas categorizaciones de responsabilidad aquiliana se diferencian primordialmente 
en que a la primera de estas tipologías, la responsabilidad subjetiva, para poder dar lugar 
a la declaración de responsabilidad, bien sea en la culpa probada o en la culpa presunta 
del agente, debe estudiarse el elemento interno del sujeto generador del daño, ergo, la 
reprochabilidad del resultado se deduce de la culpabilidad del sujeto en su obrar, en el 
que tiene un papel preponderante su psiquis.  
En consecuencia, si se trata de culpa probada, al ser este el extremo conceptual que 
en la doctrina y jurisprudencia más se inclina por conocer y evaluar el aspecto subjetivo 
del agente generador del daño, aquí, para que se predique responsabilidad, el 
perjudicado deberá acreditar la culpa del causante del daño. 
Aparece como antítesis de esta el concepto de la responsabilidad objetiva o 
semiobjetiva, el cual se puede entender como “aquel que causa daño debe pagar sin más 
consideraciones” (Martínez Ravé & et al., 2003, p. 232). Posición de veras extremista, 
comoquiera que impide al sujeto liberarse de responder (en la objetiva), salvo que 
estuviera de presente la fuerza mayor, el caso fortuito o hecho de un tercero (en la 
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semiobjetiva). Es de anotar que esta última tiene una aplicación harto restringida en la 
RCE en Colombia48. 
En tercer lugar, si adoptamos teorías que contemplan matices intermedios 
encontramos aquellas que presumen la responsabilidad del agente y por ende su factor 
subjetivo (error de conducta), y es él quien debe acreditar, para liberarse, que obró de 
manera diligente y cuidadosa. Esta es la presunción de responsabilidad. 
Así las cosas, resumiendo, la diferencia entre la responsabilidad probada y la 
presunta (ambas del todo subjetivas), se aprecia en la carga de la prueba, ya que en la 
primera incumbe al demandante acreditarla, mientras que en la segunda será el 
demandado quien deberá desvirtuar tal presunción. Se predica esta última clase de 
responsabilidad en la mayoría de los escenarios de responsabilidad aquiliana, 
contemplados en los artículos 2341, 2347, 2350, 2353 y 2355 del CC. 
Y en lo que respecta a los artículos 2354 y 2356 ejusdem, tendrá cabida la 
mencionada responsabilidad semiobjetiva, es decir, el escenario dentro del cual solo le 
basta al demandante acreditar el acaecimiento del daño fruto de la conducta y el 
correspondiente nexo causal, y obviar el factor interno o volitivo del que la ocasionó, por lo 
cual poco interesa si fue con mala intención (dolo), o se debió a cualquiera de las 
manifestaciones de la culpa (imprudencia, negligencia o impericia) correspondiéndole al 
causante probar el hecho extraño. 
Esta última clase de responsabilidad, a la que como se viene planteando solo le 
interesa constatar los tres elementos atrás mencionados, se aplica ante los acotados 
escenarios restringidos, contemplados en los artículos 2354 y 2356 del CC, que en 
resumidas cuentas refieren contextos de riesgos creados por la persona a quien se 
atribuye el daño, verbigracia las actividades peligrosas (supongamos la aviación); así 
como situaciones de riesgo ocasionadas por el agente (el daño del animal fiero que no 
reporta utilidad alguna). 
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En este orden de ideas, al ser la CD una creación o una subcategoría de la 
responsabilidad aquiliana49, deberá adecuarse a cualquiera de las primeras subcategorías 
anteriormente mencionadas, y guardar bastantes reservas para los casos de 
responsabilidadsemiobjetiva. 
En consecuencia, los reparos acerca de la aplicación de la responsabilidad 
semiobjetiva, se fincan en que se reserva para casos puntuales de riesgo creado50, por lo 
que la obligación de reparar el daño inferido, parte de la premisa de que el sujeto con su 
actuar alteró el nivel del riesgo en un determinado contexto al incrementarlo; luego, 
cualquier situación que se materialice en un daño a partir de este riesgo, acompañada de 
la ausencia de acreditación de fuerza mayor, caso fortuito o hecho de un tercero, 
acarreará su indemnización. 
Así las cosas, en nuestro sentir la disciplina de la CD deberá estar reglada de manera 
genérica por la responsabilidad presunta (RP) en sede de la responsabilidad subjetiva, 
por ser la tesis de mayor aplicación en el ámbito de la RCE. Luego, en un proceso por 
CD, todas las posibles defensas del infractor se enfilarán a desvirtuar la presunción de 
deslealtad inherente a cualquiera de las conductas contempladas por los Arts.8 al 19 de la 
LCD, en últimas, a probar que obró dentro de los estándares de comportamiento de la 
cláusula general51. 
2.3.2.2. El Abuso del Derecho (AD) 
El que podemos asimilar como otra fuente de obligaciones por la responsabilidad 
aquiliana, se puede resumir en el fenómeno que se presenta cuando el titular de un 
derecho subjetivo actúa u omite actuar en derredor del ejercicio de tal, partiendo de la 
premisa legítima que significa tal potestad y titularidad, sin embargo, tal acción o inacción 
–abusiva– del sujeto, obedece a un móvil que por sí mismo va en contra de la finalidad del 
derecho, escenario que correlativamente da lugar al daño de un tercero. 
                                            
49
 Como lo dice la profesora María Consuelo Gacharná. 
50
 El que se finca en la premisa de que quien crea el riesgo es el responsable de todas las eventualidades 
(daños) que con ocasión del mismo se pudieren generar daño a un tercero. 
51
 Tesis del profesor Jorge Jaeckel K., quien indica que todos los comportamientos de CD, se tratan de 
presunciones iuris tantum.    
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Esta figura es contemplada en nuestro ordenamiento mercantil52, y halla resorte 
constitucional en el numeral 1 del artículo 95 de la CN, que habla de los deberes de las 
personas y de los ciudadanos53, con lo que resulta claro que en materia de derechos 
subjetivos no se puede permitir su aplicación absoluta bajo ninguna circunstancia.  
En este sentido, podemos mencionar como alguno de los importantes aportes de la 
jurisprudencia (CC, 1993)54, el cual nos ha permitido identificar como elementos 
integrantes de esta figura: 
1. Una persona lleva a cabo una conducta permitida por el ordenamiento jurídico, la cual 
para nuestro escenario es per se el derecho subjetivo que en su titularidad reside; 
2. Dicha manifestación de la voluntad, es decir, el ejercicio de la prerrogativa (derecho) 
debe llevarse a cabo con la motivación interna de conducirla a fines contrarios a los 
de la normatividad; y 
3. El escenario anteriormente descrito habrá de dar lugar a un daño y/o perjuicio de otra 
persona. 
Suma de factores que generarán la obligación al titular que ejerció dicho derecho de 
forma excesiva a resarcir todo el daño a que su actuar hubiere ocasionado, siempre que 
se verifique el aspecto subjetivo del agente generador del daño. 
                                            
52
 Artículo 830 del Código de Comercio, que reza: “El que abuse de sus derechos estará obligado a 
indemnizar los perjuicios que cause”. 
53
“Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios”. 
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 “…El orden constitucional no admite el ejercicio abusivo de los derechos reconocidos en la Carta. Se 
abusa de un derecho constitucional propio cuando su titular hace de él un uso inapropiado e irrazonable a la 
luz de su contenido esencial y de sus fines. El abuso es patente cuando injustificadamente afecta otros 
derechos y, también, cuando su utilización desborda los límites materiales que el ordenamiento impone a la 
expansión natural del derecho, independientemente de que se produzca en este caso un daño a terceros 
(…) 
El numeral 1º del artículo citado establece el deber de respetar los derechos ajenos y no abusar de los 
propios. La teoría del abuso del derecho, desarrollada en el derecho privado y  acogida 
jurisprudencialmente en Colombia, incorporada al plano constitucional, no sólo se limita a excluir de la 
protección del ordenamiento jurídico la intención dañina que no reporta provecho alguno para quien ejerce 
anormalmente sus derechos en perjuicio de un tercero sino que, además, consagra una fórmula de 
"equilibrio" en materia de ponderación de los derechos constitucionales, de manera que su ejercicio no 
comprometa derechos de igual o mayor jerarquía. En otros términos, en el artículo 95 de la Carta Política 
subyace un principio fundamental del ordenamiento jurídico que hace imperioso el ejercicio razonable de los 




Por ende, este fenómeno no se constituye en una rama diferente de la 
responsabilidad clásica a estudiarse de manera aislada a la RCE, por cuanto la ecuación 
anteriormente referida habrá de encontrarse acompasada del factor subjetivo de quien 
ejerció su derecho abusivamente, es decir que para que la misma dé lugar a la 
responsabilidad aquiliana como fuente de obligaciones, se debe constatar la presencia de 
la culpa (CSJ, 1999)55. 
Lo que para nuestro objeto de estudio (los actos de CD) podríamos enmarcar en el 
silogismo siguiente, y remplazar 1, 2, 3 y su consecuencia 4: 
1. Un comerciante JJJ, a las voces de los principios de libertad de empresa, libertad de 
la escogencia de profesión u oficio y del principio de derecho privado de la autonomía 
de la voluntad y pacta sunt servanda, decide constituir una sociedad cuyo objeto 
social se encuentra enfocado en la elaboración de tacos profesionales para el juego 
de billar. 
2. A efectos de conseguir posicionarse en el mercado este empieza a contactar a 
trabajadores del área de producción de las empresas competidoras, ofreciéndoles 
mejores condiciones laborales en su fábrica. De igual forma, logra un acercamiento 
con uno de los dos únicos importadores en Colombia de maderas finas canadienses 
(maple blanco), la empresa MMM, y le plantea una cláusula de exclusividad a cambio 
de la participación de los dividendos en su empresa. Ambas propuestas son 
aceptadas. 
3. Con arreglo a lo anterior, las empresas competidoras pierden trabajadores del área de 
manufactura lo que les genera traumatismos en producción, y empiezan a 
experimentar desabastecimiento de las maderas que constituyen la materia prima del 
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“…Ahora bien, como la responsabilidad civil por abuso de derechos subjetivos, generalmente en nada se 
separa de los lineamientos principales de la culpa aquiliana, o de la contractual, en su caso, síguese que al 
demandante no le basta acreditar la existencia de ese abuso con la calidad de culposo, sino que es 
menester que demuestre el daño que haya padecido y la relación de causalidad entre éste y la culpa 
alegada. El abuso del derecho, pues como especie de la responsabilidad civil, solo puede ser fuente de 
indemnización cuando se pruebe que existen los tres elementos clásicos de ella: culpa, daño y relación de 
causa o efecto entre aquella y éste…". (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Bogotá, 8 de 




negocio, por cuanto uno de los dos únicos importadores de maple blanco deja de 
venderles. 
4. Todas las anteriores premisas sustentadas en derechos que, si bien en principio son 
indiscutibles, fueron ejercidos de forma exacerbada o abusiva tanto por el 
comerciante JJJ, como por la empresa MMM, lo cual conlleva a que estos a las voces 
de la RCE, y obviamente luego de constatar el referido factor subjetivo o factor interno 
entren a reparar los perjuicios patrimoniales que su actuar hubiere ocasionado.  
De este ejemplo podemos extractar que la disciplina de la CD, en parte no es más 
que una especial connotación o especialización de la RCE, generada por el fenómeno del 
AD. 
Esta situación es similar a la presentada dentro del proceso Nº2015-73973, 
adelantado en la SIC, en el que se condenó al señor Diego Martínez por la comisión de 
conducta de CD innominada (Art. 7º L256/1996), donde sin mayor detenimiento se 
observa que este obró bajo un interés que en principio era legítimo, empero lo pervirtió al 
punto de querer afectar a demás personas que quisieran concurrir en el mercado 
automotriz a través de las marcas de vehículos, aditamentos y componentes de los 
mismos que este registró ante la delegatura de propiedad industrial de la SIC. En 
consecuencia, fue demandado por la Asociación Colombiana de Vehículos Automotores, 
con ocasión de una serie de conductas sistemáticas consistentes en las solicitudes de 
registros marcarios de distintivos tales como SRS AIRBAG, SRP AIRBAG, USB, HDMI 
(entre otras).  
Proceso en el cual se logró acreditar que la obtención de los registros de las marcas 
en mención, actividad que si bien se encuentra amparada bajo el principio de legalidad, 
en el trasfondo, es decir, en su móvil reñía con los conceptos jurídicos indeterminados 
contenidos en la cláusula general de CD.  
Esto, en atención a que el señor Martínez dio a los registros marcarios una finalidad 
que desbordaba el derecho que estos otorgaban, ya que se apalancaba en el acto 
administrativo correspondiente y en sus efectos de exclusividad para el uso de tales 
distintivos, para hostigar a los participantes del mercado automotriz con el fin de impedir el 
53 
 
uso de dichas marcas, con el móvil de comercializarlas para con estos y así obtener un 
provecho económico de origen desleal. 
Por ende, con ocasión de la inobservancia de la cláusula general de CD, la SIC lo 
condenó a partir de la desviación del derecho que este tenía en principio de participar en 
el mercado y registrar las marcas de sus productos para distinguirlos, como un fin ideal de 
un registro marcario, el cual, usó exacerbadamente, por lo que dio una finalidad ilegal a su 
derecho. 
2.3.2.3. Enriquecimiento Sin Causa (ESC) 
Si bien no se tiene directamente como uno de los fundamentos de la CD, su teoría 
generadora de reparación del daño causado, guardando las proporciones 
correspondientes, no dista mucho de la acción declaratoria y de condena del numeral 1 
del artículo 20 de la LCD. 
Se hace referencia a este con arreglo a que se trata de una fuente de obligaciones 
autónoma, la cual bien censura el incremento de un patrimonio en correlación con el 
empobrecimiento de otro, sin que tal desplazamiento se pudiera apalancar a partir de un 
negocio de trasfondo que lo justifique (CC, 1995)56. Aunado a lo anterior, valga la pena 
indicar que tal acción solo tiene un carácter residual o subsidiario (CSJ, 2018)57, es decir 
que solo será procedente en el escenario que no hubiere otro mecanismo apto tendiente a 
ventilar la situación expuesta.  
Para el caso concreto, aquí no se pretende ahondar en esta institución generadora de 
obligaciones, pero sí establecer un nexo entre algunas de las conductas de CD para con 
la acotada figura, a fin de analizar la propuesta del profesor Mauricio Velandia, quien a 
partir del ESC formula unos matices diferenciadores del variado catálogo de conductas en 
materia de CD, contenidas en nuestra LCD. 
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 Corte Constitucional. Sentencia T-219/1995. M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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 A ese fenómeno se han sumado dos condiciones que operan como requisitos para el válido ejercicio de la 
acción respectiva, las cuales son que ella no se intente contra disposición imperativa de la ley y que, dado 
su carácter netamente subsidiario, no se haya contado con otros medios para obtener satisfacción por la 
lesión injusta que le ha sido ocasionada (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Expediente 
41001 31 03 004 2003 00063 de 2008. M.P.: Dr. Arturo Solarte Rodríguez.). 
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Según su propuesta, algunas de estas se podrían acuñar dentro del ESC, y 
consecuencialmente, señala el autor, encontrarían una mayor respuesta represiva que las 
que se pudieran enmarcar en otra de las categorías por él propuestas (la RCE).  
Así las cosas, el mencionado autor, respecto del mayor ámbito de censura en su 
sentir debe cernirse de presentarse actos que se pudieran tipificar a la sombra del ESC, 
en consecuencia, propone que los mismos obedezcan a la responsabilidad objetiva. 
Propuesta que no hace mención alguna al escenario en el que estas fueran innominadas 
y/o nominadas, proveniente de personas ajenas al comercio, lo que se tratará de resolver 
en acápites posteriores. 
2.3.3. La Aplicación de Presunción de Responsabilidad y Culpa Probada en Casos de 
Conductas de CD ¿Conveniente o no? 
Ahora bien, fincado el legislador en la necesidad de salvaguarda del bien jurídico 
tutelado en la sana y libre participación en el mercado, dicha manifestación se sofisticó al 
punto de considerarse en la actualidad como una rama independiente de la RCE. 
Disciplina en principio regulada por los artículos 75 a 77 del Código de Comercio, en el 
que otrora tenía un alcance, como ya se sabe, restringido, pues reservaba su aplicación 
únicamente a los competidores y a los comerciantes (sistema profesional).  
Conforme lo anterior se podría expresar que, en aras de ampliar los sujetos de 
protección, quizás deslumbrado el legislador de turno por el modelo implementado en 
España, se procedió a la importación –por cierto incompleta- de su sistema de CD, ante 
todo, propenso a la salvaguarda de un segmento más amplio de la población que 
interviene en el mercado: el modelo social.    
A este arquetipo le es inherente el análisis de la buena fe objetiva al momento del 
juzgamiento de las conductas constitutivas de CD, razón por la cual en el párrafo 
inmediatamente anterior se indica que su importación no fue completa; más si tenemos en 
cuenta la problemática que se viene mencionando, en razón a que nuestro modelo exige 
una buena fe calificada conforme los conceptos jurídicos indeterminados ya mencionados. 
Teniendo en cuenta dichas consideraciones efectuadas, la normativa del C. de Co. 
fue reemplazada por la L256/96, cuyo modelo de inspiración fue preponderantemente 
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social, por lo que resulta incluyente con los consumidores y el Estado, y permite a sujetos 
que con la norma anterior no tenían legitimación por activa acudir a la administración de 
justicia.  
De esta manera se pueden traer a colación tres casos de legitimación de 
demandantes, que en virtud del cambio de modelo en materia de CD pudieron activar el 
aparato jurisdiccional, veámoslos: 
1. Juan Pablo Montoya Vs. Productos Yupi S.A., donde se ordenó a la sociedad 
demandada cesar en los actos de CD descritos en los artículos 7, 14 y 15 de la LCD.  
Los hechos del caso se resumieron en que el accionado usó sin autorización del 
accionante su imagen para promocionar sus productos, dando lugar con ello a la 
demanda por actos desleales de confusión, engaño, imitación, explotación de la 
reputación ajena y violación de normas, las cuales hallaron eco en la SIC (SIC, 
2004)58. 
2. Jorge Enrique Gallego (arquitecto) Vs. O´Gara-Hess & Eisenhardt de Colombia S.A., 
en acción de CD fincada en la presunta comisión de las conductas de los artículos 10, 
14, 15 y 16 de la LCD. 
Este caso se sustentó en que el accionante se encontraba en el ejercicio de su 
actividad profesional para con el demandado, a través de la implementación de una 
serie de materiales denominados  panel antibalístico en fieltro punzonado para la 
elaboración de puertas blindadas, lo anterior fruto de su investigación e intelecto como 
profesional liberal; y en medio de la ejecución del contrato fue relevado, y a su vez 
reemplazado por otro arquitecto que continuó la producción de dichas puertas 
blindadas e hizo uso de los materiales puestos en conocimiento del contratante por el 
demandante (SIC, 2003)59.  
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 Resolución 4987 de marzo 9 de 2004. Superintendencia de Industria y Comercio. 
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 Resolución Nº25285 de 3 de septiembre de 2003. Superintendencia de Industria y Comercio. 
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3. Carlos Vives (cantante/compositor) Vs. Universal Music de Colombia S.A., por la 
presunta comisión de los actos de CD de los artículos 8, 11, 12 y 15 de la LCD (SIC, 
2005)60. 
Acción que giró en torno a que la accionada decidió lanzar el álbum denominado 
“Carlos Vives Canta los Clásicos del Vallenato”, de manera paralela con el 
lanzamiento de la producción musical del mismo cantante con la casa disquera 
Sonolux S.A., donde, según el accionante la demandada se apalancó ilegítimamente 
de la campaña de expectativa en torno a su más reciente producción discográfica.  
Estos ejemplos hacen patente la aducida ampliación de la legitimación por activa en 
materias de CD, donde los accionantes, sin ser competidores ni comerciantes, sino por el 
simple hecho del ejercicio de sus profesiones (casos 2 y 3), y por el uso de su imagen en 
el ejercicio de su profesión (caso 1), pudieron activar el aparato jurisdiccional por la 
presunta inobservancia de la LCD. 
De otro lado, aparece otra situación novedosa en comparación con la ley anterior: la 
posibilidad de incoar la acción de CD ante escenarios no consumados, es decir, de forma 
preventiva61. Por lo antedicho, se podría decir que se llegó a un estado de adelantamiento 
de las barreras de protección en la materia, a tal punto de ser viable condenar no solo el 
acto consumado sino también la censura del potencial que no se ha materializado, con lo 
cual se empieza a desnaturalizar el derecho de daños. 
Si comparamos la normativa actual con la contemplada en el C. de CCo., tal y como 
lo menciona Gacharná, este escenario primigenio no le permitía a esta disciplina tener un 
papel preventivo, ya que desde la perspectiva de la RCE se debe partir del daño.  
Perspectiva que, si bien permitió cobijar una serie de conductas no materializadas, no 
lo hizo a través de una herramienta apta, comoquiera que estableció a rajatabla que 
cualquier connato idóneo de conducta hallará respuesta sancionatoria, lo que atenta 
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 Resolución Nº11907 de 25 de mayo de 2005. Superintendencia de Industria y Comercio. 
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 Numeral 2 del artículo 20 de la LCD. 
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incluso contra la estructura tradicional de la responsabilidad objetiva62, por cuanto exige 
un resultado (daño) a este respecto.  
Dicho impase conceptual se toleró en aras de la protección del mercado y quizá bajo 
la premisa de que tratándose de la descripción del comportamiento a censurar de 
conductas taxativas, se podría presumir el aspecto subjetivo del agente63. Más, en el 
entendido de que cualquier accionar de este tipo se debe observar de manera armónica 
con la cláusula general de CD (SIC, 2009)64. 
Sin embargo, no se puede concluir lo mismo para las conductas innominadas del no 
comerciante, materializadas o no en un daño, las que en virtud de la cláusula general se 
podrán construir por el operador jurídico, escenario extremo para el que bajo ninguna 
circunstancia se debe tolerar la presunción de culpabilidad, ni mucho menos la 
responsabilidad objetiva o semiobjetiva, bien sea para el comportamiento de CD 
consumado o potencialmente dañino. 
Este contexto se complica aún más, si se piensa que el supuesto infractor no tenga el 
rótulo de comerciante, es decir, de quien su responsabilidad se presume, bien en la 
conducta innominada (Art. 7º, LCD) o en la nominada (artículos 8 al 19 de la LCD). 
Descripción que podría constituir una doble sanción al presunto infractor, ya que, en 
cualquiera los escenarios posibles en los que se puede ver inmerso el neófito del 
comercio, los cuales son: (a) connato de conducta innominada; (b) connato de conducta 
nominada; se parte presumiendo el daño (olvidando que este es requisito sine qua non) y 
de contera su responsabilidad fruto del acto que ni siquiera se ha desplegado, lo que 
desnaturaliza dicha institución del derecho de daños (Martínez Ravé et al., 2003)65, es 
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 El precepto mismo de la responsabilidad civil extracontractual a las voces de la responsabilidad objetiva 
del agente, siendo este un concepto restringido y reservado únicamente para las actividades peligrosas, en 
las que si bien se presume la responsabilidad y solo se puede desdibujar en gracia de caso fortuito, fuerza 
mayor o un hecho extraño. 
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 Culpa presunta quizás a lo sumo. 
64
 Superintendencia de Industria y Comercio. Despacho del superintendente de Industria y Comercio. 
Sentencia N°002 del 30/I/2009. 
65
Capítulo XIV: La culpa. 
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decir, traiciona su fuente, y compromete trasversalmente el principio de acto (Velásquez, 
2004) en materia de derecho sancionatorio.  
Por ende, si observamos que la normativa en cuestión parte desde la probabilidad o 
posibilidad de ocurrencia de la mengua traducida en el daño, obviamente incierta, se 
trasgrede el requisito de certidumbre del mismo, ergo, obvia la base conceptual de la CD, 
es decir, la RCE. 
Así, presumir la responsabilidad en el obrar del ajeno al comercio en una conducta no 
descrita por la norma, o en un obrar que aunque descrito no debe porqué conocer; en 
cualquiera de los dos casos apalancados en o bien presumir el censurable factor subjetivo 
del presunto infractor66 ora sin tener siquiera en cuenta su factor interno67 , para tenerlo 
por responsable, resulta inadmisible. 
Lo anterior, más aún en un escenario donde por la especial connotación del sujeto 
pasible de aplicación de la norma, se trata de una conducta cuyo resultado no se perfilaba 
en su psiquis, sobre todo teniendo en cuenta que este guía su obrar por la buena fe 
simple, y no por las sofisticaciones que esta alcanza para los profesionales del comercio, 
es decir, la buena fe calificada que conlleva el artículo 7° de la LCD. 
2.3.4. Conclusión 
Partiendo de la afirmación consistente en que las instituciones de RCE, ESC y AD se 
deben estudiar de la mano con la CD, en razón a que cualquiera de estas constituye un 
hecho generador de obligación de resarcir los daños inferidos; nos conduce a concluir que 
la CD no es más que una sofisticación de dichas raíces conceptuales. 
De contera, pensar en las distintas clasificaciones de la responsabilidad inherentes a 
la RCE es del todo pertinente, por lo que no es apresurado señalar que la aplicación de 
parámetros de RO, ora de responsabilidad intermedia en los acotados casos CD, si bien 
no da lugar a discusión para su implementación a quien reúna las calidades de que habla 
el artículo 10 del Código de Comercio; no halla conexidad lógica con el modelo mixto 
implementado en Colombia que permite que el rigor de la norma censure 
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 En la responsabilidad intermedia. 
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 En la responsabilidad objetiva o semiobjetiva. 
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comportamientos del ajeno al comercio, inclusive, en escenarios extremos como los de 
quienes ejerzan actividades68 no mercantiles. 
En consecuencia, debemos observar con recelo la implementación de cualquier 
manifestación de responsabilidad semiobjetiva, en cuanto a conductas de CD siempre 
que ataña a esta clase de sujetos ajenos al comercio, ya que no se puede perder de vista 
que la mencionada cláusula general de CD, al ser principal parámetro de interpretación 
(SIC, 2009)69 y estudio, será la que en últimas determine la deslealtad o no del 
comportamiento.  
Razón por la cual se ponen sobre la mesa tipos de responsabilidad diferentes, 
verbigracia la responsabilidad presunta y la culpa probada. 
 
2.4. Las Falencias de un Sistema Mixto de CD (entrevista con el profesor Jorge 
Jaeckel Kovacs) 
2.4.1. Introducción 
En reunión surtida con el profesor Jorge Jaeckel Kovacs (2017), nos ofreció una serie 
de conceptualizaciones e impresiones acerca de los desatinos que conlleva el modelo 
mixto imperante en Colombia y el tipo de responsabilidad que se cierne sobre el mismo. 
El profesor Jaeckel explica que no es de su recibo la situación consistente en que al 
encontrarnos en un modelo mixto, se pretenda para efectos del ámbito subjetivo de 
aplicación de la norma abolir de tajo la existencia de la relación de competencia entre las 
partes inmersas en el conflicto, tal y como lo hizo el artículo 3º de la LCD. 
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 Las enumeradas en el catálogo del artículo 23 del Código de Comercio, como no mercantiles:1. La 
adquisición de bienes con destino al consumo doméstico o al uso del adquirente, y la enajenación de los 
mismos o de los sobrantes; 2. La adquisición de bienes para producir obras artísticas y la enajenación de 
éstas por su autor; 3. Las adquisiciones hechas por funcionarios o empleados para fines de servicio público; 
4. Las enajenaciones que hagan directamente los agricultores o ganaderos de los frutos de sus cosechas o 
ganados, en su estado natural. Tampoco serán mercantiles las actividades de transformación de tales frutos 
que efectúen los agricultores o ganaderos, siempre y cuando que dicha transformación no constituya por sí 
misma una empresa, y 5. La prestación de servicios inherentes a las profesiones liberales. 
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 Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia N°004 del 16/02/2009. 
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Esto carece de fundamento en razón a los estándares de comportamiento exigidos 
por el artículo 7º de la LCD70. Comoquiera que al calificar y sofisticar la buena fe (CSJ, 
1958)71 de los intervinientes del mercado, su planteamiento lo único que acarrea es que 
tales parámetros se escapen del conocimiento de la generalidad (Giraldo, 2010)72. 
Así, y en razón a la falencia en mención, resulta incluso contradictorio aplicar a la CD 
los conceptos contenidos en la jurisprudencia de usos sociales y buenas costumbres a 
secas, ya que aquí no los estaríamos refiriendo de manera simple sino calificada. 
De otro lado, el mencionado catedrático hizo énfasis en la contradicción conceptual 
que se viene suscitando entre las autoridades en la materia (la SIC y el TSDJ de Bogotá), 
acerca de la función y utilidad de la cláusula general de CD, comoquiera que, y a 
diferencia de la primera, es tendencia del mencionado tribunal otorgar siempre a dicha 
cláusula un papel interpretativo al dossier de conductas de CD. 
En consecuencia, indica que nuestro modelo de CD actual, importado de España, 
perdió el norte del modelo social ibérico debido a su incompleta implementación;  en el 
entendido que este no es compatible con la activación de la administración de justicia en 
forma de demanda, tal y como lo hacemos en Colombia, lo cual permite asimilar los 
escenarios de CD netamente como una contienda en la que se debate una situación inter 
partes, al ser esta una manifestación por excelencia del modelo profesional o corporativo, 
en el que se confrontan intereses de comerciantes y a la vez competidores, lo cual obvia 
la inclinación eminentemente social de nuestra ley de CD. 
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 Véanse: las sanas costumbres mercantiles, el principio de la buena fe comercial, y los usos honestos en 
materia industrial o comercial. 
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“...Obrar con lealtad, es decir, con buena fe, indica que la persona se conforma con la manera corriente de 
las acciones de quienes obran honestamente, vale decir, con un determinado standard de usos sociales y 
buenas costumbres (…) Los usos sociales y buenas costumbres que imperan en la sociedad, son las 
piedras de toque que sirven para apreciar en cada caso concreto la buena fe, su alcance y la ausencia de 
ella. La buena fe no hace referencia a la ignorancia o a la inexperiencia, sino a la ausencia de obras 
fraudulentas, de engaño, reserva mental, astucia o viveza, en fin, de una conducta lesiva de la buena 
costumbre que impera en una colectividad” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Magistrado 
Ponente: Doctor Arturo Valencia Zea. Bogotá, 23 de junio de 1958). 
72
Y en palabras del profesor Alejandro Giraldo: Lo único que hacen es confundir. Intervención contenida en 
la conferencia titulada: ¿La ley 256 de 1996 modernizó la regulación de la competencia desleal en 




2.4.2. Las conductas de los artículos 8 al 19 de la LCD, ¿tipifican o presumen la 
materialización de actos de CD? 
Para dar respuesta a este interrogante, no es descabellado aunarnos a la disertación 
de los profesores (Jaeckel Kovacs & Montoya Naranjo, 2013), en la que ellos secundan la 
postura del TSDJ de Bogotá en su sala Civil, en el entendido de negar el contenido de los 
artículos 8 al 19 de la LCD como una tipificación, y expresar que cualquier tipo de 
manifestación de conducta de CD ineludible e indefectiblemente compromete se soslaye 
de manera paralela la cláusula general en la materia (TSDJ, 2011)73. 
Lo anterior se finca en que se puede apreciar como constante en los 
pronunciamientos de dicha colegiatura (TSDJ Bogotá, 2014)74 (TSDJ Bogotá, 2011), atar 
la comisión de cualquiera de las conductas nominadas, con la correlativa inobservancia 
de los parámetros de comportamiento pregonados por la cláusula general  (CSJ, 2013).  
Ello da lugar a una de las aseveraciones del mismo tribunal (TSDJ Bogotá, 2011) 
(TSDJ Bogotá, 2011)75, a la cual nos adherimos, que enseña que dicha cláusula es 
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“es apenas obvio, por no decir necesario, que cada vez que se infrinja una de esas disposiciones [se 
refiere a los artículos 8 a 19], se infrinja también el artículo 7, sin que haya una sola norma que impida que 
se apliquen simultáneamente las dos disposiciones que se consideran transgredidas, si así lo solicita el 
accionante” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D. C., Sala Civil de Decisión, Bogotá, D.C., 8 
de abril de 2011. Radicación No. 110013199001200431702 01). 
74
“Ahora bien, el citado artículo 7 contiene un postulado de carácter general prohibitivo, en tanto que las 
conductas señaladas en los artículos 8 a 19 son enunciativas de competencia desleal, por ende, aquél es 
una norma que contiene la noción de competencia desleal que “se irradia y se encuentra incursa en la 
esencia de todos los casos que contemplan los artículos 8 a 19, siendo apenas obvio, por no decir 
necesario, que cada vez que se infrinja una de esas disposiciones, se infrinja también el artículo 7, sin que 
haya una sola norma que impida que se apliquen simultáneamente las dos disposiciones que se consideran 
transgredidas, si así lo solicita el accionante. Es de anotar que en estos casos no prima la aplicación de la 
norma especial sobre la general, pues para que dicho principio de aplicación de la ley sea operante, se 
requiere que las disposiciones sean incompatibles entre sí (Ley 57 de 1887, Art. 5), lo cual no sucede en el 
caso de la Ley 256 de 1996, pues nada impide que una actuación infrinja una de las conductas previstas por 
los artículos 8 a 19 y a su vez sea contraria a la buena fe comercial”(TSDJ de Bogotá, Sala Cuarta de 
decisión civil, sentencias del 31/VII/2014 y del 08/IV/2011, ambas con M.P.: Dra. Liana Aída Lizarazo Vaca. 
Exps.: 11001319900120030973102 y 110013199001200431702 01; Citado también en sentencia de la 
Corte Suprema de Justicia, Sala de casación civil, de fecha 18/VII/2013. M.P.: Dra. Margarita Cabello 
Blanco. Exp.: 11001-02-03-000-2013-01442-00; Citado también en sentencia del TSDJ de Bogotá, Sala 
Civil, sentencia del 28/IX/2011 y 17/VIII/2012 ambas con M.P.: Dr. Marco Antonio Álvarez Gómez. 
75
 “Esta norma [art. 7 de la Ley 256/96] contiene una cláusula general de competencia que establece en 
forma categórica e imperativa la prohibición de incurrir en actos de competencia desleal, lo cual sucede 
cuando un participante en el mercado incumple con su deber de respetar en todas sus actuaciones el 
principio de la buena fe comercial, las sanas costumbres mercantiles y los usos honestos en materia 
industrial y comercial (…) El artículo 7 no distingue qué faltas al principio de la buena fe comercial, a las 
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contentiva del trasfondo que debe acompasar cualquiera de las conductas de CD, por lo 
que dicho catálogo no contiene tipificaciones de conductas (ya que esto acarrea que se 
hable de RO o semiobjetiva), sino presunciones iuris tantum, las cuales pueden ser 
desvirtuadas como resultado natural de un contexto de presunción de culpabilidad. 
Así las cosas, resulta ser el papel preponderante de dicha cláusula el contenido y 
tratamiento de la noción de la deslealtad, la cual “desarrolla la ley y en los artículos 8 a 19 
da una serie de ejemplos de conductas que suelen ser desleales” (Jaeckel Kovacs et al., 
2013, p. 147), luego se trata de presunciones de deslealtad. 
Fruto de esto, el demandante en sede contenciosa deberá acreditar acerca del 
demandado los supuestos de la presunción, verbigracia los actos de descrédito o los de 
imitación minuciosa tendientes a causar confusión frente al origen o procedencia 
empresarial del producto o prestación (hechos base de la presunción); por lo que le queda 
la carga al accionado de desvirtuar la deslealtad, es decir, demostrar la lealtad en su 
obrar.  
Esta afirmación se compadece del todo de la culpa presunta, la cual, como se 
expresó en su momento, es la aceptada y propugnada en la mayoría de los escenarios de 
RCE76.  
Por ende, el concepto de culpa como componente del factor subjetivo para casos de 
CD, lo podríamos reemplazar por el de deslealtad a partir de todos los parámetros de 
comportamiento desarrollados por el artículo 7°, en razón a que la presunción que debe 
desvirtuarse es que su obrar no fue desleal, en otras palabras, que no tuvo como móvil 
dicho concepto jurídico indeterminado. 
En consecuencia, no se puede concluir que la finalidad de dicha cláusula es 
netamente fragmentaria, es decir, no sería acertado limitar sus alcances solo para efectos 
de la construcción de conductas innominadas, comoquiera que al tener la connotación de 
                                                                                                                                                 
sanas costumbres o a los usos honestos son constitutivas de competencia desleal, sino que ordena que ese 
deber de respeto lo deben seguir en todas sus actuaciones los participantes en el mercado” (TSDJ de 
Bogotá, Sala Civil, sentencia del 28/IX/2011. M.P.: Dr. Marco Antonio Álvarez Gómez. (Subraya fuera del 
texto original). 
76
 Artículos 2341, 2347, 2350, 2353 y 2355 del CC colombiano. 
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clausulado general, y a partir de los elementos subjetivos que le son propios, se postula 
como criterio hermenéutico del catálogo de conductas.  
Ahora bien, y sin perjuicio de lo anterior, debemos manifestar que nos alejamos de la 
conclusión a la que arribaron los profesores Jaeckel y Montoya al final de su ensayo, 
consistente en que “será leal la conducta que se ajusta al principio de la buena fe 
comercial y, por el contrario, será desleal el actuar de mercado que resulta contrario a ese 
principio” (Jaeckel Kovacs et., al., 2013, p. 150); donde tienen dicha buena fe comercial 
por un factor objetivo de comportamiento, es decir, lo hacen equivalente a la buena fe 
objetiva, y finalizan planteando que “incurren en competencia desleal quienes en sus 
actuaciones violan dicho deber, es decir, quienes actúan de manera contraria a la forma 
corriente de las acciones de quienes obran honestamente en el comercio” (Jaeckel 
Kovács et al., 2013, p. 154) . 
Tal conclusión halla de nuevo conexidad con uno de los preceptos abordados y 
desarrollados por sus pares Martínez Ravé y Martínez Tamayo en su texto de RCE, 
cuando refieren el concepto de la culpa objetiva, la cual en su planteamiento se establece 
en abstracto, es decir, cuando para su análisis y en aras de conocer si fue adecuada o no 
la conducta en estudio, se compara con una conducta patrón, en este caso con la del 
hombre diligente, la del buen padre de familia (Martínez Ravé et al., 2003). 
Dicha convergencia conceptual deviene en parte en acertada, en lo atinente a 
desterrar el concepto de la buena fe subjetiva en materia de actos de CD, es decir, la que 
consiste en la creencia del sujeto de estar obrando conforme a derecho, lo cual conduciría 
a escenarios en los que se arguyan toda suerte de defensas de orden personal o interno, 
sin que fuera posible tener por sentado que existen principios de comportamiento 
exteriorizados en correcto desenvolvimiento del comercio, es decir, el equivalente en 
materia de CD al patrón de conducta del buen hombre de negocios. 
En este orden de ideas, el equivalente a buen hombre de negocios en sede de RCE, 
muta en materia de CD al de la lealtad en el actuar, cuyos derroteros son los conceptos 
jurídicos indeterminados ya estudiados. 
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Esta equivalencia y transpolación conceptual en el sentir de los cuatro autores 
estudiados, se podría resumir en la siguiente transcripción:  
el error de conducta, o la culpa, lo analizaremos en abstracto (teoría de la culpa objetiva) y no 
en concreto (teoría de la culpa subjetiva) porque consideramos que las condiciones subjetivas 
del causante no deben tenerse en cuenta al comparar su conducta con el de la persona 
cuidadosa y diligente. Solo deben considerarse las condiciones externas de tiempo, lugar y 
modo (Martínez Ravé et al., 2003, p. 221).  
Así, debemos plantear que no compartimos a cabalidad lo por ellos mencionado, 
comoquiera que escapa al argumento de que la parametrización del comportamiento en 
RCE versa respecto de condiciones delictuales y cuasi delictuales de escenarios 
cotidianos y al alcance de todos (piénsese en el Código Civil, cuyos efectos permean a 
todas las personas físicas); mientras que las conductas contenidas en la LCD son 
descripciones comportamentales de corrección en un ámbito más restringido: el del 
comercio. 
Por ende, no es dable establecer si más ni más esta analogía de la conducta tipo o 
modelo en materia de RCE a la CD; por cuanto lo atinente a la implementación de la 
norma y los raseros del actuar de los sujetos que intervienen en el mercado, es que se 
trata de exigencias de un escenario profesional o meramente comercial, y esta es una 
vicisitud ya conocida. 
Por lo antedicho, no consideramos acertada su conclusión de la buena fe comercial 
como equivalente a la buena fe objetiva. 
En este estado de las cosas, es indiscutible que es la buena fe objetiva la que debe 
delinear el comportamiento de los participantes del mercado, solo que dicha buena fe 
objetiva debe partir de un concepto más simplificado: la buena fe simple. 
2.4.3. Las conductas de CD propiamente dichas 
Corresponde ahora estudiar las presunciones contempladas por la norma, en otras 
palabras, cada una de las conductas descritas en la LCD, para establecer que todas son 
plenamente desvirtuables, al igual que las presunciones. Esto a partir del examen de los 
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elementos del artículo 7° de la L256/96, al observar su triple función (Emparanza 
Sobejano, 2000)77. 
De la mano de su estudio, adicionalmente, y a efectos de analizar la propuesta del 
profesor Mauricio Velandia, entraremos a disertar sobre los matices diferenciadores del 
catálogo de conductas de los artículos 8 al 19 de la LCD. Algunas de estas como 
manifestaciones de ESC y otras de RCE. 
Para ello cabe atender la premisa propuesta por el mismo autor, en la que parte que 
el bien tutelado por las normas de CD es la competitividad de las empresas, la cual se ve 
soslayada por comportamientos que en últimas se pueden enmarcar en cualquiera de las 
categorías acotadas. 
En otras palabras, la presencia de cualquiera de estas dos instituciones en las que 
podemos enmarcar los actos de CD, se entienden revestidas del móvil o finalidad atinente 
al fortalecimiento de la empresa propia a partir del apalancamiento en el esfuerzo del otro 
(ESC); ora, el debilitamiento de una empresa a partir de actos destructivos (RCE) 
(Velandia, 2008, p. 227).  
Así las cosas, el tratamiento de las mencionadas subcategorías será disímil, puesto 
que la fuente de la obligación en favor del ofendido atiende a fenómenos sustancialmente 
diferentes, por cuanto en escenarios de RCE se parte del desmedro o mengua patrimonial 
(daño) del afectado a partir del obrar del actor en presencia de culpa o dolo; mientras que 
en el ESC surge de comportamientos parasitarios del sujeto infractor, sin consideración 
alguna de su factor subjetivo. 
En consecuencia, cada una de las mencionadas conductas se entra a estudiar y 
conforme sus bemoles específicos a clasificar al tenor de lo indicado, a saber:  
2.4.3.1. Actos de desorganización78 
Sea lo primero a expresar, que propende por debilitar al competidor a través de 
comportamientos destinados a causar traumatismos en su estructura, por lo que la 
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 De remisión, de transformación y de delegación. 
78
Artículo 9. Actos de desorganización. Se considera desleal toda conducta que tenga por objeto o como 
efecto desorganizar internamente la empresa, las prestaciones mercantiles o el establecimiento ajeno. 
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consecuencia más relevante será su detrimento; razón por lo que se podrá enmarcar tal 
descripción comportamental en el derecho de daños (RCE). 
Así, efectivamente la conducta objeto de censura se basa en la implementación de 
mecanismos que buscan deteriorar al competidor, atentando contra la organización de su 
empresa, lo cual se presenta la gran mayoría de las veces en escenarios en los cuales 
una de las empresas “sonsaca” trabajadores de la competidora, recurso humano que 
posee cierto grado de idoneidad en el desarrollo del objeto social de la afectada, por 
ende, son cardinales para su adecuado funcionamiento.  
Del anterior ejemplo del supuesto del artículo 9°, podríamos preguntarnos acerca de 
la libertad de profesión u oficio elevada a rango constitucional, ya que, a partir de la 
perspectiva social del derecho de la competencia, el simple hecho de ofrecerle trabajo a 
una persona que se encuentre laborando aparentaría configurar el acto de CD, situación a 
todas luces legítima por las razones que se entrarán a examinar. 
Ahora bien, para efectos de saber cuándo sí y cuando no es censurable el 
ofrecimiento de empleo a trabajadores de la competencia o que en general ya cuenten 
con empleo, en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales (SIC, 2003)(SIC, 2012)79 la 
SIC ha establecido una serie de requisitos, siendo el más importante el que gira en torno 
al impacto que genere de forma objetiva en una organización dicha salida de personal, lo 
cual se mide en la relevancia de los cargos desempeñados por estos trabajadores, así 
como en el número representado en el porcentaje del personal que migró para emplearse 
en la otra empresa. 
Por lo anterior, ante escenarios en los que se retirasen sujetos que ocupan dentro de 
la organización cargos directivos, o ante un masivo desplazamiento de trabajadores no 
necesariamente de altos cargos, se puede dar lugar a la presunción de la conducta del 
artículo 9º de la LCD.   
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Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencias Nº31714 de 2003 y Nº615 de 2012.  
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Así, las eventuales defensas del presunto infractor, conforme lo enseñado en la 
Sentencia 3300/2012 de la misma entidad, parten del artículo 7º y del análisis de sus 
elementos80.  
En este punto vale la pena tener en cuenta que la demanda se promovió en contra de 
un sujeto no comerciante, respecto de quien adicionalmente se enfilaron pretensiones 
declarativas de incursión en un tipo innominado, quien si bien fue absuelto, no es menos 
cierto que la parte considerativa de la sentencia se nutrió de los parámetros de la cláusula 
general de CD, por lo que su función de remisión es patente. 
Para finalizar, en casos en que no se presente el ofrecimiento laboral a trabajadores 
de la competencia, las premisas a desvirtuar, junto con las contempladas en la cláusula 
general, serán respecto de la acreditación que los actos no alteran ni rompen el orden o la 
estructura de la empresa (SIC, 2005)81, es decir, no atentan contra la infraestructura 
empresarial en sentido lato (empleados, establecimientos, etc.)82 (SIC, 2006); luego 
devienen en leales. 
2.4.3.2. Actos de confusión83 
Esta conducta de antemano, y sin importar si se trata de confusión directa84 o indirecta85, 
acarrea sin lugar a dudas un obrar parasitario en el que el sujeto activo genera un ESC, 
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 “…Sobre la base de lo anterior, en cuanto corresponde al tipo desleal de desorganización, resulta 
evidente que para la interpretación de su contenido, se hace necesario acudir a elementos y reglas 
conceptuales que no se hallan incorporadas expresamente en el tenor del tipo, pero que sí inspiran sus 
fundamentos y los propios parámetros de la Ley 256 de 1996, elementos estos que, según se explicó con 
antelación, se deben encontrar en la cláusula general contemplada en el artículo 7º de la citada norma. Así, 
de conformidad con lo que ya ha sido explicado en esta providencia acerca del papel y función de la 
cláusula general y del principio de buena fe comercial, debe entenderse que el acto desleal de 
desorganización se configura cuando se ejecuta toda conducta que, contrariando el principio de buena fe 
mercantil, tenga por objeto o como efecto desorganizar internamente la empresa, las prestaciones 
mercantiles o el establecimiento ajenos…” Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia Nº3300 De 
2012. 
81
 Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia Nº10 De 2005. 
82
 Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia Nº5 de 2006. 
83
Artículo 10. Actos de confusión. Se considera desleal toda conducta que tenga por objeto o como efecto, 
crear confusión con la actividad, las prestaciones mercantiles o el establecimiento ajenos. 
84
 Cuando el destinatario final escoge un producto y/o servicio creyendo que es otro. P. Ej.: el consumidor 
elige el producto de quien dio lugar a la confusión, al haber tenido tal por el del competidor. 
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puesto que se fortalece a expensas del sujeto pasivo, es decir que lo hace gracias a la 
confusión que logró engendrar en el mercado y en especial en los consumidores entre las 
prestaciones y/o el establecimiento y/o el origen de sus productos o servicios con los de la 
competencia. Cabe anotar que estos últimos deberán gozar para tal momento de algún 
tipo de reconocimiento en el mercado. 
Se presenta entonces en contextos en los cuales existe cierta similitud en la 
presentación de los productos o servicios del infractor respecto de los del ofendido, donde 
podrían resultar comprometidos incluso distintivos, tales como las marcas, la enseña 
comercial e incluso el nombre comercial (razón social). 
Aquí, lo que se censura es el mecanismo que auspicia la confusión, y su vocación 
para tales fines. De contera, el análisis o no de su comisión se efectúa a partir del impacto 
que las maniobras de confusión de este ocasionen en los consumidores, más no del 
comportamiento del presunto infractor per se (SIC, 2011)86. 
Sin perjuicio de lo antedicho, y en especial de lo que se viene expresando acerca de 
que las conductas contenidas en el catálogo estudiado constituyen presunciones y no 
tipificaciones, vale la pena traer a colación una afirmación del profesor De la Cruz 
Camargo (2014), donde expresa:  
la perspectiva no es entonces el análisis del comportamiento hacia el consumidor en el 
mercado, sino del consumidor en el mercado hacia donde se dirige el comportamiento. En 
este sentido, la intención del demandado o las razones que lo hayan impulsado a realizar el 
comportamiento no son factores que tengan importancia en el momento de analizar los 
hechos. Lo que interesa es el efecto real o potencial que pueda tener o haya tenido a los ojos 
de los consumidores que puedan verse influenciados por el comportamiento (p. 91). 
                                                                                                                                                 
85
 Escenario en el que el mismo consumidor, a sabiendas que se trata de productos y/o servicios distintos, 
cree que el que está adquiriendo tiene un origen empresarial sin que sea así. P. Ej.: el destinatario final cree 
que un producto es proveniente de una determinada empresa a partir de la confusión originada, siendo que 
su verdadero origen es de otra empresa diferente. 
86
 Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia Nº14 de 2011. 
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En este orden de ideas se podría hablar de una conducta con matices de 
responsabilidad objetiva, lo que al poderse catalogar como un acto de ESC, da bastantes 
luces del tratamiento de tal. 
Empero, debemos plantear de nuevo, que al encontrar el comportamiento censurado 
en específico conexidad con la cláusula general de CD87 (SIC, 2012)(SIC, 2010), cabe la 
posibilidad de enervar las presunciones que se puedan erigir contra el presunto infractor a 
partir del estudio del comportamiento de los consumidores (SIC, 2012).  
Acompaña a lo antedicho, que la jurisprudencia citada siempre hace mención en su 
acápite considerativo al análisis de dichos conceptos jurídicos indeterminados, aun 
cuando no se haga referencia a una demanda por la configuración de un comportamiento 
que puede encuadrarse en la cláusula general, que va incluso más allá de la buena fe en 
materia mercantil y de los adecuados usos comerciales, verbigracia la ética y la moral 
misma, lo que conduce indefectiblemente a la construcción de una apropiada defensa del 
presunto infractor. 
                                            
87
“La cláusula general de competencia desleal, prevista en nuestro ordenamiento en el artículo 7o de la Ley 
256 de 1996, si bien tiene como función el ser un principio informador y un elemento de interpretación de 
todo el sistema de normas prohibitivas de la deslealtad en la competencia, es una verdadera norma a partir 
de la cual se derivan deberes específicos y que está destinada a abarcar conductas desleales que no 
puedan enmarcarse dentro de los tipos contemplados en los artículos 8o a 19 de la citada Ley 256. 
(Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencias Nº792 de 2012, 20 de 2010, entre otras). “…Sobre 
la base de la anterior consideración, es evidente que en este caso no se configuraron las conductas 
desleales en estudio pues, acorde con lo que emerge del material probatorio recaudado, los señores Andrés 
Troncoso y Jaime Hernández se limitaron a ejercer su derecho a la libertad de empresa, reconocido en el 
artículo 333 de la Constitución Política, debiéndose precisar que los contratos celebrados por esta sociedad 
con ciertas empresas privadas no comportaron una conducta contraria a las exigencias de la ética y la moral 
que se espera de los participantes del mercado (…) Puestas de este modo las cosas, corresponde concluir 
que en este asunto, no se demostró que los demandados hubieran actuado de manera contraría a los 
parámetros éticos de conducta a que se ha hecho mención…”.Superintendencia de Industria y Comercio. 
Sentencia Nº5133 de 2012. 
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2.4.3.3. Actos de engaño88 
Conforme explica Velandia, podríamos expresar que los matices de las conductas, dado 
que hay más de una a este respecto, aclararán si estamos ante un escenario de RCE o 
uno de ESC (Velandia, 2008, pp. 301- 302). 
En consecuencia, la descripción del supuesto de hecho que configura la presunción 
de acto de CD, que parte o comprende la expresión ajenos (contenida en el inciso 1 y 
parte del 2), dará lugar a erosionar al competidor, lo podríamos encuadrar como RCE; 
mientras que la descripción del inciso 2, que refiere a los productos y/o prestaciones y/o 
establecimientos propios89, al tener un efecto rebote que fortalece al presunto infractor, 
constituyen un acto de ESC.  
Aquí, de manera similar a la conducta descrita por el artículo inmediatamente anterior, 
el comportamiento reprochable no es el contenido de la aseveración u omisión efectuada, 
sino la potencialidad o aptitud de inducción al engaño de que tal goce, lo cual se debe 
analizar desde la perspectiva del consumidor o destinatario final del producto/servicio.  
Adicionalmente, si consideramos que el engaño puede tener variados tipos de 
aseveraciones u omisiones como móviles, este se puede fincar a partir de una afirmación 
falsa e inexacta, o a partir de una exacta, porque las dos son capaces de conducir al 
engaño. 
En el caso de darse la primera, del uso de manifestaciones maliciosas se presume su 
aptitud para la inducción en el error del consumidor, como lo sería, por ejemplo, una 
aseveración de antemano falsa consistente en que la bebida “A” tiene exactamente los 
mismos componentes que la bebida “B”, y se omite al público que se desconocen las 
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Artículo 11. Actos de engaño. Se considera desleal toda conducta que tenga por objeto o como efecto 
inducir al público a error sobre la actividad, las prestaciones mercantiles o el establecimiento ajenos. 
Se presume desleal la utilización o difusión de indicaciones o aseveraciones incorrectas o falsas, la omisión 
de las verdaderas y cualquier otro tipo de práctica que, por las circunstancias en que tenga lugar, sea 
susceptible de inducir a error a las personas a las que se dirige o alcanza sobre la actividad, las 
prestaciones mercantiles o el establecimiento ajenos, así como sobre la naturaleza, el modo de fabricación, 
las características, la aptitud en el empleo o la cantidad de los productos. 
89
 Por lo que se debe decir que secundamos al profesor De La Cruz Camargo, quien expresa que la debida 
interpretación del artículo deja la posibilidad que los comportamientos se puedan predicar respecto de lo 
ajeno y de lo propio indistinta y sin limitación hermenéutica alguna. 
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proporciones en las que los ingredientes son mezclados. Escenario ante el cual se 
procede de inmediato al estudio de su capacidad para inducir en yerro al mercado, lo que 
da por sentada su idoneidad. 
Lo mismo acurre cuando encontramos omisión de información verdadera a los 
consumidores, evento que tendrá idéntico tratamiento al de las afirmaciones maliciosas 
del párrafo inmediatamente anterior. 
Cosa distinta ocurrirá cuando la aseveración utilizada como móvil del acto de engaño 
y con intención torticera consista en una situación veraz, sin embargo, logra engañar al 
consumidor dadas las circunstancias del caso, verbigracia la afirmación acerca de que 
una entidad financiera, ante distintas situaciones y reveses está en miras de intervención 
del Estado, afirmación que aunque cierta podría minar la confianza y credibilidad de sus 
clientes. 
En este último ejemplo, si bien no se presume la idoneidad de la aseveración para la 
conducción al yerro, esto no quiere decir que no se estudie, y en caso de arrojar resultas 
positivas se procederá con el análisis de su aptitud para incidir en el mercado. 
Con lo anterior queda más que acreditado que de nuevo se trata de presunciones que 
giran en derredor, esta vez de la información por acción u omisión, donde la iuris tantum 
podrá ser desvirtuada al momento de probar si se conocía o no acerca de su falsedad o 
inexactitud.  
Mientras que en el otro de los supuestos: (a) omisión con finalidad de inducción en 
engaño de los consumidores; y/o (b) promulgación de información exacta, solo que 
comunicada con la intención de engañar, los parámetros que permiten dilucidar (SIC, 
2006)90 la presencia o no del comportamiento desleal se encuentran en la cláusula 
general de CD.    
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“…dado que éticamente es igualmente reprochable violar la ley, trasgredir una costumbre y/o actuar por 
fuera de parámetros honestos, quien así actúa, viola en todos los casos las sanas costumbres mercantiles, 
y, en consecuencia su obrar es desleal, pues su comportamiento no se compaginó con la forma honrada y 
éticamente cuidadosa…”. (Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia Nº2 de 2006). 
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2.4.3.4. Actos de descrédito91 
En el descrédito también se encuentra de presente una determinada información 
malintencionada, bien falsa o incorrecta esta vez del afectado, que se hace circular a 
efectos de deteriorar su imagen, con lo cual podemos afirmar sin lugar a duda que se trata 
de una conducta censurada a partir del daño que dicha información maliciosa pueda dar 
lugar, y que por ende al debilitar al otro se trata de RCE. 
Valga aclarar que la exigencia de la norma consistente en que la información que se 
haga circular como incorrecta, falsa o cuando omite la verdad, es lo que adicionalmente 
permite enmarcar la conducta, ya que si se tratare de información veraz, pertinente y 
exacta, opera de manera similar que en el derecho penal la denominada exceptio 
veritatis92, que en este caso desdibujará esta presunción de acto de CD (De La Cruz 
Camargo, 2014, pp. 128 – 129). 
En este escenario, similar por cierto a los dos anteriores (confusión y engaño), el daño 
del afectado no parte del acto de descrédito per se desplegado por el sujeto activo, sino 
de sus efectos y potencialidad, es decir, la eficacia de tal a fin de causar el resultado 
pretendido a los ojos del mercado: desacreditar al comerciante en sentido amplio. 
Así, la efectiva materialización de la comisión de la conducta habrá de acarrear 
consecuencias negativas comprobables en el sujeto pasivo, tales como, la pérdida de una 
oportunidad de negocio, la mengua de sus clientes, en otras palabras, resultados 
adversos ciertos.  
Se debe indicar que la presunción del artículo en mención no efectúa diferenciación 
alguna al sujeto activo que utilice, o bien se encargue de difundir la información maliciosa, 
es decir, es igualmente reprochable haberla hallado ya creada y aprovecharse de ella, o 
bien haber originado la habladuría. Lo que importa es si la reproducción y/o circulación 
                                            
91
Artículo 12. Actos de descrédito. Se considera desleal la utilización o difusión de indicaciones o 
aseveraciones incorrectas o falsas, la omisión de las verdaderas y cualquier otro tipo de práctica que tenga 
por objeto o como efecto desacreditarla actividad, las prestaciones, el establecimiento o las relaciones 
mercantiles de un tercero, a no ser que sean exactas, verdaderas y pertinentes 
92
Ley 599 de 2000. Artículo 224. Eximente de responsabilidad. No será responsable de las conductas 
descritas en los artículos anteriores quien probare la veracidad de las imputaciones. 
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que promueve el presunto infractor ocasiona el daño a los ojos de quienes concurren en 
el mercado.  
Como posibles defensas tendientes a desvirtuar la presunción de hecho que se cierne 
sobre el sujeto que lleve a cabo tales aseveraciones, la SIC nos da buenas luces, y la 
resume en la arriba mencionada exceptio veritatis, o por otra parte que el obrar se ajustó 
a los parámetros de comportamiento contenidos en el artículo 7º93(SIC, 2004), es decir 
que no hubo deslealtad. 
2.4.3.5. Actos de comparación94 
Cuando se compara algo, indefectiblemente se debe hacer referencia al producto propio 
respecto del producto del otro. Así, para que dicho comportamiento no riña con la norma, 
los aspectos objeto de comparación (actividad, prestaciones y/o establecimientos) 
deberán ser ciertos, objetivos y posibles de ser comparados (extremos análogos).   
En este orden de ideas, al caber dos posibilidades distintas dentro de actos de 
comparación95, se podrá enmarcar la primera en ESC y la segunda en RCE. Veamos:  
1. Cuando el agente se compara con el afectado apalancándose en afirmaciones 
inexactas que le permiten aparentar ser mejor de lo que verdaderamente es o igualar 
sus bondades. Este es el caso de quien se adhiere artificialmente a la prestación del 
competidor, y ello hace que se enriquezca a expensas del otro, con lo cual le quita al 
                                            
93
 Es en la Resolución 32749 de 2004 la SIC, en donde absolvió al demandado (Video Colombia S.A.), de la 
presunta comisión de acto de descrédito en contra de la demandante (BETATONIO), en el acápite 
considerativo se indica por el despacho acerca de cuáles deben ser los elementos de estudio en este caso 
(la exactitud en la información y la lealtad al obrar, de la mano con los conceptos jurídicos indeterminados a 
los que hace referencia la cláusula general).   
94
Artículo 13. Actos de comparación. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 11 y 13 de esta Ley, se 
considera desleal la comparación pública de la actividad, las prestaciones mercantiles o el establecimiento 
propio o ajeno con los de un tercero, cuando dicha comparación utilice indicaciones o aseveraciones 
incorrectas o falsas, u omita las verdaderas. Así mismo se considera desleal toda comparación que se 
refiera a extremos que no sean análogos, ni comprobables. 
95
 “…comparar significa “fijar la atención en dos o más objetos para descubrir sus relaciones o estimar sus 
diferencias o semejanzas”, lo cual implica que para que exista una comparación, es preciso que en la 
información que se transmita se plantee un enfrentamiento. Ahora bien, este enfrentamiento debe versar 
sobre aspectos objetivos y comprobables, toda vez que de lo contrario, es decir, si la comparación no se 
refiere a un aspecto tangible o medible, no será posible establecer las relaciones, diferencias o semejanzas 
existentes entre los elementos comparados…”. (Superintendencia De Industria Y Comercio. Resolución 
32749 De 2004). 
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comparado parasitariamente su clientela al hacer creer que los productos son 
análogos, por ende, sustituibles. 
2. Cuando la comparación a partir de falacias no conlleva al fortalecimiento de la empresa 
del sujeto activo, sino que se enfila a la mengua del competidor ante los ojos de los 
consumidores, diferenciándose de tal y haciéndose perfilar como mejor sin realmente 
serlo.  
Como podemos observar, el comportamiento contemplado en este artículo tiene como 
norte un aspecto mixto para el estudio de su configuración, ya que jugarán un papel 
fundamental tanto los actos propiamente dichos, como el efecto que tengan estos a los 
ojos de los consumidores, y en últimas del mercado.  
Sin perjuicio de lo anterior, a este respecto y como herramienta para desvirtuar la 
presunción del artículo en comento, será carga del demandado probar la objetividad, 
veracidad y completitud de sus afirmaciones (información), así como la posibilidad 
objetiva de formular un parangón entre los productos, es decir que sean análogos y de 
contera comparables. 
Para finalizar, se debe plantear que en este caso se parte de una presunción de 
correctitud al efectuar la comparación, y que esta operará en su faz negativa sí y solo sí la 
comparación se encuentra acompasada de vestigios de los calificativos que la convierten 
en un comportamiento censurable.    
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2.4.3.6. Actos de imitación96 
El hecho de que un sujeto imite o quiera parecerse con tanta exactitud al otro 
interviniente del mercado, sugiere de entrada que entre el imitador y el imitado existe una 
brecha o una ventaja manifiesta a favor del segundo, la cual pretende minimizar el 
primero a través de este comportamiento a fin de fortalecerse. Por ende, cuando 
referimos el artículo 14 de la LCD nos hallamos en terrenos del ESC. 
La conducta censurada por esta descripción comportamental resulta similar a la 
inmediatamente anterior, en el entendido de que en principio es legítimo imitar al igual que 
comparar. De esta manera, solo se encuentra vedada la imitación calificada97(SIC, 
2005)98. 
Conforme lo anterior, se podría plantear que sería válido y ajustado a la norma imitar: 
(a) siempre que no se vean inmersos derechos de propiedad industrial; (b) cuando con la  
misma no se dé lugar a confusión o aprovechamiento de la fama del otro; (c) cuando no 
se trate de un trabajo calcado de lo del otro; y (d) cuando se imiten los comportamientos 
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Artículo 14. Actos de imitación. La imitación de prestaciones mercantiles e iniciativas empresariales ajenas 
es libre, salvo que estén amparadas por la ley. 
No obstante, la imitación exacta y minuciosa de las prestaciones de un tercero se considerará desleal 
cuando genere confusión acerca de la procedencia empresarial de la prestación o comporte un 
aprovechamiento indebido de la reputación ajena. 
La inevitable existencia de los indicados riesgos de confusión o de aprovechamiento de la reputación ajena 
excluye la deslealtad de la práctica. 
También se considerará desleal la imitación sistemática de las prestaciones e iniciativas empresariales de 
un competidor cuando dicha estrategia se halle encaminada a impedir u obstaculice su afirmación en el 
mercado y exceda de lo que según las circunstancias, pueda reputarse como una respuesta natural del 
mercado. 
97
 Es decir, la que conlleve los elementos del artículo bajo la lupa, a saber: 1) La imitación exacta y 
minuciosa (SIC, 2005) de un producto, apta de inducir en error al consumidor acerca de la procedencia 
empresarial de tal; 2) Una imitación cualquiera que socave derechos de propiedad industrial (amparados por 
la ley); y 3) La injustificada imitación de prestaciones e iniciativa empresarial de manera sistemática, y cuyo 
móvil sea truncar el afianzamiento en el mercado del sujeto pasivo. 
98
“…Así pues, no cualquier imitación puede calificarse como desleal, pues no bastará que se realice el acto 
de imitación, sino que dicha imitación debe comportar algunos grados de perfeccionamiento o cierta 
intensidad, los cuales, como se señaló, sumados a la verificación de otras circunstancias, tales como que la 
imitación desplegada exacta y minuciosa o sistemática) provoque adicionalmente confusión o 
aprovechamiento de la reputación ajena, o se encamine a obstaculizar la afirmación del competidor en el 
mercado, o exceda lo que según las circunstancias pueda reputarse como una respuesta natural del 
mercado , permitan concluir que en un caso determinado, existe competencia desleal…”. (Superintendencia 
de Industria y Comercio. Sentencia Nº9 de 2005). 
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del competidor en el mercado, siempre que la intención de quien imita sea evitar que el 
primero logre consolidarse. 
En cualquiera de los posibles escenarios, la presunción en contra del supuesto 
infractor partirá de que en principio la imitación es legítima, empero, en el caso de 
encontrarse acompasada de los elementos que la califican, se deberá acreditar para 
enervarla: que no genera confusión en el mercado aun cuando la similitud pudiese ser 
nimia, y/o que las prestaciones objeto de imitación no son singulares sino genéricas99. 
2.4.3.7. Actos de explotación de reputación ajena100 
De la simple lectura del título se puede extractar sin mayor elucubración, que si el 
sujeto activo pretende beneficiarse de algo que no le es suyo, en caso de predicarse 
cualquier beneficio será injustificado, ergo se trata este comportamiento de ESC. 
Empero, si de la explotación de dicho renombre se generan manifestaciones de 
descrédito o confusión, el tratamiento variará a la RCE (Velandia, 2008, p. 312). 
Si tenemos en cuenta que la descripción del artículo gira alrededor de la reputación o 
prestigio, entendido como la imagen ante terceros de la empresa o la actividad del sujeto 
pasivo, como carga del demandante estará el acreditar que efectivamente sí le asiste y 
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 En este punto imaginemos en forma genérica los restaurantes, donde existen patrones que 
necesariamente habrán de compartir los mismos (mesas, sillas, cartas, meseros, preparación del producto 
al momento del pedido, etc.), donde por obvias razones no se podría hablar de imitación de prestaciones al 
ser corrientes las mismas en un escenario como el descrito. Sin embargo, si existiese un restaurante que 
haga dichas prestaciones únicas o las singularice por el modo de prestar sus servicios o de preparar su 
comida, por ejemplo, un lugar con un concepto de comida, ingredientes y decoración puntual y donde los 
comensales prepararan su propia comida haciéndolo en unas condiciones de tiempo, modo y lugar que lo 
conviertan en una experiencia sui generis. En este caso sí se podría pensar en este tipo de imitación desleal 
del competidor que pretenda hacer lo mismo. 
100
Artículo 15. Explotación de la reputación ajena. Se considera desleal el aprovechamiento en beneficio 
propio o ajeno, de las ventajas de la reputación industrial, comercial o profesional adquirida por otro en el 
mercado. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Penal y en los Tratados Internacionales, se considerará desleal el 
empleo no autorizado de signos distintivos ajenos o de denominaciones de origen falsas o engañosas, 
aunque estén acompañadas de la indicación acerca de la verdadera procedencia del producto o de 




existe tal reputación, donde la norma si bien no expresa que tal deba ser buena o mala, 
podemos concluir que se trata de una buena reputación101.  
En este orden de ideas, este comportamiento se cierne en el indebido apalancamiento 
en la buena fama o el good will del empresario que la ha venido construyendo, aun 
cuando el presunto sujeto activo lo haga a partir de aseveraciones fidedignas.  
Ahora bien, dicha fama o prestigio es una construcción que no se hace respecto de sí 
mismo, sino de la forma en que un determinado segmento, en este caso el mercado, 
observa y aprecia a quien la detenta, por ende, el acto de valerse de la reputación ajena 
también tiene que ver también con la forma como el consumidor concibe al afamado y, de 
contera, si el acto censurado tiene o no alguna repercusión en estos.  
En cuanto a las maneras o herramientas a partir de las cuales podrá el presunto 
infractor liberarse de la presunción de este artículo, son de variada índole, depende si se 
trata del primer o del segundo inciso de este, veámoslas: 
 En tratándose del primer inciso, aunque la carga de la prueba de la existencia de la 
fama recae en el demandante, nada obsta para que la defensa del accionado se 
enfoque en acreditar que la reputación del afectado no existe o simplemente no es 
buena. Para estos efectos es menester recurrir a los elementos que dan lugar a la 
misma (tiempo y participación en el mercado, posicionamiento en la mente del 
consumidor, obtención de galardones, premios y/o distinciones con ocasión de la 
actividad mercantil, volumen de la publicidad, etc.) (De La Cruz Camargo, 2014, p. 
185). 
 De otro lado, si nos encontramos en un caso que comprometa el inciso segundo, la 
presunción se desdibuja acreditándose por el demandado que media una 
autorización para el uso de los signos del presunto afectado, o si el uso del signo 
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“…la norma prohíbe cualquier alusión que se haga del tercero para verter su reputación hacia sí mismo o 
sus productos, sin importar que posea las virtudes de las que este se pretenda apropiar…” De La Cruz 
Camargo D. M. (2014). La competencia desleal en Colombia: Un estudio Sustantivo de la Ley. Bogotá. Ed.: 
Universidad Externado de Colombia. p. 178. 
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no fuere autorizado se deberá probar o que este carece de reputación, ora que 
dicho distintivo no es igual al de la activa102 (SIC, 2005). 
2.4.3.8. Actos de violación de secretos103 
Al comportar la violación de secretos dos posibles hipótesis, a partir del uso que se dé 
a tal información revestida de confidencialidad, ello hace que nos encontremos ante un 
escenario de RCE o de ESC.  
En consecuencia, se trata de ESC si el presunto infractor explotó o se benefició del 
secreto, o se configura RCE si por el contrario lo que hizo con el mismo fue divulgarlo 
para debilitar a su titular. 
Genéricamente, si en este contexto se tiene al secreto (Gómez Leyva, 1998)104 como 
información reservada o clasificada, para que esta sea privilegiada debe reunir una serie 
de requisitos, para lo cual valga la pena traer a colación la Sentencia 3129 de 2012 de la 
SIC, la cual determina a grandes rasgos que dicha clase de información se caracteriza 
por:  
(i) ser secreta, esto es, no conocida en general, ni fácilmente accesible a las personas 
integrantes de los círculos que normalmente manejan el tipo de información de que se trate; 
(ii) tenga “un valor comercial, efectivo o potencial, en el sentido que su conocimiento, 
utilización o posesión permita una ganancia, ventaja económica o competitiva sobre aquellos 
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 Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia Nº11 de 2005. 
103
Artículo 16. Violación de secretos. Se considera desleal la divulgación o explotación, sin autorización de 
su titular, de secretos industriales o de cualquiera otra clase de secretos empresariales a los que se haya 
tenido acceso legítimamente, pero con deber de reserva, o ilegítimamente, a consecuencia de algunas de 
las conductas previstas en el inciso siguiente o en el artículo 18 de esta Ley. 
Tendrá así mismo la consideración de desleal, la adquisición de secretos por medio de espionaje o 
procedimientos análogos, sin perjuicio de las sanciones que otras normas establezcan. 
Las acciones referentes a la violación de secretos procederán sin qué para ello sea preciso que concurran 
los requisitos a que hace referencia el artículo 2 de esta Ley. 
104
Definido por la doctrina como “un estado de hecho o situación fáctica, consistente en que una persona (o 
personas) tiene un determinado conocimiento sobre la existencia o caracteres de cosas, procedimientos, 
hechos, etc., y desea conservar en exclusiva ese conocimiento frente a otras personas.”. Por su parte el 
secreto industrial es entendido como “todo conocimiento reservado sobre ideas, productos o procedimientos 
industriales que el empresario, por su valor competitivo para la empresa, desea mantener ocultos”. (Gómez 
Salgado, José Antonio, El Secreto Industrial (Know – How), Buenos Aires, 1975, citado en: Gómez Leyva, 
D. (1998). De las Restricciones, del Abuso y de la Deslealtad de la Competencia Económica, Bogotá. Ed.: 
Cámara de Comercio de Bogotá. p.392). 
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que no la poseen o no la conocen"; y (iii) “haya sido objeto de medidas razonables tomadas 
por su legítimo poseedor para mantenerla secreta”, razonabilidad que, valga aclararlo, deberá 
analizarse teniendo en cuenta las condiciones particulares de cada caso…105 (SIC, 2012). 
Sin perjuicio de lo anterior, merece la pena plantear que en materia de información 
hay un principio (Velandia, 2008, p. 2013) tendiente a dar por sentado que lo más común 
es que la mayoría de la información es de dominio público, por lo que queda en una muy 
pequeña proporción la que verdaderamente es privilegiada o confidencial, la cual da lugar 
a la construcción del concepto de secreto.  
Claro lo anterior, este artículo, o bien censura la forma en la que se accedió a la 
información reservada (acceso ilegítimo), ora el uso torticero que se dio al secreto 
habiendo mediado un acceso al mismo ajustado a derecho. Lo anterior comoquiera que 
su explotación y/o divulgación solo son del resorte de su titular.    
Así las cosas, la carga de la prueba del presunto infractor se enfilará a desestimar 
cualquiera de los tres menesteres que hacen que esta se catalogue como secreto o 
información privilegiada y la carencia de cualquiera de tales conducirá a que no se trate 
de un secreto, ergo, uno de los elementos de la descripción de la conducta 
desaparecería, y la misma suerte correría la presunción. 
Ahora bien, si nos encontráramos ante la hipótesis de la violación de secretos como 
manifestación de ESC, existiría una carga adicional que se traduce en otra defensa 
plausible de esgrimir, que consiste en la utilidad que dicha información clasificada 
efectivamente pueda llegar a tener para quien de manera furtiva o bien accedió o tuvo 
contacto con esta e irregularmente pretendió aprovecharse de su contenido.  
En este punto secundamos la posición de De la Cruz Camargo (2014), quien concluye 
que para que se configure dicha conducta la información o el secreto debe ser útil a quien 
tenga acceso a ella (p. 202) ya que, si el uso de tal no es apto para poder competir o 
usarla y obtener provecho en el mercado, el acceso devendrá en inane. 
                                            
105
Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia Nº3129 de 2012. 
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Valga la pena manifestar que de darse la publicación y/o divulgación de dicha 
conducta con fines destructivos del titular del secreto, no tiene lugar la consideración de la 
utilidad y la aptitud de la información, y se trataría de un caso de RCE. 
2.4.3.9. Actos de inducción a la ruptura contractual106 
Esta es otra conducta que puede adecuarse en cualquiera de las dos categorías 
observadas, ello a partir del móvil que motivó al agente a su realización. En atención a 
que se tratará de ESC si con la terminación provocada del contrato se genera un beneficio 
que fortalezca al competidor pudiendo sacar provecho, mientras que hablaremos de RCE 
si la labor torticera de promover la terminación del contrato solo procura debilitar al otro. 
Más indistintamente de ello, debe recordarse que para la configuración de esta 
conducta se exigen unos determinados elementos del aspecto subjetivo que habrán de 
acompañar cualquiera de las hipótesis (intención de expansión en el mercado y/o 
intención de eliminar al competidor), para lo cual se requiere de tres sujetos: los dos 
primeros son quienes se encuentran atados por el contrato que el tercero o bien pretende 
destruir o piensa y quiere aprovecharse de su infracción como fuente de obligaciones. 
Todo esto a partir de su mala intención y obrar.  
Así, se dice que son tres las hipótesis que en la materia se pueden presentar 
(Velandia, 2008): “i) inducción al incumplimiento del contrato; ii) inducción a su 
terminación regular; y iii) aprovechamiento de la infracción contractual” (p. 135). Las dos 
primeras las podemos agrupar en una clase que denominaremos instigación; y la tercera 
la denominaremos provecho indebido.  
El tratamiento de dichas categorías será disímil, ya que las del primer orden se 
enfocan en debilitar al competidor a partir de traumatismos en el seno de la organización, 
que se presentan por la inobservancia de los deberes que dimanan del contrato; mientras 
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Artículo 17. Inducción a la ruptura contractual. Se considera desleal la inducción a trabajadores, 
proveedores, clientes y demás obligados, a infringir los deberes contractuales básicos que han contraído 
con los competidores. 
La inducción a la terminación regular de un contrato o el aprovechamiento en beneficio propio o ajeno de 
una infracción contractual ajena solo se califica desleal cuando, siendo conocida, tenga por objeto la 
expansión de un sector industrial o empresarial o vaya acompañada de circunstancias tales como el 
engaño, la intención de eliminar a un competidor del mercado u otros análogos. 
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que la segunda aguarda la terminación de una relación contractual, aun cuando 
obedeciera a circunstancias legítimas (por eso se habla de terminación regular).  
En consecuencia, si se tratara de cualquiera de las dos primeras hipótesis, podríamos 
referir a la RCE, mientras que si se trata de la tercera hablamos de ESC. 
De contera, las dos primeras procuran crear el motivo para que el contrato tenga una 
causal justificada de fenecimiento, con ocasión del incumplimiento generador del finiquito, 
donde el hecho configurador de la CD reside en el activo papel del inductor. Enseña la 
jurisprudencia que si se trata de una terminación del contrato catalogada como regular, 
existe una presunción de legalidad, donde el demandante tendrá la carga de desvirtuarla, 
por tratarse de una causal objetiva107 (SIC, 2012). 
En la última se aguarda la infracción o terminación del vínculo obligacional 
pasivamente y sin influenciarlo, limitándose a aprovecharse del infortunio inherente a un 
incumplimiento en el cual no tuvo participación, pero sí fue conocedor y de esto se 
beneficia.  
Como ya es costumbre, las posibles defensas tendientes a desvirtuar estas tres 
presunciones, a su vez agrupadas en los dos incisos del artículo 17 de la LCD, 
consistirían en argumentar y acreditar que el factor subjetivo en el obrar no estuvo de 
presente (intención de expansión en el mercado y/o intención de eliminar al competidor).  
 
                                            
107
De otro lado, frente a la terminación de la relación contractual entre Telefónica Móviles Colombia S.A. e 
Informática & tecnología, es necesario reiterar que, como ya se explicó con antelación, fue resultado del 
vencimiento del plazo del contrato - como fue reconocido por el representante legal de la sociedad 
demandante al absolver su interrogatorio de parte-de tal suerte que no puede imputarse la configuración de 
esta conducta desleal a la demandada como consecuencia de la adjudicación del contrato C-1052-08, 
razones suficientes para descartar el acto desleal en estudio. (Superintendencia de Industria y Comercio. 




2.4.3.10. Actos de violación de normas108 
La igualdad de los empresarios ante la ley exige, aun cuando puede sonar como 
perogrullada, que todo aquel que ejerza una determinada actividad acate los lineamientos 
legales inherentes a ella. Así, si alguien deliberadamente se aparta del cumplimiento de 
un deber legal, y por este hecho obtiene una ventaja en el mercado, por ende, se fortalece 
por medios inadecuados, esto desemboca en ESC. 
Así, cuando se efectúa el estudio de la presunta comisión de esta conducta, lo 
primero que se debe establecer por el demandante es que la norma efectivamente se 
violó, y acto seguido demostrar que tal inobservancia generó una ventaja significativa al 
demandado (SIC, 2012)109. 
Es de anotar que la prerrogativa obtenida deberá ser apta para desequilibrar el 
mercado, es decir que logre trastocar e influenciar la esfera decisoria del consumidor, y de 
contera favorecer a su infractor. Acto seguido, la línea de argumentación para demostrar 
el acaecimiento de la descripción del artículo 18° dependerá del establecimiento de un 
nexo causal (De La Cruz Camargo, 2014, p. 223) entre la desobediencia de la norma y la 
ventaja lograda. 
De la calificación que tenga la vulneración de la norma, lo que se presenta en contra 
del demandado es una presunción, que se perfila a partir de la violación de dicha 
disposición, y ante lo cual una de sus principales cargas a fin de defenderse, será 
acreditar que tal inobservancia no dio lugar a una ventaja, o que si la hubo no fue 
relevante110 (SIC, 2012). 
                                            
108
Artículo 18. Violación de normas. Se considera desleal la efectiva realización en el mercado de una 
ventaja competitiva adquirida frente a los competidores mediante la infracción de una norma jurídica. La 
ventaja ha de ser significativa. 
 
109
 “…Teniendo en cuenta que la actora no determinó la norma que considera violada, no demostró el 
correspondiente incumplimiento normativo ni la existencia de una ventaja competitiva significativa generada 
en consecuencia del mismo, circunstancias respecto de las cuales ninguna prueba se encuentra en el 
proceso, el cargo en estudio se desestimará...” (Superintendencia De Industria y Comercio. Sentencia 
Nº5137 de 2012). 
110
 “…Conforme al artículo 18 de la Ley 256 de 1996, se considera desleal “la efectiva realización en el 
mercado de una ventaja competitiva adquirida frente a los competidores mediante la infracción de una 
norma jurídica”. La ventaja ha de ser “significativa”. De esto se sigue que la configuración de la conducta 
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Vale la pena mencionar a título de excepción, que a pesar de que la Ley 256/1996 
constituye una norma, no procederá la materialización de esta conducta en casos en que 
la trasgredida sea la misma LCD111 (SIC, 2010).  
 
2.4.3.11. Pactos desleales de exclusividad112 
Por el contenido subjetivo de la descripción del citado artículo, podemos expresar que 
aquí el comportamiento se enfoca en debilitar al sujeto que se pretende no dejar entrar al 
mercado, luego, se puede tener como una conducta tendiente a dañarlo, de contera es 
una manifestación de RCE.  
Ahora bien, los pactos de exclusividad no se encuentran vetados en Colombia y solo 
lo estarán los que se encuentren recubiertos de deslealtad, es decir, los que tengan como 
móvil restringir el acceso de los competidores al mercado. 
En este orden de ideas, a efectos de desvirtuar la legalidad del pacto, obviamente 
después de acreditar su existencia, la carga del accionante consiste en probar que la 
inclusión de la cláusula de exclusividad tiene como punta de lanza la finalidad torticera por 
sobre todas las demás posibles consideraciones que pudieron motivarla113 (SIC, 2012).  
                                                                                                                                                 
desleal en comento reclama la concurrencia de los siguientes elementos: (i) la infracción de una norma 
diferente a las contempladas en la Ley 256 de 1996; (ii) la efectiva realización en el mercado de una ventaja 
competitiva como consecuencia de la anotada vulneración, y (iii) que esta resulte significativa…” 
(Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia Nº616 de 2012). 
 
111
 “…La denegación de esta pretensión deviene de que la parte demandante se limitó a denunciar la 
violación de las normas contenidas en la Ley 256 de 1996, circunstancia por la cual es pertinente recordar 
que, como lo ha dejado establecido este Despacho, el acto de violación de normas debe estar referido a 
disposiciones diferentes a las que regulan la disciplina de la Competencia Desleal…” (Superintendencia de 
Industria y Comercio. Sentencia Nº13 de 2010). 
 
112
Artículo 19. Pactos desleales de exclusividad. Se considera desleal pactar en los contratos de suministro 
cláusulas de exclusividad, cuando dichas cláusulas tengan por objeto o como efecto, restringir el acceso de 
los competidores al mercado, o monopolizar la distribución de productos o servicios, excepto las industrias 
licoreras mientras éstas sean de propiedad de los entes territoriales. 
113
Carga que no resulta de sencillo cumplimiento, veamos porque: “…Resulta palmario que las 
circunstancias fácticas que rodean el presente litigio no están llamadas a configurar el comportamiento 
comentado, por cuanto no se demostró, ni tampoco se debatió, aspecto alguno relacionado con un contrato 
de suministro en el que pudiera estar contenida una cláusula de exclusividad que debiera ser analizada por 
el Despacho a fin de determinar las restricciones que esta pudiera estar generando en el mercado. Así, de 
la propia situación fáctica planteada en la demanda es posible concluir que en el presente caso no está 
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Así las cosas, es patente que este supuesto normativo se trata de una presunción con 
doble textura o doble carga en principio para el accionante, por cuanto se debe destruir 
por el demandante la presunción de legalidad del acto, para que el demandado formule 
sus excepciones tendientes a la demostración de que obró no con la finalidad ilegítima 
como motivación del pacto celebrado, sino que lo hizo teniendo como norte las sanas 
costumbres mercantiles, la buena fe comercial y los usos honestos en materia industrial o 
comercial. 
En este punto podríamos plantear que esta descripción de conducta de CD sobra del 
catálogo en estudio114, ya que se puede tener como un pacto restrictivo de la competencia 
(De La Cruz Camargo, 2014 pp. 242-243) regulado por otra normativa (Decreto 2153 de 
1992 y Ley 1340 de 2009); o bien, debido a que esta se podría encuadrar dentro de la 
cláusula general de CD fácilmente. 
2.4.3.12. Actos de desviación de clientela115 
La razón por la cual esta conducta se aborda al final, aun cuando es la primera 
contemplada por la normativa después del artículo 7°, se debe a que es una de las más 
controversiales y complicadas de enmarcar, gracias a la amplitud en su redacción, lo que 
nos permite aunarnos a De la cruz Camargo, quien indica que se trata de otra cláusula 
general de CD. 
Ahora bien, acerca de la clasificación de este acto como manifestación de RCE o de 
ESC, se debe plantear que por la amplitud de su descripción al fungir como cuasi cláusula 
general, su encasillamiento dependerá del móvil puntual y del mecanismo implementado 
por el infractor, ya que, si la conducta, consistiere, por ejemplo, en una actividad 
                                                                                                                                                 
llamada a configurarse la conducta desleal en estudio, razón por la cual el cargo se desestima…” 
(Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia Nº1391 de 2012). 
 
114
 Secundando a los profesores De La Cruz Camargo (quien así lo indica sustentado en el argumento de 
que ya había otra norma que regulaba y perseguía tal comportamiento); y Velandia, quien ni siquiera la 
tiene en cuenta en el acápite de su texto destinado al análisis de cada uno de los artículos 8 al 18 de la 
LCD. 
115
Artículo 8. Actos de desviación de la clientela. Se considera desleal toda conducta que tenga como 
objeto o como efecto desviar la clientela de la actividad, prestaciones mercantiles o establecimientos ajenos, 




parasitaria o de aprovechamiento de una virtud ajena para la exaltación de un negocio, 
será manifestación del último, mientras que si se trata de una conducta que atente o 
arremeta directamente contra la otra empresa, estaremos en terrenos de la RCE. 
Así las cosas, tal describe un resultado (el de desviar la clientela de otro), que es en 
últimas la finalidad de todas las conductas que hacen parte del catálogo descriptivo de los 
artículos 9 al 19, donde, después del artículo 8°, lo único que sucede es que el legislador 
se refirió a los medios para la consecución de dicho objetivo, resultando la desviación 
consecuencia de la implementación de dichos mecanismos (De La Cruz Camargo, 2014).  
Sin perjuicio de lo anterior, y puesta sobre la mesa dicha disertación, la SIC en un par 
de pronunciamientos en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales menciona que si 
bien es un comportamiento censurable autónomo116 (SIC, 2005), no deja de ser un 
artículo de aplicación residual (SIC, 2011)117 igual que la cláusula general. Que al tenerse 
como resulta de cualquier conducta en la materia, podría ser creador de derecho en el 
contexto que la desviación se hubiere nutrido de maniobras que puedan llegar a tildarse 
trasgresoras de los conceptos jurídicos indeterminados ya conocidos. 
Y es aquí donde llegamos a la conclusión acerca de la dificultad de desvirtuar esta 
cuasi cláusula general, comoquiera que no contempla una presunción a diferencia de los 
otros artículos, por lo que consideramos que debe actuar de forma cooperativa con el Art. 
7°. 
En consecuencia, al constituir dicha cláusula general de CD un criterio interpretativo, 
debido a que no encasilla un actuar puntual, sino unos parámetros genéricos de 
                                            
116
 “…la previsión contenida en el artículo 8º de la ley 256 de 1996 está encaminada a reprimir la realización 
de actos que, por fuera de los descritos en los artículos 9 al 19 de la citada normativa, estén unívocamente 
dirigidos a la desviación de la clientela, sin configurar ninguna de las restantes infracciones a la leal 
competencia…”. (Superintendencia de Industria y Comercio. Despacho del superintendente de Industria y 
Comercio. Sentencia N°11 de 2005). 
117
 “…Corolario de lo anterior, es menester puntualizar que el artículo 8º de la Ley 256 de 1996 se constituye 
en una pequeña cláusula general de prohibición que recoge aquellos comportamientos contrarios a lo que 
se espera de un participe en el mercado y que siendo objetivamente dirigido a desviar la clientela, sea para 
provecho propio o de un tercero, incluso, indeterminado, que no se halle tipificado en los comportamientos 
establecidos en los artículos 9 a 19 de la mencionada Ley…”. (Superintendencia de Industria y Comercio. 
Despacho del superintendente de Industria y Comercio. Sentencia N°16 de 2011). 
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comportamiento, no puede ser desvirtuada. Igual suerte correrá el artículo 8º de la LCD 
que no es más que la consecuencia de la constatación de un obrar que soslayó la formula 
contenida en el artículo inmediatamente anterior.  
Por ende, a partir de lo abstracto que puede resultar dicho supuesto normativo, no 
será catalogado como RCE ni como ESC, sino más bien tendrá el mismo tratamiento de 
cláusula general de CD, al obrar en la gran mayoría de veces cooperativamente con esta. 
Luego, solo será reprimida cuando se advierta que en la desviación de la clientela se 
trasgredió alguno de los raseros del artículo 7° de la LCD.  
Fortalece dicha conclusión, el que en varias providencias de la SIC118, al estudiar la 
comisión o no de conductas demandadas presuntamente como constitutivas de 
desviación de clientela, el análisis se efectuó conjuntamente con dicha cláusula general, 
de manera cooperativa e interdependiente y es este último el calificador del resultado de 
desviación. 
2.4.3.12.1.  Los artículos 7 y 8 de la LCD obrando cooperativamente como cláusula 
general de CD 
A efectos de evidenciar lo antedicho, la Tabla 1 presenta brevemente extractos de 
algunos de los pronunciamientos de la SIC más dicientes al respecto: 
Tabla 1. 
El artículo 8 de la LCD como una segunda cláusula general de CD 
El artículo 8 de la LCD como una segunda cláusula general de CD 
1. Sentencia 1161 de 2011 
 El demandante celebró para con la accionada un contrato de mantenimiento 
                                            
118
 A este respecto, y abordando el estudio de la desviación de la clientela de manera cooperativa con otras 
conductas y/o con la cláusula general están –entre otras- las sentencias de la SIC: 616 de 2012, 1161 de 
2011, 1391 de 2012, 4230 de 2012, 3300 de 2012, 3289 de 2012, 2763 de 2012, 2686 de 2012, 2019 de 
2012 y 366 de 2013.     
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preventivo sobre dos ascensores. Luego de agotarse las obligaciones por 
los extremos del contrato, se presentó un cambio de administrador en el 
edificio (el demandado), quien dio por terminado el contrato con la 
accionante, y contrató una empresa de la competencia a partir de un 
supuesto incumplimiento por parte del primero. 
En la demanda se solicitó declarar ocurridas las conductas de los artículos 
7º, 8º, 9º, 10º, 11º, 12º, 17º y 18º de la Ley 256 de 1996. 
 
 
Extracto de la 
providencia 
“la conducta de esta persona jurídica, consistente en dar por terminado el 
contrato de mantenimiento por razones que consideró justificadas con 
apoyo en dos conceptos técnicos coincidentes y, posteriormente, en 
contratar para el mismo efecto a una de las empresas que había rendido 
uno de los señalados estudios, no puede ser tenida como constitutiva de 
una violación a la prohibición general o del acto de desviación de la 
clientela, pues además que la demandante no concretó cuál de los 
parámetros normativos contenidos en esas disposiciones fue desconocido 
en este caso, no se demostró que el Edificio Prodeco tuviera una finalidad 
distinta a la de garantizar el adecuado funcionamiento de sus equipos y, por 




Nótese que el estudio central del fallo, aun cuando la demanda versa 
respecto de más artículos aparte del 7 y 8 (es decir, 9, 10, 11, 17 y 18), se 
centra en analizar si con las conductas puestas en conocimiento de la 
administración de justicia se trastocó o no el mencionado artículo 7º, el cual 
se analiza de la mano con el artículo 8º, al otorgar a ambos funciones de 
remisión, transformación y delegación, que son propias del artículo 7, sin 
embargo aplicadas de igual manera al 8 de la LCD. 
 
 




El demandante, persona jurídica habilitada por el Estado para la prestación 
del servicio de telecomunicaciones de telefonía pública básica conmutada 
de larga distancia internacional, accionó a una persona jurídica que se 




El artículo 8 de la LCD como una segunda cláusula general de CD 
Así, la acción declarativa se fincó en la presunta inobservancia de los 




Extracto de la 
providencia 
“En relación con lo establecido en el artículo 8° de la Ley 256 de 1996, 
es preciso señalar que resulta necesario para su configuración, aparte 
de probar que el acto es potencialmente apto para desviar la clientela o 
que, verificado el hecho, se compruebe que hubo reorientación del 
consumidor hacia tal o cual actividad, prestación mercantil o 
establecimiento ajeno, debe acreditarse que la referida desviación -
actual o potencial- no sea legítima, esto es, que resulte contraría a los 
usos honestos y a las sanas costumbres comerciales 
(…) 
De la misma manera, no se demostró que la aludida desviación se 
llevara a cabo trasgrediendo uso o costumbre mercantil, lo que sí hubo, 
conforme al numeral anterior 2.5.1., fue una violación de la Ley, de allí que 
infringida una norma jurídica, en principio no puede hablarse de la violación 
de una costumbre mercantil o de los usos honestos en el mercado. Por 




Aquí se denegó la configuración de la conducta del artículo 8 de la LCD, 
entendiéndolo como resultado de la implementación de herramientas 
tildadas como desleales, ató el mismo a los parámetros del comportamiento 
contenidos en el artículo 7º, es decir, analizó si el resultado de la desviación 
había obedecido a la inobservancia de conceptos jurídicos indeterminados. 
Por ende, a partir de la indeterminación de tal artículo, este tiene funciones 
de remisión y transformación, es decir, alcances para crear conductas de 
CD innominadas a partir de la desviación como hecho conocido. 
 





A partir de un contrato de agencia comercial entre el demandante (agente) y 
el demandado (agenciado); adujo la activa que por el hecho de que la 
pasiva hubiera decidido gestionar los negocios en Colombia por sí misma, 
así como por no ofrecer de manera gratuita a los clientes del agente el 
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soporte posventa pactado antes, tales conductas constituían la 
configuración de las descripciones normativas de desviación, 





Extracto de la 
providencia 
“este Despacho ha dejado establecido que en el marco de los deberes 
objetivos de conducta cuyo desconocimiento configura el acto desleal en 
estudio se encuentra también el principio de buena fe comercial, como 
parámetro normativo inspirador de toda la disciplina de la competencia 
desleal. En relación el principio de buena fe, el mismo se ha entendido 
como la convicción, predicada de quien interviene en el mercado, “de estar 
actuando honestamente, con honradez y lealtad en el desarrollo y 
cumplimiento de los negocios”, o, como lo ha establecido este Despacho en 
pretérita oportunidad, como “la práctica que se ajusta a los mandatos de 
honestidad, confianza, honorabilidad, lealtad y sinceridad que rige a los 
comerciantes en sus actuaciones” , que les permite obrar con la “conciencia 
de no perjudicar a otra persona ni defraudar la Ley, e implica ajustar 





Aquí la conducta del artículo 8º es estudiada de forma conjunta con el 
artículo 7º, encontrándose en este último la calificación de los mecanismos 
que permitieron la desviación de la clientela. Por ende, seguimos afirmando 
que tales son interdependientes donde uno describe el resultado, y el otro 
determina el aspecto interno o subjetivo del agente al momento de lograr la 
acotada desviación, luego, ambos integran la cláusula general de CD. 
 





Cimentado en propiedad industrial, más específicamente de la posible 
confusión por similitud entre las marcas de demandante y demandada, las 
cuales se encuentran en una misma clasificación de productos, en este 
caso de lubricantes para motores. 
Por ende, se accionó por la presunta vulneración de los artículos 8, 10 y 15 
de la LCD. 
 “Las conductas de desviación de la clientela, por una parte, y las contrarias 
a la prohibición general, por la otra, convergen en exigir la demostración 
90 
 
El artículo 8 de la LCD como una segunda cláusula general de CD 
 
 
Extracto de las 
providencias 
de que la accionada contrarió las sanas costumbres mercantiles o los 
usos honestos en materia industrial o comercial, contraviniendo los 
parámetros éticos y morales que siguen las personas que habitual y 
tradicionalmente actúan en el mercado…”. 
“…Las conductas de desviación de la clientela por una parte y la 
prohibición general por la otra, convergen en exigir la demostración de 
que la demandada contrarió el principio de buena fe comercial, las 
sanas costumbres mercantiles o los usos honestos en materia 




El tratamiento de los artículos 7 y 8 se efectúa partiendo de los parámetros 
de comportamiento (conceptos jurídicos indeterminados) de la cláusula 
general de CD. En consecuencia, son analizados conjuntamente.  
 
 





A partir de una supuesta situación de similitud extrema en las marcas de 
accionante y accionado, junto con la migración de algunos de los 
trabajadores del primero a la empresa del segundo, se fincaron 
pretensiones declarativas y constitutivas con ocasión de materialización de 
conductas de desviación de la clientela, desorganización, confusión, 
engaño, imitación, explotación de la reputación ajena, inducción a la ruptura 
contractual y violación de derechos de propiedad Industrial.  
 
 
Extracto de la 
providencia 
“…Finalmente, dado que la conducta de Loplast resultó constitutiva de 
los actos desleales de desorganización, confusión y explotación de la 
reputación ajena, acorde con lo que este Despacho ha dejado 
establecido reiteradamente resulta improcedente analizarla a la luz de 
las previsiones de la cláusula general de competencia desleal y del 




Nótese como se otorga el mismo tratamiento de norma residual de la 
cláusula general de CD del artículo 7º al artículo 8º, donde a partir del 
principio de especialidad y subsunción del comportamiento, puesto en 
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conocimiento del juzgador, se desecha la aplicación fragmentaria de estos 
dos artículos. Con ello se deja patente que se trata de cláusulas 
equivalentes, es decir, de dos cláusulas generales de CD cuyas funciones 
son iguales (interpretación transformación, creación y actualización) de 
actos de CD nominados e innominados. 
En síntesis, dicho artículo 8° obra de forma cooperativa y rara vez de manera 
independiente gracias a lo abstracto e interdependiente de su redacción. Por esta razón 
puede tener un tratamiento similar al de la cláusula general: funciones interpretativas e 
incluso de transformación o residuales para la actualización y/o creación del catálogo de 
conductas de CD. 
Así las cosas, no sería descabellado plantear que en materia de CD contamos con 
dos cláusulas generales, y que la del artículo 8º es una complementaria en razón a que 
describe un resultado de cualquiera de las conductas contenidas en el catálogo de los 
artículos 9 al 19. 
Esto también lo podemos acompañar de la aseveración categórica que consiste en 
que absolutamente todas las conductas de CD componentes de dicho dossier son 
plenamente desvirtuables, ergo, se trata de presunciones que podrán enervarse 
adicionalmente arguyendo que el obrar del presunto infractor no trasgredió ninguno de los 
principios rectores en materia de CD contenidos en” las cláusulas generales” de la LCD. 
2.4.4. Conclusión 
Con ocasión de la manifiesta contradicción que acarrea un sistema social basado en 
parámetros mercantiles de interpretación para el andamiaje de las conductas de CD, y 
teniendo claro que las descripciones taxativas se tratan de presunciones, resulta 
preocupante que los artículos 7 y 8, asimilados como cláusulas generales de CD, se 
encuentren cimentados en conceptos ajenos a la generalidad. 
Desafortunadamente, al contener dichos artículos parámetros de comportamiento de 
un sistema profesional o corporativo, el infractor debe probar que obró conforme la 
rectitud exigida en el comercio, lo que continúa obviando que el sistema colombiano es de 
enfoque social.  
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De la presencia de tales raseros, es decir, de aspectos de connotación subjetivos en 
el agente inmerso en conductas de CD, tales como las sanas costumbres mercantiles, la 
buena fe comercial y los usos honestos en materia industrial o comercial, es 
consecuencia lógica que no haya cabida para la RO o semiobjetiva, sino para una 
categorización menos rigurosa como lo es la RP e incluso la PC, tal y como se entrará a 
explicar más adelante. 
En este estado de las cosas, es indiscutible que es la buena fe objetiva la que debe 
delinear el comportamiento de los participantes del mercado, solo que dicha buena fe 
objetiva debe partir de un concepto más simplificado, a fin de que tal sea el rasero de 
medición, es decir, para que la responsabilidad del obrar se compruebe en la buena fe 
simple o a secas. 
 
3. La cláusula general de CD y la necesaria variación de sus enfoques dentro de 
un sistema eminentemente social  
El contenido subjetivo de la cláusula general de CD que pretende homogenizar el 
comportamiento en el mercado de todos los intervinientes y sin distinción alguna de su 
estatus, es incompatible con los alcances generalizados del modelo implementado en 
Colombia (eminentemente social). En consecuencia, no es dable el juzgamiento del no 
comerciante por conductas de CD delineadas por la rigurosidad de los parámetros 
subjetivos del sistema profesional. Así la problemática del trato igual a sujetos desiguales, 
en el marco de un régimen esencialmente social resulta patente. 
Como eventuales salidas a la situación se plantean, por una parte, un trato 
diferenciado del no comerciante en el juzgamiento de conductas nominadas e 
innominadas de CD, y así menguar la respuesta sancionatoria en consideración a su 
desconocimiento de los parámetros estrictamente profesionales reinantes a partir del 
artículo 7° de la Ley 256/96.  
Subsidiariamente para contar con un parámetro de enjuiciamiento de mayores 
alcances en cuanto a su conocimiento se propone, o bien modificar el tratamiento en la 
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aplicación de la norma al no comerciante, ora, en el estudio del aspecto subjetivo migrar 
al concepto de la buena fe simple. 
Dichas propuestas se resumen en los subcapítulos siguientes: 
1. Trato diferenciado al infractor no comerciante en cuanto a la tipología de 
responsabilidad aplicable (Velandia, 2008) frente a conductas de CD (Gómez Leyva, 
1998).   
2. Estándar de comportamiento genérico: la buena fe objetiva (implementado en 
España) (Emparanza Sobejano, 2000). 
3. El activo papel del operador jurídico en el análisis de la comisión de conductas de CD 
de sujetos ajenos al comercio. 
De forma tal que, en el primer escenario se modula la aplicación de la norma, 
dejándola intacta en su actual redacción; en el segundo, un tanto más agresivo, se insinúa 
una modificación a los parámetros de que habla el artículo 7° de la Ley 256/1996, en lo 
que respecta a conceptos jurídicos indeterminados en el comercio, para variar según su 
versión simplificada, luego más genérica, es decir: la buena fe simple; y un tercero, el 
contraste de los dos anteriores junto con nuestra postura propia, es decir, a título tanto de 
salida a la coyuntura expuesta, como de conclusión, por ende abordada en último lugar. 
 
3.1. Trato Diferenciado al Infractor no Comerciante en Cuanto a la Tipología de 
Responsabilidad Aplicable ante Conductas de CD 
3.1.1. Introducción 
Ante las cargas excesivas descritas en materia de conductas de esta clase en que se 
pudiera ver inmerso el no comerciante, con ocasión de la cláusula general de CD, 
escenario acompañado de la aplicación de presupuestos de RO o semiobjetiva del 
agente, surgen las problemáticas esbozadas.   
La punta de lanza de dichas falencias consiste en el juzgamiento del presunto 
infractor fincado en el mismo artículo 7º, norma que estudia las conductas a partir de 
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estándares de enjuiciamiento que no son del conocimiento general, pues son ajenos a las 
características del sistema social119. 
La solución a este respecto parte de la premisa del especial trato en materia de 
responsabilidad (Gacharná, 1982), esta vez ante casos de conductas de CD por parte de 
sujetos ajenos al comercio, comoquiera que los alcances de la norma descritos no se 
compadecen del infractor neófito, por lo cual es menester se dé lugar en nuestro 
escenario a que se distinga su tratamiento. 
3.1.2. El sistema de presunciones de conductas de CD da lugar a que no sea dable 
otorgar idéntico tratamiento a comerciantes y no comerciantes 
Adhiriéndonos a la postura de Jaeckel Kovacs, indistintamente de conductas 
nominadas o innominadas, cuando se habla de ellas se trata de presunciones iuris 
tantum, de contera descartables, tarea para la cual se puede probar por el presunto 
infractor, que este no soslayó ninguno de los parámetros de comportamiento contenidos 
en el artículo 7º de la LCD; lo cual exige que, ante la escenificación de la construcción de 
una conducta innominada de CD, es decir, no existiendo una disposición de la ley 
soslayada por un no comerciante, no se puede concluir, ni mucho presumir que se 
inobservó de una u otra manera al referido factor subjetivo.  
Tal situación, deriva de una eventual conducta contemplada por la norma que se 
configure en cabeza de un sujeto cuyo comportamiento no puede enmarcarse en las 
pautas subjetivas calificadas de la cláusula general de CD, es decir, en los conceptos 
jurídicos indeterminados de los comerciantes.  
Ambos escenarios justifican el acotado trato diferenciado. De no ser así, podría 
presentarse una situación de cargas excesivas para el presunto infractor, donde, en 
cualquiera de los dos casos, es decir, o bien al no contar con una norma taxativa que 
describa la presunta conducta atentatoria, ora habiéndola, deben ponerse en marcha 
indefectiblemente, los raseros de comportamiento ya conocidos que al escapar del 
alcance general no es dable dar por sentada su responsabilidad. 
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 Régimen de competencia desleal en el que los efectos de la norma en materia de conductas censurables 




Se llega a dicha aseveración, al considerar el planteamiento de Gómez Leyva, quien 
expresa una serie de situaciones originadas en los distintos modelos donde se tiene que, 
si bien la creación de una cláusula general en materia de CD permite su permanente 
actualización, esta creación surgió en el estadio profesional de la CD, donde los 
parámetros de las eventuales conductas a enmarcar se caracterizaban dentro del sistema 
consuetudinario, cuyo origen se decanta de las prácticas comerciales, es decir, de la 
costumbre por un lado y de lo metajurídico por otro lado, basados en el concepto 
eminentemente moral de la deslealtad. 
Ahora bien, sabiendo que nuestro sistema jurídico de CD es en buena parte el que 
pertenece a un régimen posterior al profesional, es decir el sistema social, las 
herramientas para interpretar dicho concepto de la deslealtad no pueden seguir siendo 
conceptos del sistema ya superado. Lo cual, si bien se presenta en el escenario descrito, 
no se puede ahora agravar con un sistema de responsabilidad distinto al subjetivo para el 
presunto infractor ajeno al comercio.  
Esta salida plantea abandonar cualquier manifestación de RO o semiobjetiva al 
infractor no comerciante en escenarios de conductas de CD, aplicándole el régimen de 
RCE (Martínez Ravé et al., 2003), más laxo en virtud a su rol: la responsabilidad subjetiva. 
Lo cual nos lleva a formular, para nuestro caso, una modificación de la presunción de 
culpabilidad sobre las conductas de CD (nominadas e innominadas) propuesta por el 
profesor Jaeckel Kovacs, donde tales hallarán respuesta sancionatoria en el caso del 
neófito del comercio, sí solo si, las mismas arrojan en el estudio de su aspecto subjetivo 
que fueron cometidas dolosamente. 
Con lo anterior no se quiere decir que las eventuales conductas de CD del no 
comerciante no vayan a encontrar una respuesta de autoridad; más bien los criterios que 
permiten evaluar su actuar solo se entenderán comprometidos en caso de desentrañarse 
la intención desviada del infractor. 
Tal afirmación resulta aún más significativa, si se entiende que la acción de CD se 
encuentra aparejada por la pretensión indemnizatoria de que habla el numeral 1° del 
artículo 20 de la L256/1996 (dentro de la acción declarativa y de condena).  
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Así, para los casos en que el factor subjetivo del presunto infractor neófito no sea 
manifiesto, la respuesta del operador jurídico se limitaría, a lo sumo, solo a la orden de 
cesación de la conducta en entredicho, sin interposición de condena alguna (Gómez 
Leyva, 1998) 
En este estado de las cosas, no se formulará reparo alguno ante casos en los que se 
presenten por un comerciante cualquiera de las conductas que integran el catálogo de las 
ya conocidas de CD, por cuanto como bien expresa el autor, en tales hay muy poco lugar 
a que no se advierta el factor subjetivo, ergo, no sería desacertado referir un escenario 
casi que de RO, y al respecto señala: “en las maquinaciones dolosas y en la competencia 
mediante engaño, no tendría sentido hablar de que el agente haya incurrido en él de 
modo involuntario, sin intención alguna, con total buena fe; pues la denigración de un 
competidor es difícil concebirse como un resultado no requerido”.(Gómez Leyva, 1998, p. 
283). 
A manera de la reflexión, planteamos dos escenarios concretos del comerciante (uno 
de una conducta nominada y otro de una innominada), en que se podría presentar la 
conducta censurable, sin que esté presente per se el elemento subjetivo que permite 
presumir la responsabilidad. Es el caso de conductas que versen sobre confusión de 
signos y dumping, los cuales para hallar respuesta represiva, exigen la presencia bien del 
dolo, ora de la culpa del agente. 
Así, tras el análisis de una conducta nominada, como la consistente en la confusión 
de signos, para este caso involuntaria, al poder constituir la manifestación de varias 
conductas expresadas por la norma en estudio120, queda en entredicho la afirmación 
categórica acerca de que incluso en las conductas taxativas del comerciante, se pueda 
hablar de RO o incluso semiobjetiva. 
Luego, si ya se encuentran documentados dos escenarios de conductas normadas en 
materia de CD donde no se halla indefectiblemente el factor subjetivo del agente 
comerciante, entonces, nada impide que se exija el estudio del factor de la psiquis del no 
                                            
120
 Ley 256 de 1996. Artículo 8. Actos de desviación de la clientela; Artículo 10. Actos de confusión; y 
Artículo 15. Explotación de la reputación ajena. 
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comerciante, tal y como se viene defendiendo, con lo cual tambalea la RO y semiobjetiva 
a este respecto. 
En este orden de ideas, teniendo en cuenta que ni siquiera al avezado comerciante se 
le puede presumir su responsabilidad para conductas taxativas (Arts. 8, 10 y 15 de la 
L256/1996), la propuesta aquí bosquejada para estudiar siempre el factor subjetivo del 
ajeno al comercio ante la materialización de cualquiera de las conductas nominadas e 
innominadas de CD, no es para nada descabellada. 
Esto aún más dentro de un contexto en el que las conductas taxativamente 
contempladas en la LCD, constituyen presunciones y no tipificaciones. 
Vale la pena traer a colación una afirmación del profesor De la Cruz Camargo, que va 
en el sentido contrario, es decir confronta lo indicado, y donde expresa:  
La perspectiva no es entonces el análisis del comportamiento hacia el consumidor en el 
mercado, sino del consumidor en el mercado hacia donde se dirige el comportamiento. En 
este sentido, la intención del demandado o las razones que lo hayan impulsado a realizar el 
comportamiento no son factores que tengan importancia en el momento de analizar los 
hechos. Lo que interesa es el efecto real o potencial que pueda tener o haya tenido a los ojos 
de los consumidores que puedan verse influenciados por el comportamiento (De La Cruz 
Camargo, 2014, p. 91). 
Así las cosas, se podría hablar de una conducta con matices de RO para casos 
puntuales y aislados, como quiera que se trata de una tipología de responsabilidad casi 
que automática e irrefutable (semiobjetiva), la que debe reservarse exclusivamente a 
determinados casos de infracciones taxativas de sujetos comerciantes. Lo cual nos 
conlleva indefectiblemente a repudiar este tratamiento para el ajeno al comercio en 
cualquiera de sus manifestaciones, cuyo actuar presuntamente constitutivo de CD será 




3.1.3. Abandono de aplicación de la responsabilidad objetiva y semiobjetiva en la gran 
mayoría de casos de CD 
Vale la pena mencionar como un argumento cooperativo del anterior, también 
emanado de lo citado por el profesor Gómez Leyva para los comerciantes: la posibilidad 
de comportamientos de CD, sin que esté de presente el elemento subjetivo que permite 
presumir la responsabilidad del agente, cristalizándose en las conductas nominadas que 
comprometan confusión de signos (Arts. 8, 10 y 15 de la LCD), y en el caso de la 
conducta innominada del dumping. 
Por ende, al significar lo anterior, donde ni siquiera puede asumirse siempre la 
intención torcida del sujeto calificado (el comerciante), ello nos da más argumentos para 
plantear un modelo de responsabilidad de CD, similar a la del escenario de la RCE donde 
la RO e incluso la semiobjetiva se encuentran en la gran mayoría de los casos 
restringidas. 
Para esto, se partirá de una diferenciación o nueva clasificación de los actos de CD, 
desarrollada por el profesor Velandia (2008), quien para tales efectos parte del concepto 
“mal intencionado”, que en últimas trasluce la mala fe en el obrar. 
En el desarrollo de la idea Velandia formula que para el primero de los escenarios, es 
decir, en el que se manifiesten por el comerciante conductas descritas por la LCD, se 
predicará RO al requerirse únicamente la comprobación del resultado, en otras palabras, 
la acreditación de la ocurrencia del supuesto de la norma.  
Postura debatible, comoquiera que se quedaría sin defensa alguna el comerciante 
ante cualquier conducta de CD taxativa, lo cual no resultaría coherente en un escenario 
en el que el contenido de las descripciones comportamentales refiere presunciones y no 
tipificaciones. 
De otro lado, vale rescatar que al tenor de tal afirmación quedarían por fuera de dicha 
tipología de responsabilidad, las conductas innominadas del comerciante y las de ambos 
tipos (nominada e innominada) de sujetos ajenos al comercio. 
Así las cosas, y al ser determinante aquel factor interno que motivó el obrar del 
infractor en este último supuesto, la respuesta para la categorización de la 
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responsabilidad en la materia varía ostensiblemente, alejándose en sumo de los terrenos 
de RO, migrando a la responsabilidad presunta (RP) o inclusive a la culpa probada (PC). 
3.1.3.1. Tratamiento en materia de conductas nominadas para comerciantes y no 
comerciantes 
 Se presenta aquí una propuesta para el tratamiento disímil que ha de aplicarse al 
infractor, a partir tanto de su rol, como de la tipología de la conducta, segundo aspecto 
que se basa en la existencia de matices diferenciadores de las descripciones 
conductuales constitutivas de CD (Velandia, 2008, pp. 281-282), donde por un lado 
apunta a unas fundadas en el ESC, y por el otro basadas en RCE. 
Distintas instituciones del derecho, a partir de las cuales formulamos como solución 
probable la consistente no en el estudio del sujeto infractor como único parámetro de 
enjuiciamiento, sino conjugando su rol con el de la clasificación de las conductas de CD, 
bien como constitutivas de ESC o de RCE, para así saber cómo abordar su juzgamiento. 
Para lo anterior, debe traerse a colación lo expresado en el numeral 2.4.3 del 
presente escrito, donde se abordaron una a una las conductas de CD, enmarcándolas en 
las categorías indicadas, lo que ahora vamos a interrelacionar con el sujeto infractor, para 
así determinar el ámbito de responsabilidad aplicable, veamos: 
Tabla 2. 




















9º X  RP  RP 
10º  X RO RP 
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 Comoquiera que según lo esbozado en el punto 2.4.2, una conducta puede, según sus móviles o 
resultados, enmarcarse en cualquiera de las dos categorías (RCE y ESC). 
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 Pudiendo ser Responsabilidad Presunta (RP) y/o Responsabilidad Objetiva (RO). 
 
123






















11º X X RP / RO RP 
12º X  RP RP 
13º X X RP / RO RP 
14º  X RO RP 
15º X X RP / RO RP 
16º X X RP / RO RP 
17º X X RP / RO RP 
18º  X RO RP 
19º X  RP RP 
 
A partir de la Tabla 2 se hace patente el tratamiento menos riguroso al sujeto no 
comerciante, incluso en escenarios de conductas taxativas, donde acogiendo la tesis de 
Velandia y conjugándola con la de Jaeckel y Montoya quienes indican que se tratan de 
presunciones, y aun cuando devienen en más gravosas las conductas cuya fuente sea el 
ESC, la presencia del mismo acarrearía en el no comerciante, que se trate de 
responsabilidad presunta a lo sumo, quedando desterrada cualquier posibilidad de 
responsabilidad objetiva o semiobjetiva para él. 
Idéntico escenario (conducta taxativa catalogada como ESC), que para el comerciante 
por el contrario acarreará RO, como máxima expresión de reprochabilidad.  
Así, se lograría un tratamiento distinto para el sujeto ajeno al comercio en conductas 
normadas de CD (catalogadas como de ESC o RCE), en el cual el criterio de 
responsabilidad más alto ante el cual podría verse expuesto es la RP. 
En este orden de ideas, nótese que bajo esta propuesta la presunción de 
responsabilidad resulta en la regla general, es decir para toda conducta normada del no 
comerciante, y para las que se enmarquen como de RCE del comerciante.   
Así las cosas, queda restringida la RO o semiobjetiva únicamente a casos de CD de 
conductas nominadas en los comerciantes que se puedan catalogar como ESC, como el 
escenario más extremo, lo cual obedece tanto al resultado de la conducta, como al rol de 
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quien la despliega, todo enmarcado dentro de esta categoría, vale decir, la más gravosa 
según el autor. 
3.1.3.1.1.  Criterios de graduación para el tratamiento de las conductas de CD para 
comerciantes y no comerciantes 
Consideramos pertinente antes de llegar a la posible solución a la problemática, revisar 
puntualmente dos sentencias de la SIC, en las cuales resultaron condenados tanto un 
comerciante como un no comerciante por conductas innominadas de CD, es decir, a partir 
del artículo 7º de la LCD. 
Se trata de un par de casos en los cuales, el factor subjetivo del trasgresor fue más 
que acreditado, al superar en ambos escenarios el concepto de la deslealtad, rayando 
incluso en el dolo en materia civil, veámoslos: 
1. Sentencia N°1170 del 29/III/2012, proceso dentro del cual fue demandado Productos 
Familia S.A., con ocasión de haber adquirido el nombre de dominio 
www.kotexteens.com, siendo esta la denominación del producto Kotex, 
comercializado por el demandante: Kimberly Clark Worldwide.   
Sobre el particular, resultó conocido que dicha conducta se llevó a cabo única y 
exclusivamente con la motivación de impedir acceder al demandante a nombre de su 
producto en la web, ante lo cual la SIC determinó:  
…la única utilidad que Productos Familia podría derivar de la conducta en comento consistía 
en impedir que Colombiana Kimberly utilizara el aludido nombre de dominio para promocionar 
su nuevo producto a través de internet, medio de comunicación que, teniendo en cuenta el 
destinatario de la oferta (público adolescente) se proyectaba como el más idóneo para dar a 
conocer el producto que acá interesa…124 (SIC, 2012). 
En resumen, siendo patente la intención torticera del demandado125, este resultó 
vencido dentro del proceso con ocasión del daño que acarreaba al demandante la 
                                            
124
Superintendencia de Industria y Comercio. Sentencia N°1170 del 29/03/2012. Partes: Kimberly Clark 
Worldwide Vs. Productos Familia S.A. 
125
Evidentemente la descrita conducta se aleja de los parámetros constitutivos de las sanas costumbres 
mercantiles y de los usos honestos en materia comercial, pues registrar, con pleno conocimiento, elementos 
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conducta desplegada, escenario de RCE, comoquiera que las tareas de Productos 
Familia se enfilaron exclusivamente en erosionar a su competidor. 
2. Sentencia del 10/XII/2015, dentro del expediente 2015-73973, que condenó al señor 
Diego Martínez, comoquiera que era titular de marcas distintivas de productos y 
aditamentos para vehículos automotores (SRS AIRBAG, SRP AIRBAG). 
Marcas que se encontraban siendo utilizadas por otros sujetos en el mercado desde 
mucho antes de su registro por el accionado, con lo cual se estableció que la 
titularidad sobre estas era pretendida por él, solo para efectos de constreñir a los 
comerciantes de vehículos automotores que contaran con sistema de airbag, en el 
entendido que les hostigaba para el cese en el uso de la marca, so pena de incoar las 
respectivas acciones por infracciones marcarias. 
Resultó probado que su único móvil era impedir el uso de dichas marcas, así como su 
comercialización (haciendo la cesión de la marca a quien sí la usaba y explotaba) 
para con estos, y así obtener un provecho económico de origen desleal126 (SIC, 
2015). 
Pronunciamientos que, aun cuando las defensas de los demandados no se enfilaron 
en desvirtuar los conceptos jurídicos indeterminados contenidos en el mismo artículo 7º 
de la LCD, no por esto dejaron de ser ante todo presunciones, en donde se partió de 
acreditación del daño por los demandantes. Esto hizo que se configurara sobre los 
demandados una presunción iuris tantum en sede de RP; donde curiosamente se llegó a 
la sentencia condenatoria en ambos casos, en la que se concluyó sin hesitación, el dolo 
de ambos, lo cual condujo a su condena. 
Debemos expresar que en cuanto a las conductas innominadas que se pueden 
construir a partir de la cláusula general contenida en el artículo 7º de la L256/96, este será 
el escenario de mayor cuidado en cuanto al análisis de su configuración y de la categoría 
                                                                                                                                                 
necesarios para la realización de la publicidad de productos de un competidor con el propósito de limitar el 
impacto de la entrada al mercado de un nuevo producto es una actuación que, a todas luces, resulta 
contraria a las consideraciones éticas y morales que deben gobernar la conducta de un participante en el 
mercado (Ibidem). 
126
 Superintendencia De Industria Y Comercio. Sentencia del 10/XII/2015, dentro del proceso Nº2015-73973. 
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de la responsabilidad a implementarse para cualquiera de los dos tipos de posibles 
sujetos pasivos de su aplicación (comerciantes y no comerciantes). 
Aseveración de la cual se compadecen en parte las sentencias en mención, 
atendiendo a que el fallador fue exhaustivo en la búsqueda por elementos de juicio que le 
formaran la convicción más allá del daño infringido al demandante, hasta auscultar para 
llegar a la mala intención, por cierto muy manifiesta, de los demandados con su actuar.  
Mala intención que debía de hallarse cabalmente probada en nuestro sentir, y con 
más asiduidad en un caso que en el otro, en el escenario del sujeto ajeno al comercio, lo 
cual se agotó en razón a lo mayúsculo y rutilante de sus conductas.  
Con esto se da por sentado que tales comportamientos, materia de censura al no 
encontrarse taxativamente contemplados por la norma, bajo ninguna circunstancia y para 
ninguno de los posibles infractores, podrán acarrear estimaciones de responsabilidad 
similares a las del título anterior (conductas nominadas); luego, no será aceptable referir 
aquí RO o semiobjetiva al comerciante, ni mucho menos presunción de responsabilidad al 
sujeto ajeno del comercio. 
Así las cosas, consideramos que los raseros de responsabilidad en este punto deben 
menguar a las categorías inferiores en que fueron abordados en el subcapítulo anterior, 
siendo reservada para los mercaderes la presunción de responsabilidad, indistintamente 
de que el acto se catalogue como de RCE o ESC, y a los no comerciantes la culpa 
probada. 
Esta última parte, es decir, la categoría especial y menos gravosa de responsabilidad 
para los sujetos no comerciantes, no fue patente en la providencia traída a colación del 
año 2015, postura que dista notoriamente de la Sentencia del 27/IV/2017 de la misma 
corporación127 (SIC, 2014), proceso en el que aun cuando la demanda se obtuvo respecto 
de actos de CD nominados (desorganización, desviación e inducción a la ruptura 
contractual), el delegado de la SIC hizo especial énfasis en lo concerniente a si se 
                                            
127
Proceso Nº2014-126663 de VIAPPIANI DE COLOMBIA SAS, en contra de un sujeto persona natural no 
comerciante (Alfonso Ospina Suárez) y otros.  
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decantaba o no la mala fe del demandado, persona natural no comerciante, lo que al 
concluir en respuesta negativa, dio lugar a denegar las pretensiones en su totalidad.    
Lo anterior, constituyendo la razón por la cual hacemos énfasis en la necesidad de la 
implementación de un régimen menos riguroso, con la propuesta de tratos menguados a 
ambos sujetos y posibles infractores de actos de CD innominados que se justifican, 
teniendo en cuenta:  
1. Al no comerciante en el entendido que las construcciones susceptibles de efectuar 
a las voces del artículo 7º de la LCD, indefectiblemente contemplan parámetros de 
comportamiento en su psiquis, las cuales sabemos que exigen un factor cognitivo 
del presunto infractor, el cual no es dable exigir a este por las razones ya 
expuestas; y  
2. Al comerciante, comoquiera que se trata de presunciones iuris tantum, es decir 
controvertibles, las cuales, si las enmarcamos en el escenario de la RO perderían 
tal connotación convirtiéndose en tipos, los cuales, en materia de derecho 
sancionatorio no pueden ser en blanco. 
Ahora bien, si se pone de relieve lo antedicho con la posibilidad de crear conductas 
innominadas por el juez, se debe partir de la premisa consistente en que la ley de CD en 
la actualidad censura el desvalor de la acción, en cambio del desvalor del resultado 
(Gómez Leyva, 1998).  
Así las cosas, en el escenario de conductas no normadas, ya no harán diferencia 
alguna para el caso de los comerciantes, los criterios diferenciadores a partir de la 
tipología en la que se pudiera acuñar el acto (RCE y ESC). Lo anterior en razón a que se 
presumirá la responsabilidad de ellos a partir de la probanza del demandante de la 
ocurrencia de un acto de CD, como se mencionó, descendiendo un peldaño en el grado 
de responsabilidad128. 
Esto último no quiere decir que el tratamiento será el mismo que si se presentara el 
comportamiento enmarcado en RCE o ESC, sino que el régimen de responsabilidad 
                                            
128
 Comoquiera que de presentarse una conducta de CD en el marco del ESC el tratamiento será el mismo 
de la RCE, es decir desterrando toda manifestación de responsabilidad objetiva o semiobjetiva. 
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descenderá al de la RP. Aquí la diferenciación se mostrará en la obligación de indemnizar 
o no al afectado con los actos de CD, donde el resarcimiento será obligatorio si se 
cataloga el comportamiento como de ESC, mientras que podrá presentarse o no a 
discreción del juzgador, si se trata de RCE. 
Misma suerte en cuanto a la reducción del régimen de responsabilidad que correrán 
los ajenos del comercio, para quienes será el subjetivo, es decir, mengua de la presunción 
de responsabilidad de las conductas nominadas a la culpa probada para las que no 
aparecen taxativamente contenidas en el texto normativo. 
A esto podríamos sumar la posibilidad de formular otra categorización que permita 
enmarcar conductas innominadas de CD, según un elemento adicional que permita hacer 
para todos aún más riguroso el régimen de responsabilidad a implementarse. Con esto, 
integraremos a nuestro discurso una teoría de origen anglosajón que anota que a unos 
determinados comportamientos desleales les es inherente el contenido fraudulento 
(Coffin, 1903, pp. 272 – 290), luego se deberán de contemplar dentro de un criterio más 
agresivo por el juzgador. 
Dentro de estas se encuentran todas aquellas conductas que trasgredan las 
denominadas "trade-marks" o "technical trade-marks”, equivalentes en nuestro escenario 
a los derechos sobre marcas, distintivos e incluso denominaciones de origen (propiedad 
industrial). De ello se infiere el conocimiento del infractor, para atribuir a sus productos 
orígenes o distintivos falaces, de lo cual se despunta su intención fraudulenta129.     
Teoría que no nos resulta del todo ajena, ya que en nuestro ordenamiento se 
contemplan situaciones de CD vinculadas con la propiedad industrial, desarrolladas por 
                                            
129
 The only observation I wish to make upon that part of the argument is that it seemed to be assumed that 
a fraudulent intention is necessary on the part of the person who was using a name in selling his goods in 
such a way as to lead people to believe that they were the goods of another person. . . It is not necessary to 
establish fraudulent intention in order to claim the intervention of the court.  
(…) 
The simple proposition is this: that one man is not entitled to sell his goods under such circumstances, by the 
name or the packet, or the mode of making up the article, or in such a way as to induce the public to believe 
that they are the manufacture of someone else. The proposition that has to be made out is that something 
amounting to this has been done by the defendant, and if that proposition is made out the right to relief 
exists”. (Ibídem), p.: 279.  
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los artículos 258 y 259 de la Decisión 486 de 2000, donde se aúna a la descripción del 
comportamiento desleal el hecho que el acto se encuentre atado a bienes susceptibles de 
dicha protección dentro del ámbito empresarial. Escenario que nos permite observar de 
manera clara el dolo en el obrar del agente, razón por la cual se califica su obrar, 
agravándose su situación en materia de responsabilidad, además que su actuar se 
convertirse en un comportamiento pluriofensivo. 
En conclusión, podrá aplicarse un sistema de responsabilidad en forma asertiva a las 
voces de lo expuesto, a comerciantes y no comerciantes por conductas innominadas, de 
la manera siguiente: 
1. Cuando el neófito del comercio se vea inmerso en conductas innominadas que, 
según sus especificidades se puedan enmarcar como de RCE o ESC. La 
responsabilidad de este se analizará conforme la culpa probada (PC), ello 
atendiendo a que de nuevo se trata de parámetros de comportamiento ajenos al 
no comerciante. 
Es de anotar que aquí solo se indemnizará a criterio del juzgador, si para la 
cristalización de la  conducta censurada medió dolo o culpa. 
Empero, si se tratara de una conducta que aunque innominada conlleve la 
intención fraudulenta del infractor no mercantilista, tal y como ocurre en los casos 
de trasgresiones sobre derechos de propiedad industrial, por su especial 
connotación y trascendencia que arroja el mecanismo del fraude presente, ello 
dará lugar a que tal sea enjuiciado en el escalón inmediatamente siguiente en 
cuanto a la rigurosidad: la presunción de responsabilidad.   
2. Para la creación de conductas innominadas enfocadas a quienes encajen dentro 
de la descripción del artículo 10 del C. de Co., dando lugar a un tratamiento 
diferente en materia de responsabilidad a las conductas no taxativas que se 
puedan enmarcar en RCE o en ESC, de la manera siguiente: 
 Conducta innominada enmarcada como RCE: Responsabilidad presunta (RP) . 
Donde solo se indemnizará si la conducta generó un daño cierto en el sujeto 
afectado con la misma. 
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 Conducta innominada enmarcada como ESC: Responsabilidad presunta (RP). 
Donde siempre estará de presente la indemnización con ocasión de su 
configuración. 
 Conducta innominada en la que se halle inherente el fraude por el comerciante 
en tratándose de marcas o denominaciones de origen mentirosas: 
Responsabilidad Objetiva (RO) o semiobjetiva. 
Para finalizar, la Tabla 3 resume los rangos de responsabilidad, según la conducta y 
el sujeto infractor, completando el propuesto en el título inmediatamente anterior, 
veámoslo: 
Tabla 3. 
Rangos de responsabilidad  
Tipología de responsabilidad Clases de conductas de CD y el sujeto infractor 





Responsabilidad Presunta (RP) 
 Conductas innominadas de los comerciantes. 
 Conductas nominadas de los comerciantes, enmarcadas 
dentro de la RCE. 
 Conductas nominadas de los sujetos no comerciantes. 
 Conductas innominadas del sujeto no comerciante que 
conlleve un fraude a propiedad industrial. 
 
 
Responsabilidad Objetiva (RO) 
 Conductas nominadas de los comerciantes que encuadren en 
ESC. 
 Conductas innominadas del comerciante a las que sea 




3.1.3.1.2.  Las cargas probatorias a partir de las tipologías de responsabilidad 
propuestas 
Teniendo clara la tipología de la responsabilidad en cada uno de los escenarios y a partir 
del rol del presunto infractor, donde la más frecuente es la RP, se respalda en buena 
parte la propuesta de los profesores Jaeckel Kovacs y Montoya Naranjo (2013), 
consistente en que las conductas de CD consisten en presunciones como cristalización de 
un régimen de responsabilidad presunta, luego se trata de presunciones iuris tantum, por 
ende, aptas de ser desvirtuadas130. 
Así las cosas, al tratarse de la configuración y eventual defensa de cualquiera de las 
conductas contenidas en los artículos 9 al 19 de la LCD, no cabe duda de que se reiteran 
las conclusiones del estado del arte, donde es manifiesto que estas pueden enervarse, 
acreditando que el obrar del agente se ajustó a los mandatos del comportamiento 
contenidos de la cláusula general (Art. 7º). 
Sin embargo, consideramos que no se puede llegar a igual conclusión acerca de las 
conductas innominadas de los no comerciantes y de las conductas nominadas de los 
sujetos mercantiles que encuadren como ESC, que merecen tratamientos distintos. 
Para dicho tratamiento disímil, invocamos que se dé lugar en sede judicial a idénticas 
cargas en materia probatoria, al tenor de la responsabilidad que se depreque y conforme 
                                            
130
“…cuando quiera que se presentan los supuestos de hecho contenidos en los artículos 8 a 19 de la Ley 
256 de 1996, normalmente el actuar de quien incurre en dichas conductas es desleal, creando de esta 
forma verdaderas presunciones legales de deslealtad. Es de anotar que el hecho de que en los artículos 8 a 
19 de la Ley 256 de  1996 no se utilice la expresión “se presume”, no desvirtúa el que dichas normas 
hayan establecido presunciones legales, pues conforme al artículo 66 del Código Civil, los artículos citados 
establecen en cada uno de ellos el hecho conocido (por ejemplo: confusión, engaño, descrédito, 
desorganización) del cual se sigue la consecuencia presumida por la misma norma, es decir la deslealtad 
(…) Invierte la carga de probar la deslealtad de la conducta, de tal forma que estará a cargo del 
demandante probar los supuestos previstos en el hecho base de la presunción y el demandado tendrá la 
posibilidad de desvirtuar el hecho presumido, probando que a pesar de que los supuestos que conforman el 
hecho base se presentan, de todas formas su actuar no fue desleal.”. Ibidem. 
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la tabla del capítulo inmediatamente anterior, lo cual si se conjuga con las disertaciones 
de los ya acotados profesores131, podemos indicar: 
 De presentarse un escenario de CD en sede de ESC por un sujeto comerciante, la 
conducta será calificada como desleal, ante lo cual al infractor solo le serán valederas 
justificaciones enfiladas a la no realización de la conducta, o bien a que las resultas 
descritas en el artículo en estudio no se predicaron. Asimismo, procederá acreditar un 
hecho extraño, así como los eximentes clásicos de responsabilidad (fuerza mayor y 
caso fortuito). 
De contera, la carga de la prueba se cierne en el accionado para efectos de 
evidenciar lo indicado. 
 En un contexto en el cual esté en tela de juicio el comportamiento de un sujeto ajeno 
al comercio, con ocasión de una conducta innominada, teniendo en cuenta la especial 
situación que en él se configura, aquí será carga del demandante probar más allá del 
hecho y del nexo, que el accionado obró de manera maliciosa. En consecuencia, la 
prueba le incumbirá al accionante.  
En este orden de ideas, surge esta propuesta junto con la necesidad de desentrañar 
el concepto de la lealtad en el comportamiento del accionado132, bien sea para desvirtuar 
la presunción, ora para probar el obrar malicioso del demandado. 
Para lo cual y en contraste con la solución presente se trae a colación la propuesta de 
los mismos profesores, en donde indican que la buena fe comercial como parámetro es 
un principio del comportamiento de todos quienes concurren en el mercado, y no se tiene 
                                            
131
“… Si el principio de la buena fe comercial hace referencia a un análisis objetivo del comportamiento del 
demandado o si, por el contrario, corresponde a un concepto subjetivo que obliga a demostrar la conciencia 
con la que actúa la parte demandada…”. Ibídem.  
132
. “…Así las cosas, si la deslealtad es el elemento común que se presenta en todos  los supuestos de 
competencia desleal y si una de las posibilidades del demandado es demostrar la lealtad de su 
comportamiento para desvirtuar el hecho presumido contenido en las normas, determinar el alcance de la 




simplemente por la convicción interna del accionado de estar obrando de manera ajustada 
a derecho133.  
Aquí, en efecto no se pretende que se hable de buena fe subjetiva del presunto sujeto 
infractor de la norma de CD, ya que dicha situación efectivamente daría lugar al absurdo 
de defensas en las cuales esté manifieste un error de conducta por haber estado 
creyendo que obraba conforme a derecho. 
Por ende, consideramos que la única forma de la aducida buena fe, por cierto 
alimentada en los conceptos jurídicos indeterminados ya conocidos, para que pueda ser 
tenida como patrón objetivo de comportamiento; lo será únicamente en un escenario de 
conductas nominadas de comerciantes, de acuerdo con el principio ignorantia iuris non 
excusat. A este respecto la carga de la prueba le corresponderá al presunto infractor. 
Situación de veras distante de eventuales configuraciones de comportamientos 
innominados de CD de sujetos ajenos al comercio, por lo que para este contexto nos 
apartamos de la conclusión de Jaeckel y Montoya, comoquiera que a ellos no resulta 
lógico exigir arquetipos de comportamiento privativos del comercio. Así las cosas, las 
actuaciones de dicha naturaleza en tales sujetos, deberán estar enmarcadas en la culpa 
probada, donde la carga de la prueba de la conducta censurada matizada de la 
inobservancia de los acotados cánones, le incumba al demandante. 
                                            
133
 ““Ahora bien, es de resaltar que el inciso primero del artículo 7 de la Ley 256 de 1996 NO establece que 
los participantes deban actuar de buena fe, sino que la norma es categórica y tajante en señalar que “[l]os 
participantes en el mercado deben respetar en todas sus actuaciones el principio de la buena fe 
comercial”, aspecto que el legislador reafirma en el inciso segundo del mismo artículo al señalar que “se 
considera que constituye competencia desleal, todo acto o hecho que se realice en el mercado con fines 
concurrenciales, cuando resulte contrario a (…) al principio de la buena fe comercial”. Esta 
descalificación que hace la ley cuando quiera que el comportamiento cuestionado sea contrario al principio 
de la buena fe, y no simplemente a que el comportamiento del demandado deba ser de buena fe, tiene una 
singular importancia, pues crea un patrón objetivo de comportamiento.(…) Así las cosas, la noción de 
lealtad encuentra su fuente en la obligación que tienen los participantes en el mercado de respetar en sus 
actuaciones el principio de la buena fe comercial, por lo cual incurren en competencia desleal quienes en 
sus actuaciones violan dicho deber, es decir, quienes actúan de manera contraria a la forma corriente de las 
acciones de quienes obran honestamente en el comercio, vale decir, con un determinado estándar de usos 
sociales y buenas prácticas mercantiles, sin tener en cuenta si esas personas en su fuero interior creían –




Partiendo de la coyuntura descrita, consistente en la contradicción del modelo social 
versus los criterios interpretativos de nuestra LCD, brotan con claridad los inconvenientes 
que significaría otorgar idéntico tratamiento a todos quienes concurran al mercado. 
Por ende, como se entró a dilucidar atrás, las conductas de CD y su estudio de 
responsabilidad parten de que en su gran mayoría se trata de presunciones iuris tantum, 
es decir que admiten prueba en contrario, de contera se puede acreditar por parte del 
demandado que se obró atendiendo y respetando los parámetros del artículo 7º, con lo 
cual le bastará para enervarlas. 
En consecuencia, se desdibuja cualquier asomo de RO o semiobjetiva para el sujeto 
ajeno al comercio, puesto que, al tratarse de una presunción de responsabilidad, para su 
configuración se deberá de acreditar la existencia del daño, el nexo y el aspecto subjetivo 
(dolo o culpa), al traducirse este en un parámetro diferenciador que puede articularse con 
la obligación o no de indemnizar como consecuencia del acto de CD. 
En este orden de ideas, la RP resulta en la regla general, es decir para toda conducta 
normada del no comerciante, y para las que se enmarquen como de RCE del 
comerciante; quedando restringida la RO y semiobjetiva únicamente a casos de CD de 
conductas nominadas en los comerciantes que se puedan catalogar como ESC, y a las 
innominadas de los mismos en las que sea inherente el fraude en materia de propiedad 
industrial; reservándose para el sujeto no mercantil la PC ante conductas innominadas sin 
importar si se enmarcan en ESC o RCE.  
3.2. Estándar de comportamiento genérico: la buena fe objetiva (implementado en 
España) 
3.2.1 Introducción 
Se trata de una postura más ambiciosa que la anterior, comoquiera que implicaría 
modificar los raseros ya conocidos del artículo 7° de la LCD, a fin de que dichos 
parámetros del obrar sean simplificados, donde no se le exija a nadie estándares de 
diligencia y acuciosidad del comerciante.  
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Lo anterior desembocaría en la adopción de un estándar genérico aplicable 
indistintamente del transgresor, en aras de homogenizar la aplicación de la norma en 
conductas nominadas e innominadas, en otras  palabras, simplificándolo, ergo, 
transportándolo al concepto de la buena fe simple (Emparanza, 2000), el cual es el 
parámetro implementado en España, siendo el país ibérico un Estado que en materia de 
CD apostó también al sistema social, con la diferencia que allí los raseros o criterios de 
implementación de la norma sí responden a parámetros de alcance y comprensión 
general. 
3.2.2. “Importación” completa del régimen social de CD 
Podría darse así una aplicación cien por ciento de un régimen social, al modelo mixto 
implementado en Colombia (Jaeckel Kovacs, 2002), donde si bien la normativa alcanza a 
todos los posibles intervinientes en el mercado, sea dicho modelo coherente con la 
exigencia y aplicación de estándares acordes a la generalidad, ergo, menos rigurosos, 
más en tratándose de un no empresario como infractor de una conducta de CD.  
Esto nos permitiría superar la falencia consistente en que los pluricitados conceptos 
jurídicos indeterminados en materia industrial o comercial, dejarían de ser principios de 
comportamiento que a rajatabla deban gobernar al sujeto que concurra al mercado y no 
tenga las calidades de empresario o profesional. 
No se puede perder de vista que lo que estos tres criterios interpretativos pretendían 
era rellenar el concepto metajurídico de la lealtad, haciendo una transpolación de su faz 
negativa (deslealtad), a partir de los mencionados parámetros del derecho mercantil, 
función de interpretación del todo justificada para la otrora hermenéutica (sistema 
profesional), que como ya sabemos no responde a los alcances de nuestra LCD. 
Por ende, la idea nuclear de esta propuesta consiste en rebajar tales apotegmas a 
uno de conocimiento generalizado: la buena fe simple, como concepto inherente a un 
sistema eminentemente social. 
De esta manera, la cláusula general devendría en responsiva de las eventuales 
conductas que pudiesen ser cometidas por sujetos no calificados, con lo cual, incluso se 
permitiría su ejercicio de una manera más amplia y uniforme respecto del bien jurídico 
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tutelado del mercado, censurando así todo acto que signifique un comportamiento 
contrario al interés público, lo que pretende en últimas, el régimen “mixto” cardinalmente 
social imperante en Colombia. 
El profesor español Emparanza Sobejano (2000), desarrolla las razones en que se 
finca la existencia de una cláusula general en materia de la competencia, ideas que se 
reflejan fielmente en el sistema colombiano, solo que como se viene indicando, en dicha 
latitud y a diferencia del régimen patrio, su derrotero es el de la buena fe simple o a secas, 
por lo que la misma da lugar a que corresponda con la buena fe objetiva como patrón de 
comportamiento. Siendo tales justificaciones (pp. 155-159) las que denominó como de 
remisión134, transformación135 y delegación136, que a todas luces cimientan la existencia 
de dicha cláusula general.   
Razones o funciones de la existencia de dicha cláusula, a todas luces aplicables en 
nuestro contexto normativo, al que solo le resta para una correcta implementación, el 
abandono de los parámetros de enjuiciamiento inherentes al comerciante, situación que 
da lugar a la contradicción observada.  
Contradicción que como veremos, a efectos de la calificación de conductas 
innominadas no va a tener problemas, si solo si, se observan de bulto en las mismas la 
intención torcida o el obrar malicioso del sujeto activo necesariamente comerciante, 
siempre que estuvieren acompañadas en su comisión de otras conductas, en este caso 
nominadas; tal y como se puede ejemplificar en sentencia137 de la SIC , en la cual se 
condena a la compañía Productos Yupi S.A., por el uso sin autorización de la imagen de 
                                            
134
 En el entendido que todas las conductas de competencia desleal deben de ser analizadas bajo los 
preceptos de la cláusula general, para así lograr desentrañar su connotación de deslealtad, ello a partir de 
los parámetros de enjuiciamiento contenidos en la misma. 
135
 Comoquiera que la existencia de dicha cláusula le permite su constante auto actualización, siendo 
siempre apta para captar nuevos fenómenos de competencia desleal. Por ende, la norma no perderá 
vigencia al poderse adaptar a las variaciones a que hubiere lugar. 
136
 Ya que designa al operador jurídico la tarea de fijar los alcances de la norma, bien sea en su 
interpretación, ora en la concreción de nuevas conductas atentatorias de la competencia en este sentido. 
137
 Para ese entonces en forma de Resolución. 
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la figura pública del señor Juan Pablo Montoya, en la promoción de sus productos138 (SIC, 
2004). 
Caso mencionado, y quizás exótico, en el que se configuró una conducta innominada 
acompañada de otras dos sí pertenecientes al catálogo taxativo de la norma, consistentes 
en actos de imitación (Rubio Escobar, 2007) (Art. 14, L256/1996), y explotación de la 
reputación ajena (Art.15, L256/1996). Contexto del cual, en gracia a la presencia de las 
dos nominadas, la tarea del operador judicial de aventurarse a descubrir una tercera, no 
pondría en peligro al sujeto objeto de la investigación. 
Siendo tal el único escenario en el que la contradicción indicada no ofrecerá 
inconvenientes. Comoquiera que las conductas innominadas no siempre estarán 
acompañadas de otras taxativas, luego, a partir del caso mencionado no se puede 
concluir que los cuestionados parámetros son adecuados, ya que, si el presunto infractor 
es un neófito del comercio, su juzgamiento a partir de los conceptos jurídicos 
indeterminados a él ajenos significaría un tratamiento inadecuado. 
De lo anterior se podría inferir que, ante ausencia de parámetros generales de 
enjuiciamiento, se opte por cualquiera de estas posibilidades donde, o bien pueden 
resultar todas las presuntas conductas de CD inanes, debido a la presunción de legalidad 
que recubre las conductas no expresadas en el catálogo de los artículos 9 al 19; ora, en 
ser aplicadas a diestra y siniestra, e indistintamente del sujeto infractor, lo que en palabras 
de Menéndez (Menendez Menendez, 1988), pone en peligro la esencia de la competencia 
desleal, vale decir, en su régimen social. 
En consecuencia, sujetar la interpretación de las normas en materia de CD a 
preceptos mercantiles, luego profesionales, en un sistema como el nuestro, (mixto); es 
igual o incluso más peligroso que haber dejado como derroteros del comportamiento del 
neófito del comercio de conductas innominadas el apotegma de la moralidad misma. 
Esto nos lleva a la afirmación del profesor Emparanza Sobejano, respecto del sistema 
o régimen social de la normativa en materia de CD, y su importante ligamen y 
dependencia para con la buena fe simple como parámetro enjuiciador, a saber:  
                                            
138
 Superintendencia de Industria y Comercio. Resolución N°4987 de 2004. 
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Hoy en día, en que la disciplina de la represión de la competencia desleal se orienta hacia un 
modelo social en el que se tratan de proteger los intereses de los competidores, de los 
consumidores y del mercado, el abandono de los criterios de valoración propiamente 
corporativos, aunque ciertamente pueden ser reorientados como ha sucedido en los 
ordenamientos con un desarrollo judicial y doctrinal más avanzado, está de sobra justificado a 
la luz del nuevo modelo institucional en que se inscribe la ley de competencia desleal, 
completamente alejado de los sistemas anteriores, de añejo sabor corporativo (…) Fundar la 
deslealtad sobre parámetros de nuevo cuño, notablemente más ajustados a la nueva función 
social de la disciplina. Por eso resulta lógico que se haya establecido un criterio de carácter 
objetivo, acorde con la multiplicidad de intereses en conflicto que tratan de ser armonizados 
por la disciplina de la represión de la competencia desleal. El recurso de la buena fe objetiva 
permite que la antijuricidad del acto resida en la vulneración de las normas de conducta 
emanadas del principio de buena fe, como límite funcional al derecho a desarrollar libremente 
una actividad en el mercado (Emparanza Sobejano, 2000, p. 161).  
En este orden de ideas, el criterio de la deslealtad resultará debidamente decantado, 
en el entendido que, para el caso concreto, se traduce en la necesaria protección de los 
intereses de todos los concurrentes participantes del mercado, donde para toda conducta 
de CD se analizarán las circunstancias y el contexto propio de cada situación, atendiendo 
siempre al criterio de la competencia suficiente (Molina Blazquez, 2002), que será el tamiz 
que permita estudiar la buena fe simple propuesta.  
Lo anterior quiere decir, que para efectos de creación de conductas por el juez el 
operador judicial deberá analizar el desplazamiento de la clientela, fenómeno que 
obedecerá al mejoramiento de las prestaciones de los oferentes, o al ofrecimiento de 
alternativas, si bien distintas, acordes y adecuadas, en otras palabras, una prestación más 
eficiente, lo cual, si se echa de menos en la ecuación descrita, podrá advertirse que se 
trata de una conducta de CD. 
Idéntica situación ocurre en el escenario en el que se cristalicen comportamientos 
catalogados como de CD, sin importar su infractor, ya que el rasero que servirá de 
parámetro hermenéutico y de juzgamiento, será uno de alcance generalizado inherente a 




3.2.3. Breve reseña de derecho comparado entre la Ley 3/1991 de CD (España) y la 
Ley 256/1996 de CD (Colombia) 
Realizaremos de modo breve una comparación entre las exposiciones de motivos y 
las cláusulas generales española y nuestra, para lograr dilucidar sus móviles y alcances. 
Sin lugar a dudas, la exposición de la norma foránea fue notoriamente influyente para 
nuestra LCD. Referimos que la normativa española fue cardinal por cuanto apartes de la 
redacción tanto de la norma como de su exposición de motivos, fueron literalmente 
transcritos.  
Lo antedicho sin perjuicio de una de las variaciones más notorias y relevantes en la 
materia, consistente en la bien disímil cláusula general, cuya finalidad, si bien es la misma 
para ambas latitudes, su redacción y criterios de interpretación son muy diferentes. 
Así, el trasfondo (exposición de motivos) de la expedición de dichas normas muestra 
en común139: 
 Ambas parten de la premisa consistente en que el mercado debe comportarse a partir 
de sus leyes propias (oferta y demanda), por lo que se requiere rechazar cualquier 
factor exógeno que pudiera falsear su correcto desenvolvimiento. 
 Buscan garantizar el ejercicio de los derechos de connotación constitucional: libre 
iniciativa empresarial, libre competencia y protección al consumidor (España). Ora en 
nuestra legislación: la libertad de profesión u oficio (Art. 26 CN), libre asociación (Art. 
38 CN) y la actividad económica y la iniciativa privada de la mano con la libre 
competencia económica (Art. 333 CN). En consecuencia, ambas tienen al mercado 
como un bien de interés público. 
 Exaltaron la necesidad de observar el fenómeno de la CD no solo como escenario en 
el que se discuten intereses particulares, sino por el contrario, donde convergen los 
intereses de todos quienes hacen parte del mercado (competidores, consumidores, el 
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Estado mismo, etc.); razón por la cual se requería de la existencia de un instrumento 
de ordenación y control de las conductas que allí se presentan. 
 En razón a lo anterior y a la multiplicidad de intereses inmersos en el escenario en 
mención, se hizo necesario que la normativa de CD tuviera alcances generalizados 
para todos los actores del mercado, lo cual se denomina modelo social de CD. 
 Como consecuencia, era menester ampliar el radio de acción de la LCD, entrando a 
cobijar ahora sectores antes no comprendidos, tales como la agricultura, la artesanía, 
e incluso las profesiones liberales, lo cual conllevó a que la legitimación por activa y 
por pasiva aumentara su espectro. 
 Propendieron por otorgar herramientas idóneas al Estado, como garante de los 
derechos y garantías constitucionales señaladas, a fin de poder reprimir de manera 
eficaz toda conducta de CD.  
 En aras de evitar la obsolescencia de la norma y facilitar su actualización en el 
tiempo, se formuló una cláusula general que permitiría al operador judicial investigar y 
sancionar conductas no expresadas en la lista taxativa de conductas. 
Empero a partir del último punto acotado, es decir, la redacción de la cláusula general de 
CD, es donde se encuentra la mayor diferencia y contradicción al respecto.  
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 Razón por la cual hicimos omisiones en los textos trascritos, para así enfocarnos en lo que creemos es 
realmente relevante para los efectos del presente ejercicio académico.  
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Cláusulas generales española y colombiana  
Cláusulas generales española y colombiana 
Artículo 4, Ley 3 de 1991 (España) Artículo 7, Ley 256 de 1996 (Colombia) 
Cláusula general 
1. Se reputa desleal todo comportamiento que resulte 
objetivamente contrario a las exigencias de la buena 
fe. 
En las relaciones con consumidores y usuarios se 
entenderá contrario a las exigencias de la buena fe el 
comportamiento de un empresario o profesional 
contrario a la diligencia profesional, entendida esta 
como el nivel de competencia y cuidados especiales 
que cabe esperar de un empresario conforme a las 
prácticas honestas del mercado, que distorsione o 
pueda distorsionar de manera significativa el 
comportamiento económico del consumidor medio o 
del miembro medio del grupo destinatario de la 
práctica, si se trata de una práctica comercial dirigida a 
un grupo concreto de consumidores.(…)
141
 
2. Para la valoración de las conductas cuyos destinatarios 
sean consumidores, se tendrá en cuenta al consumidor 
medio. 
Prohibición general  
Quedan prohibidos los actos de 
competencia desleal. Los participantes en 
el mercado deben respetar en todas sus 





Se considera que constituye competencia 
desleal, todo acto o hecho que se realice 
en el mercado con fines concurrenciales, 
cuando resulte contrario a las sanas 
costumbres mercantiles, al principio de 
la buena fe comercial, a los usos 
honestos en materia industrial o 
comercial, o bien cuando esté 
encaminado a afectar o afecte la 
libertad de decisión del comprador o 
consumidor, o el funcionamiento 
concurrencial del mercado. 
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 Siendo lo omitido: “A los efectos de esta ley se entiende por comportamiento económico del consumidor 
o usuario toda decisión por la que este opta por actuar o por abstenerse de hacerlo en relación con: 
a) La selección de una oferta u oferente. 
b) La contratación de un bien o servicio, así como, en su caso, de qué manera y en qué condiciones 
contratarlo. 
c) El pago del precio, total o parcial, o cualquier otra forma de pago. 
d) La conservación del bien o servicio. 
e) El ejercicio de los derechos contractuales en relación con los bienes y servicios. 
Igualmente, a los efectos de esta ley se entiende por distorsionar de manera significativa el comportamiento 
económico del consumidor medio, utilizar una práctica comercial para mermar de manera apreciable su 
capacidad de adoptar una decisión con pleno conocimiento de causa, haciendo así que tome una decisión 
sobre su comportamiento económico que de otro modo no hubiera tomado…”. Ley 3 de 1991 (España). 
142
 Siendo lo omitido: “En concordancia con lo establecido por el numeral 2 del artículo 10 bis del Convenio 




Criterios hermenéuticos español y colombiano 
Cláusulas generales española y colombiana 
 
Elemento 
Síntesis del Artículo 4, Ley 3 de 1991 
(España) 






- En su formulación ofrece de 
entrada la premisa mayor, 
consistente en que todo 
comportamiento que vaya en contra 
de la buena fe (simple) se calificará 
como conducta de CD.  
- Deja la premisa mayor en su segundo 
inciso, expresando qué se entiende por 
CD y refiriendo los parámetros mercantiles 
(sanas costumbres mercantiles, al principio 
de la buena fe comercial, a los usos 
honestos en materia industrial o comercial) 
para determinar si un comportamiento se 





- RO, en razón a que el parámetro 
de juzgamiento es la buena fe 
simple
143
, también objetiva y exigible 
a todo quien concurre en el 
mercado. 
- Equívocamente se pretende un régimen 
de RO
144
 o semiobjetiva, obviando que 
aquí el baremo de juzgamiento no es 
generalizado al tratarse de lineamientos de 
comportamiento mercantiles. 
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 “El aspecto tal vez más significativo de la cláusula general radica en los criterios seleccionados para 
evaluar la deslealtad del acto. Se ha optado por establecer un criterio de obrar, como es la «buena fe», de 
alcance general, con lo cual, implícitamente, se han rechazado los más tradicionales («corrección 
profesional», «usos honestos en materia comercial e industrial», etc.), todos ellos sectoriales y de 
inequívoco sabor corporativo.”. (Exposición de motivos de la Ley 3 de 1991 (España). 
144
 En este punto se debe reiterar nos adherimos a la teoría del profesor Jaeckel Kovacs quien habla de una 
presunción de responsabilidad, ya que los artículos 8 al 19 se tratan de presunciones de comportamientos 









-Establece diferentes parámetros de 
comportamiento exigibles para cada 
caso, ello en razón al sujeto activo o 
pasivo de la conducta de CD. 
- Así, especifica que en relaciones 
suscitadas entre empresarios y 
consumidores, los primeros deben 
de calificar su buena fe a las luces 





- Exige idénticos lineamientos de 
comportamiento, indistintamente de 
quienes resulten siendo sujetos activos o 
pasivos del acto de CD. 
Clasificación o 
tipo de norma 
de CD 
- Social, por cuanto tanto los sujetos 
de derecho, así como los estándares 
de enjuiciamiento son de todos y 
para todos los que hacen parte del 
mercado. 
- Mixta, ya que es social en cuanto a su 
campo de acción para regular conductas, 
empero sigue siendo profesional o 
mercantil en cuanto a sus parámetros de 
enjuiciamiento.  
 
De lo anterior es notorio que, si bien la ley española sirvió de referente al legislador 
patrio, este perdió su norte al fusionar elementos del sistema corporativo y social, dando 
lugar a las problemáticas ya conocidas, cuya solución no es distinta a la implementación 
completa de la normativa que le sirvió de inspiración.  
3.2.4. Conclusión 
Partimos de la extrema similitud entre las cláusulas generales de CD colombiana y 
española, donde si bien la función de dicha norma es la misma, distan sus criterios 
hermenéuticos y de aplicación. Mientras la española tiene por parámetro la buena fe a 
secas, la nuestra sofisticó innecesariamente dicha buena fe al darle la calificación de 
mercantil, en nuestro sentir complicándola para su entendimiento por la generalidad.  
Así, no se encuentra justificación a dicha diferencia, más si se entiende que ambas 
normas observan el mercado como el bien jurídico tutelado, por lo que se puede decir que 
ambas comparten una percepción de tal a partir de la aseveración consistente en que la 
disciplina de la CD trata de proteger el ejercicio del derecho colectivo a competir y se 
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apunta a evitar los abusos y desviaciones en el ejercicio de este derecho (Velásquez, 
1998, p. 210) 
La propuesta al respecto consiste en que, en sede del estudio de la materialización de 
cualquiera de las presunciones de conductas de CD, solo se estudie la presencia o no de 
la buena fe objetiva, siendo para el caso la buena fe simple, menguando sofisticación al 
concepto, con lo cual se podrá llegar a todos los intervinientes del mercado de manera 
uniforme. 
3.3. El Activo Papel del Operador Jurídico en el Análisis de la Comisión de 
Conductas de CD  
3.3.1. Introducción 
Esta última posible solución la ofrecemos a título de síntesis y conclusión de las 
anteriormente expuestas, donde haremos referencia a las posturas en materia sustantiva 
y procedimental de los profesores Jaeckel Kovacs, Montoya Naranjo, De la Cruz Camargo 
y Archila Peñalosa, contrastándolas con algunas sentencias citadas a lo largo del 
presente escrito. 
3.3.2. Las sentencias más relevantes 
Partiremos de las providencias más dicientes al respecto. 
Tabla 6. 
Sentencias más relevantes 
1. Sentencia de la SIC del 25/II/2016 (Proceso 2014-250753) 
 
Hechos 
Obra como demandado Yul Fuenmayor, debido a una serie de aseveraciones injuriosas 
efectuadas por este a nombre propio en sus redes sociales personales en contra de RIPEL 




Fue sancionado el demandado no comerciante por actos de descrédito (Art. 12), debido a 
que su comportamiento se subsumía más específicamente en este artículo, luego no se 
estudió una eventual conducta innominada fruto de la cláusula general. 
Debe extractarse de la parte motiva que el sentenciador solamente se basó en la 
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verificación objetiva de la descripción del artículo 12 de la LCD. Y el demandado resultó 
condenado en razón a los indicios graves por la desidia procesal demostrada.  
2. Sentencia de la SIC Del 10/XII/2015 (Proceso 2015-73973) 
 
Hechos 
Resultó demandado Diego Martínez por la comisión de conducta de CD innominada (Art. 
7º), con ocasión de una serie de conductas sistemáticas consistentes en las solicitudes 






Fue sancionado por la cláusula general en razón a que se probó que los registros 
marcarios obtenidos tuvieron como motivación hostigar a participantes del mercado 
automotriz y obtener un provecho económico de origen desleal. Se tuvo que su móvil 
reñía con los conceptos jurídicos indeterminados contenidos en la cláusula general de 
CD; luego fue censurado. 
Aquí se debe tener en cuenta que el aspecto subjetivo torticero del accionado fue 
manifiesto, por lo cual se podría decir que su mala fe fue evidente.  
3. Sentencia de la SIC Nº3300 De 2012 (Proceso 5037663)  
 
Hechos 
Proceso por CD por parte de la sociedad Raisbeck, Lara, Rodríguez y Rueda, en contra 
del abogado Olarte García en el ejercicio de una profesión liberal (Art. 23 del C. de Co.), 
en atención a que el demandado era empleado de la demandante, y migró a una 
empresa propia para el ejercicio de actividades similares a la de la accionante. En la 





A partir de una serie de indicios, y principalmente uno extractado de la doctrina
145
, en 
nuestro sentir de manera artificiosa se dio por sentado el factor subjetivo del no 
comerciante por la conducta contenida en la cuasi cláusula general de CD (Art. 8). 
Igualmente se dio por probada la conducta del artículo 9 ejusdem. 
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 Con razón ha precisado la doctrina especializada, analizando casos similares al que acá interesa, que 
“es desleal el comportamiento de varias personas vinculadas a una empresa que se ponen de acuerdo y, 
prácticamente sin preaviso alguno, se dan de baja en la misma y entran a formar parte de otra empresa con 
la misma actividad, con cuyos dos accionistas están concertados, llevándose consigo la mayor parte de los 
clientes de la primera, varios de ellos con contrato en vigor. Concurren la coincidencia entre la marcha de 
los empleados demandados y la iniciación de las actividades de la empresa competidora a la que se 
incorporaron y llevarse contigo la cartera de clientes o una gran parte de ellos, cuya captación se 
aseguraron previamente a dejar el trabajo” (García Pérez, Rafael. Ley de Competencia Desleal. Thomson 
Aranzadi. p. 130). 
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4. Sentencia de la SIC Del 27/IV/2017 (Proceso 2014-126663) 
 
Hechos 
Donde se accionó a Alfonso Ospina por las conductas de los artículos 8, 9 y 16 de la 
LCD, quien laboró en la empresa demandante, y posteriormente se desempeñó en una 




Fue absuelto el demandado por los cargos, donde el juez en un actuar muy acucioso, por 
cierto, se enfocó en cuanto al análisis de la conducta del artículo 8º en la acreditación o 
no del factor subjetivo de la pasiva no comerciante, donde, al no advertir la presencia 
ostensible de la mala fe, no lo censuró. 
Aquí podríamos expresar que se puede constituir como punto focal la tesis defendida a lo 
largo del escrito, es decir que los comportamientos de los no comerciantes deben tener 
un tratamiento distinto. 
 
Con estas sentencias es manifiesta la necesidad del establecimiento de raseros más 
genéricos para el juzgamiento de los sujetos que no se reputan comerciantes. Puesto 
que, aun cuando se trata de providencias de la misma corporación, solamente la última se 
ocupó de auscultar la presencia o no del factor subjetivo del accionado, teniendo como 
criterio interpretativo la ya conocida cláusula general. 
Nótese que en la penúltima providencia se hizo de manera equivocada un idéntico 
análisis de comprobación objetiva de los elementos de la descripción de los artículos 
presuntamente trasgredidos, obviando el sentenciador que los parámetros de juzgamiento 
eran los calificados del comerciante, sin que se detuviera en el factor subjetivo de tal (PC). 
Tabla 7. 
Sentencias más relevantes 
5. Resolución 4987 de 09/III/2004 
 
Hechos 
El accionado usó sin autorización del accionante (Juan Pablo Montoya) su 
imagen para promocionar sus productos, dando lugar con ello a demanda 
por actos desleales de confusión, engaño, imitación, explotación de la 
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Fue condenado el demandado (productos YUPI S.A.), por la comisión de 
los actos de CD descritos en los artículos 7, 14 y 15 de la LCD.  
En este punto valga la pena plantear que el sentenciador apoyó sus 
argumentos en cuanto a la cláusula general en la exigencia a rajatabla de 





En este caso nos queda a lo sumo claro que en cuanto a los infractores comerciantes el 
tratamiento adecuado no será menos que el exigido al tenor del sumo rigor de los 
conceptos jurídicos indeterminados del artículo 7º, como ya se sabe sofisticaciones de la 
buena fe al ser su infractor un sujeto mercantil. 
Sin embargo, la ratio decidendi de la providencia que a continuación se cita, expresa que 
los baremos del artículo 7º son de aplicación inefable por constituir a la vez criterios 
hermenéuticos de la LCD, lo cual nos conlleva a exigir un tratamiento distinto según el 
legitimado por pasiva. Veamos:  
 
Tabla 8. 
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 Y lo refiere así: “Tal y como se emplea en la ley, la buena fe constitutiva de competencia desleal es 
calificada con el adjetivo “comercial”, por lo cual no se trata de una buena fe común, sino que está referida a 
la buena fe que impera entre los comerciantes. Teniendo en cuenta la precisión anterior y uniendo la noción 
de buena fe al calificativo comercial, se debe entender que esta noción se refiere a la práctica que se ajusta 
a los mandatos de honestidad, confianza, honorabilidad, lealtad y sinceridad que rige a los comerciantes en 
sus actuaciones…  
(…) 
Cuando la ley dispone en el inciso primero del artículo 7º que “[l]os participantes en el mercado deben 
respetar en todas sus actuaciones el principio de buena fe comercial”, la intención que plasmó el Legislador 
en tal mandato, fue la de crear en los participantes en el mercado el deber ineludible de “mant[ener] el 
criterio de la buena fe comercial de alcance general y aplicación a todos los actos de comercio”, 
incorporando de esta forma no solo un principio, sino “un verdadero mandamiento jurídico del cual se 
derivan una serie de consecuencias prácticas”, como es el deber de abstenerse de incurrir en actos que por 
ser contrarios a la buena fe comercial, son constitutivos de competencia desleal”.  
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Sentencias más relevantes 
5. Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá 
Sala Civil de Decisión 








Esta norma [art. 7 de la Ley 256/96] contiene una cláusula general 
de competencia que establece en forma categórica e imperativa la 
prohibición de incurrir en actos de competencia desleal, lo cual sucede 
cuando un participante en el mercado incumple con su deber de respetar en 
todas sus actuaciones el principio de la buena fe comercial, las sanas 
costumbres mercantiles y los usos honestos en materia industrial y 
comercial. 
El artículo 7 no distingue qué faltas al principio de la buena fe comercial, a 
las sanas costumbres o a los usos honestos son constitutivas 
de competencia desleal, sino que ordena que ese deber de respeto lo 





El citado artículo 7 contiene un postulado de carácter general prohibitivo, en 
tanto que las conductas señaladas en los artículos 8 a 19 son enunciativas 
de competencia desleal, por ende, aquél es una norma que contiene la 
noción de competencia desleal que “se irradia y se encuentra incursa en la 
esencia de todos los casos que contemplan los artículos 8 a 19, siendo 
apenas obvio, por no decir necesario, que cada vez que se infrinja una de 
esas disposiciones, se infrinja también el artículo 7, sin que haya una sola 
norma que impida que se apliquen simultáneamente las dos disposiciones 
que se consideran transgredidas, si así lo solicita el accionante. 
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 TSDJ de Bogotá, Sala Cuarta de decisión civil, sentencias del 31/VII/2014 y del 08/IV/2011, ambas con 
M.P.: Dra. Liana Aída Lizarazo Vaca. Exps.: 11001319900120030973102 y 110013199001200431702 01; 
Citado también en sentencia de la Corte Suprema De Justicia, Sala de casación civil, de fecha 18/VII/2013. 
M.P.: Dra. Margarita Cabello Blanco. Exp.: 11001-02-03-000-2013-01442-00; Citado también en sentencia 
del TSDJ de Bogotá, Sala Civil, sentencia del 28/IX/2011 y 17/VIII/2012 ambas con M.P.: Dr. Marco Antonio 




3.3.3. Presunciones de conductas de CD en contraste con el necesario trato 
diferenciado de los sujetos infractores 
Para esto traemos a colación dos premisas que conjugaremos para construir nuestra 
conclusión en forma de posición ecléctica: 
1. La de los profesores Jaeckel Kovacs y Montoya Naranjo (2013, p. 147) que refiere 
que las conductas de CD se tratan de presunciones iuris tantum, luego son aptas de ser 
desvirtuadas. 
Esta afirmación debe partir del rechazo absoluto en lo referente a que estas se 
asimilen como tipificaciones de conductas censuradas per se, lo cual solamente daría 
cabida a un régimen de responsabilidad objetiva o semiobjetiva en el que nada importa la 
intención o factor subjetivo del agente, escenario que como se mencionó atrás no es el 
más deseable. 
Los autores enseñan que es patente la necesidad por contrastar los enunciados de 
los artículos 8 al 19 de la LCD, con la cláusula general de CD, lo que da lugar a que la 
enunciación de conductas constituya supuestos cargados o contenidos de un aspecto 
subjetivo –para el caso malicioso-, y por ende devienen en presunciones iuris tantum 
respecto de las cuales la parte a quien se endilgó el comportamiento con ocasión de la 
demanda, tendrá la posibilidad de desvirtuarlas, y probar que no obró de manera desleal.   
Para tales efectos, se deberá acreditar que el actuar se rigió por los baremos 
contenidos en la cláusula general. Esta misma postura, es la adoptada por el TSDJ de 
Bogotá a fin de otorgar a la cláusula general funciones interpretativas. 
A partir de esto, se tiene que generalmente cuando se comete un actuar que 
encuadra dentro de las descripciones de los mencionados artículos, normalmente se 
efectúa en sede de deslealtad, empero nada obsta para que el presunto infractor 
desvirtúe tal presunción.  
Así, al respaldar esta postura rechazamos incluso que se perfile este tipo de 




Conforme lo anterior, el juzgamiento de cualquiera de las conductas taxativamente 
contempladas por la normativa, deberá acompasarse con el estudio de lo que se 
denomina la prueba de la deslealtad, la cual se construye desde el análisis de los 
presupuestos contemplados en cláusula general de CD, baremos que a su vez permitirán 
al enjuiciado erigir su defensa y acreditar que actuó respetándolos. 
Afirmación que no tendría reparo alguno en un escenario en el cual solo se pudieran 
presentar conductas de CD por sujetos del comercio, empero, como ya sabemos que 
ajenos a la mercantilidad pueden ser sujetos pasibles de aplicación de la normativa, 
consideramos que la presunción para estos operará de igual forma, solo que la prueba de 
no deslealtad que tendrá que acreditar a fin de enervar las pretensiones en su contra, 
deberá o bien tener como criterio la buena fe simple; ora determinarse conforme la culpa 
probada. 
2. De otro lado, está la postura de cosecha del profesor De la Cruz Camargo que 
aboga por un tratamiento diferenciado, basado en las partes inmersas en la litis de CD, 
cuyo punto focal es una conferencia del año 2010 en la que, partiendo de la premisa 
consistente en la preponderancia de los bienes jurídicos tutelados que protege la LCD, 
donde el mercado se tiene como un bien de interés público, luego superior, concluye que 
en materia del juzgamiento de conductas de CD, la respuesta represiva del Estado debe 
partir de la RO o semiobjetiva como regla general, empero, haciendo la salvedad, que 
esta categoría de responsabilidad varíe de acuerdo con la calidad del sujeto activo 
inmerso en el conflicto.   
Lo anterior obedece a que la LCD, al fungir como herramienta de salvaguarda de una 
multiplicidad de intereses, exige interpretarse al tenor del titular de los mismos, es decir, 
de quien vio comprometidos los suyos con ocasión del actuar del infractor. 
Así, un idéntico comportamiento puede a la vez ser y no ser desleal desde la 
perspectiva del legitimado por activa. Para estos efectos piénsese en cualquiera de los 
posibles demandantes y los intereses por los que cada uno de ellos propende, 
verbigracia, un consumidor, un competidor o el Estado mediante el Ministerio Público. 
En consecuencia, afirma que los parámetros de enjuiciamiento y hermenéutica 
contenidos en la cláusula general, deberán modularse en atención a las distintas cargas 
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que se pueden exigir al disímil conjunto de sujetos que hacen parte del mercado. Donde, 
a título de ejemplo, no será traído de los cabellos basarse en los ya conocidos parámetros 
metajurídicos profesionales, si la litis se traba entre empresarios, quienes deberán ser 
tratados en un mismo nivel. 
Guardando las debidas proporciones, lo antedicho no es más que la interpretación 
que se puede dar al segundo inciso de la cláusula general de la ley española, donde se 
categoriza y discriminan las posibles interacciones que se pueden presentar en el 
mercado, sin ser idéntica la relación entre competidores, ora entre el empresario y el 
consumidor.  
Por ende, en las relaciones interpares no habrá cabida a discusión alguna de los 
parámetros a implementar, verbigracia si se presenta entre comerciantes competidores o 
entre no comerciantes. Donde el primero exigirá un nivel de comportamiento calificado 
(diligencia profesional y prácticas honestas del mercado), mientras que al segundo 
ejemplo le bastará el concepto de la buena fe simple.  
En un segundo escenario la enseñanza de España tampoco tendría reparo alguno, en 
el entendido que en relaciones suscitadas entre empresarios y consumidores, los 
primeros deben calificar su buena fe las luces de las prácticas honestas del mercado, 
siendo este un baremo que si bien es una sofisticación de la buena fe, no es de extrañeza 
exigirlo al comerciante, más en el entendido que el sujeto objeto de protección en esta 
hipótesis es el consumidor, quien merece los más altos estándares de rectitud y esmero al 
obrar del sujeto mercantilista hacia él. 
En las relaciones verticales entre comerciante y consumidor, como se viene 
resaltando, al primero se le puede exigir un mayor grado de integridad en su actuar; 
deviniendo en un completo absurdo reclamarle al segundo tal nivel de pulcritud si las 
partes demandante y demandas fueran inversamente proporcionales. 
En este estado de las cosas, De la Cruz Camargo arriba a una conclusión para 
efectos del tratamiento de las conductas de CD en la que marca el necesario trato 
diferenciado a partir del sujeto cuyos intereses vea comprometidos (el afectado con el 
comportamiento de CD), donde indica que el rasero para el juzgamiento de conductas 
nominadas e innominadas será sustancialmente distinto.  
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Expresa que cuando se presenta una conducta contemplada en el catálogo de los 
artículos 8 al 19 de la LCD, se presume la mala fe del agente, puesto que se observan 
tipificaciones que dan lugar a responsabilidad objetiva o semiobjetiva. 
Como críticas a esta postura podemos formular las siguientes: 
 No hace distingo en los casos de conductas nacidas en la cláusula general para 
sujetos comerciantes y no comerciantes, donde por su estatus a los primeros es 
dable exigirles un comportamiento más prolijo. 
 No hay diferencias entre las raíces (RCE o ESC) de los comportamientos 
catalogados como CD. Deja a un lado que la respuesta punitiva debe atender la 
trascendencia que cada una de estas tipologías imprime al acto, las cuales a su 
vez dan luces de la clase de responsabilidad a implementar (RO o RP).   
 No hace consideración o distingo alguno respecto del sujeto no comerciante 
pasible de represión de la norma por conductas nominadas o innominadas.  
 La indicación de que para comportamientos contemplados en los artículos 8 al 19 
se parta de la buena fe objetiva, no se compadece de la categoría de 
responsabilidad pregonada (RO). Comoquiera que esta clase de responsabilidad 
no hace consideración alguna del comportamiento diligente y acucioso del agente, 
bastándole para sancionar la producción de un resultado en particular.  
 Solo contempla como categorías de responsabilidad la objetiva y semiobjetiva, 
dejando a un lado la presunción de responsabilidad como punto intermedio, y ni 
siquiera contempla la culpa probada como opción al respecto. 
 Obvia que los comportamientos taxativamente contenidos en la LCD se tratan de 
presunciones no de mala fe, sino de un comportamiento desleal. Dicha aseveración 
significaría que en escenarios de comportamientos descritos en la norma operara 
la RO o semiobjetiva a lo sumo, y de contera no existiera posibilidad de erigir 
defensa alguna para enervar la acción salvo el caso fortuito, la fuerza mayor o el 
hecho de un tercero. 
En este punto creemos que la postura del acotado conferencista resultó algo tímida, 
en razón a que en nuestro escenario a diferencia del español, no se parte de una buena 
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fe a secas, sino de una construcción calificada de la misma, solo que esta no puede ser 
exigida a quien no debe regular su comportamiento más allá de la buena fe en sentido 
simple.  
Consideramos que en aras de complementar la solución planteada por el profesor De la 
Cruz Camargo, la forma de la aplicación de la norma también puede variar en atención al 
legitimado por pasiva, en otras palabras, al presunto infractor de un comportamiento de 
CD.  
En resumen, para el juzgamiento de conductas de CD debemos desterrar la RO y 
semiobjetiva, comoquiera que se trata de presunciones y no de tipificaciones; así como 
reservar la PC a casos muy restringidos; postulando como regla general la presunción de 
responsabilidad (ver tablas de los puntos 3.1.3.1.y 3.1.3.1.1. con la salvedad de la 
abolición de la RO). 
3.3.4. Aspectos procesales para ampliar la respuesta represiva del Estado en un 
modelo de CD de enfoque social 
Con este punto pretendemos responder a la crítica del profesor Jaeckel Kovacs, 
respecto a que en su sentir, la forma de acceder a la administración de justicia en materia 
de CD se encuentra proscrita y no responde a nuestro modelo cardinalmente social, por 
cuanto como activador del aparato judicial solo se observa la demanda de parte, la cual 
limita a la administración de justicia a emanar solamente providencias inter partes, 
obviando que la disciplina de la CD se trata de una protectora de intereses superiores, 
luego, aspirar a que las sentencias tengan efectos erga omnes no es para nada 
descabellado.   
 Según él, lo apropiado hubiese sido para efectos de la represión de comportamientos 
tildados de CD, que la intervención del Estado dentro de un modelo que nos cobija a 
todos, se instaurara a través del modelo de investigación administrativa, bien de oficio o a 
petición de parte. 
Lo mencionado se puede conjugar y tratar de dilucidar con lo expuesto en conferencia 
de los profesores De la Cruz Camargo y Archila Peñalosa (De La Cruz Camargo & Archila 
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Peñalosa, 2010) la cual giró en torno al asunto de las funciones administrativas y 
jurisdiccionales de la SIC en materia de CD.  
En este evento académico se analizaron los parámetros que podrían servir como 
piedras angulares para establecer que un escenario de CD se pudiese ventilar en ejercicio 
de las facultades administrativas de la SIC; con lo que se daría plena cabida a la fórmula 
propuesta por Jaeckel. 
Propuesta que halla la talanquera consistente en el parámetro que permite determinar 
si el comportamiento es o no meritorio de intervención estatal (La significatividad148), el 
cual, al ser un parámetro de una disciplina distinta aunque colindante con la CD (prácticas 
restrictivas de la competencia), no nos permite establecer claramente cuando está o no de 
presente. Situación que da lugar a la razón por la cual la investigación administrativa no 
sea el mecanismo implementado para tales efectos y sigamos atados indefectiblemente a 
la demanda de parte. 
Significatividad como baremo, que bajo ninguna circunstancia puede ser aplicado de 
forma idéntica para casos de CD, razón por la cual nos adherimos a la postura de los 
conferencistas consistente en que debe variarse su interpretación comoquiera que la 
L256/96 protege intereses distintos al D2153/92. 
Tratándose de los bienes jurídicos tutelados y a la vez protegidos por la ley de CD, 
tales propenden por la sana participación en el mercado, luego, el estudio de la 
significatividad del comportamiento a este respecto debe partir de la transparencia en la 
participación en el escenario concurrencial, la cual pone en riesgo cualquier conducta de 
CD, en el entendido que el afectado siempre será el mercado mismo. 
Así, parafraseando a De la Cruz Camargo, la significatividad a las voces del análisis 
de comportamientos de CD varía, y no es medible de forma cuantitativa (como en 
prácticas restrictivas), sino solo cualitativa, en atención a todos los intereses allí inmersos. 
Razón por la cual, cualquier conducta atentatoria se tendrá por un comportamiento per se 
transgresor, luego, apto para dar inicio a la investigación administrativa por la SIC.  
                                            
148
 El contemplado en el núm. 1 del Art. 2 del D2153/92. 
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En consecuencia, y a título de postura propia, consideramos que la tesis del profesor 
Jaeckel es del todo aplicable, comoquiera que los artículos 143 y 144 de la Ley 446 de 
1998 contemplan la posibilidad de instaurar acciones de CD, tanto en sede administrativa 
como jurisdiccional, situación que se compadece a la perfección de nuestro desafortunado 
sistema mixto.  
Valga decir que esta opción, si bien se implementa en aras de la protección de la 
generalidad a través de denuncia y/o de investigación de oficio por el ente sancionador, 
no es óbice para que la parte afectada pueda postular pretensiones indemnizatorias, ya 
que en dado caso el parágrafo del artículo 38 del CPACA lo habilita para esto a través de 
un trámite simplificado149. 
Por ende, cualquiera de las mencionadas formas de conducta de CD (nominadas o 
innominadas), que en últimas siempre propenderán por la finalidad de incrementar la 
participación en el mercado del presunto infractor, de contera arremeten contra la libre y 
leal competencia, lo que amerita la apertura de funciones administrativas de la SIC, 
teniéndolos a todos como un proceder atentatorio per se.   
3.3.5. Conclusión 
Podemos concluir que para que se pudieren postular las defensas a fin de desvirtuar 
los elementos de la cláusula general para el caso de conductas de CD del no 
comerciante, es imperativo o bien modular los criterios interpretativos de la LCD migrando 
al criterio de la buena fe simple; ora, si se conservan los mismos entonces efectuar su 
juzgamiento aplicándole una tipología de responsabilidad más laxa: PC o RP. 
                                            
149
Artículo 38. Intervención de terceros. Los terceros podrán intervenir en las actuaciones administrativas 
con los mismos derechos, deberes y responsabilidades de quienes son parte interesada, en los siguientes 
casos: 1. Cuando hayan promovido la actuación administrativa sancionatoria en calidad de denunciantes, 
resulten afectados con la conducta por la cual se adelanta la investigación, o estén en capacidad de aportar 
pruebas que contribuyan a dilucidar los hechos materia de la misma. 2. Cuando sus derechos o su situación 
jurídica puedan resultar afectados con la actuación administrativa adelantada en interés particular, o cuando 
la decisión que sobre ella recaiga pueda ocasionarles perjuicios. 3. Cuando la actuación haya sido iniciada 
en interés general. Parágrafo. La petición deberá reunir los requisitos previstos en el artículo 16 y en ella se 
indicará cuál es el interés de participar en la actuación y se allegarán o solicitarán las pruebas que el 
interesado pretenda hacer valer. La autoridad que la tramita la resolverá de plano y contra esta decisión no 
procederá recurso alguno. 
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Ello comoquiera que reiteramos que nos encontramos ante un escenario de 
presunción de culpa o teorías intermedias de RCE, estudiadas en su momento de la mano 
de Martínez Ravé y Martínez Tamayo (2003). Para lo cual el presunto infractor, en el 
momento en que acredite haber actuado en presencia de diligencia y cuidado, puede 
desvirtuar la presunción que se cierne en su contra, lo que para el caso presente se 
traduce en probar que no obró de manera desleal al tenor de la cláusula general (Art. 7º).   
Así las cosas, planteamos como posición ecléctica postular como regla general la RP, 
restringir para muy pocos casos la PC y abandonar cualquier manifestación de RO para 
los comportamientos tanto de comerciantes como de no comerciantes. 
De igual manera, es miope observar la CD como un escenario en el que solamente se 
debaten intereses de particulares, en razón a que al mercado concurren competidores y 
consumidores que son legitimados por activa e incluso por pasiva conforme el sistema 
social adoptado, ergo, las afectaciones atentarían siempre contra la dinámica de tal 
escenario, que en últimas es de interés general150 (CC, 2001), en consecuencia, no hay 
lugar a hesitación de que se abriera paso una investigación administrativa al respecto. 
                                            
150
 No es cierto, en primer lugar, que la competencia desleal comprometa únicamente el interés particular. A 
pesar de que el demandante, junto con algunos intervinientes, cita la sentencia C-535 de 1997 para 
sustentar tal argumento, esta providencia lleva implícito el argumento precisamente contrario, esto es, que 
el interés general está comprometido en la represión y prevención de tales conductas. Así se desprende de 
su lectura:  
"En su mayor número los actos constitutivos de competencia desleal descritos en la Ley 256 de 1996, no 
quedan comprendidos dentro del derecho a libertad de empresa garantizado por la Constitución Política. La 
conducta denominada acto de engaño, consistente en inducir al público a error sobre la actividad, las 
prestaciones mercantiles o el establecimiento ajenos - por ejemplo -, no puede considerarse bajo ningún 
respecto que hace parte del derecho a la libertad de empresa, al cual se refiere la Constitución con las 
expresiones libertad económica, actividad económica libre o libre iniciativa privada. De la misma manera 
pueden analizarse los restantes comportamientos desleales, tales como los llamados actos de confusión, 
descrédito, violación de secretos, inducción a la ruptura contractual, violación de normas, entre otros. 
(…) 
Es así como la preservación de un mercado transparente, y por ende la prevención y represión de la 
competencia desleal, constituyen objetivos que se relacionan íntimamente con el interés general. Lo anterior 
se desprende, además, de la interpretación misma de la Ley 256 de 1996, que consagra algunas 
definiciones relevantes: en primer lugar, establece que su objeto es el de proteger la "libre y leal 
competencia económica" mediante la prohibición de actos y conductas de competencia desleal, "en 
beneficio de todos los que participen en el mercado"(Corte Constitucional. Sentencia C-649 de 2001. M.P.: 
Dr. Eduardo Montealegre Lynett). 
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Lo anterior, sin negar que en atención a que nos encontramos en un sistema mixto de 
CD, también procederá la activación de la administración de justicia a través de demanda 
de parte, tal y como lo permiten los artículos 143 y 144 de la Ley 446 de 1998. 
 
4. Conclusiones y Recomendaciones 
4.1. Conclusiones Generales 
Nuestro punto de partida fue el artículo 333 de la C.N., canon constitucional que aparte de 
contemplar la facultad de la libre competencia económica, señala que dicha libertad 
económica y de empresa es limitada, comoquiera que debe seguir derroteros legales 
traducidos en escenarios libres de abusos en el mercado por parte de los intervinientes, a 
fin de que exista una posibilidad real de desarrollo de tales actividades económicas.  
Para nuestro objeto de estudio (la CD) esto dio lugar a que se perfilara el axioma de la 
libre competencia, asimilado como un contrapeso del ejercicio del derecho constitucional 
de la libertad de empresa. Aquí lo preponderante no es el sujeto interviniente del mercado 
y la exaltación de sus intereses particulares, sino el mercado en sentido lato, enfocándolo 
hacia el interés general, es decir, del mercado observado como el bien jurídico tutelado. 
Así las cosas, con la entrada en vigencia de la L256/96, Colombia entró a hacer parte 
de lo que se podría denominar una nueva corriente en materia de CD, al migrar del 
estadio profesional o mercantil a uno de connotación mayormente social, el cual protege 
la generalidad y regula el comportamiento de todos los que hacen parte del mercado en 
sentido amplio, verbigracia los no comerciantes, e incluso los no competidores. 
Esta finalidad se reflejó en los artículos 2, 3 y 7 de la LCD, que si bien protegen la 
generalidad que conforma dicho escenario, también permiten juzgar al no comerciante por 
la comisión de conductas de CD nominadas e innominadas, con arreglo a estándares de 
exclusivo conocimiento de los empresarios (buena fe comercial, sanas costumbres 
mercantiles, etc.). 
Escenario que puede dar lugar a que se dé la aplicación de estándares demasiado 
sofisticados, o mejor, parámetros de conocimiento de quien desempeña un rol mercantil a 
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inexpertos o desconocedores del comercio, lo que sobreviene en peligroso, más, si se 
tiene en cuenta que cuando se habla de derecho de la competencia, se entiende como 
uno de carácter sancionatorio. 
A fin de evidenciar la problemática diagnosticada, se plantearon cuatro ideas fuerza a 
partir de las cuales: (a) se estudiarían los conceptos jurídicos mercantiles indeterminados 
de la cláusula general; (b) esto se acompasaría con la afirmación consistente en que 
hablar de CD es referir un derecho sancionatorio; (c) lo anterior conjugado con el hecho 
que al ser la CD una disciplina que se desglosa de la RCE, debe tener unos parámetros 
de responsabilidad similares a su fuente; y (d) finaliza con algunas críticas acerca tanto 
del sistema mixto, como de sus parámetros interpretativos. 
En la primera idea fuerza entramos a dilucidar al detalle las falencias que acarrea una 
cláusula general que se perfila como criterio hermenéutico en la materia, lo cual hace 
patente la mayúscula contradicción de un sistema social en cuanto a sus alcances y la 
protección de la norma, empero profesional respecto de los parámetros que deben 
gobernar el actuar de los sujetos pasibles de su aplicación. 
Implementación selectiva de uno y otro régimen, que si bien podrían calificarlo como 
mixto, no deja de ser cardinalmente social en su radio de acción, y a la vez mercantil en 
sus estándares de enjuiciamiento.  
Así las cosas, el exabrupto suscitado a partir de los modelos que sirvieron de 
inspiración a nuestra LCD, pone cargas de comportamiento desfasadas y dignas del 
sujeto mercantilista, a un sujeto cuyo estatus de no comerciante peligra gracias a los 
alcances desbordados de la norma, en razón a que el acotado deber exclusivo de los 
comerciantes, consistente en abstenerse de ejecutar actos de CD, en gracia al modelo 
mixto patrio generaliza tal obligación. 
La segunda idea fuerza apuntaba a contextualizar la situación consistente en que las 
normas de CD son de connotación sancionatoria, lo que si se analiza de la mano del 
fenómeno de constitucionalización del derecho privado, no es dable dar igual tratamiento 
a sujetos disímiles.  
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Esto conlleva a que el operador jurídico adecúe la implementación y alcances del 
derecho, al extremo de poder alejarse su aplicación en escenarios donde la 
implementación de la norma  constituya una situación a lo sumo gravosa para las partes, 
lo anterior desde la perspectiva garantista que significa la ejecución de la normativa bajo 
el tamiz de la C.N., más en el entendido que jamás será una premisa admisible dentro de 
un estado social de derecho que norma alguna se prefiera en su aplicación sobre el texto 
constitucional.  
En este orden de ideas, al considerarse algo etéreos los mencionados conceptos 
jurídicos indeterminados, así como de un limitado alcance al no abarcar sus estándares, 
en especial las personas ajenas al comercio, tales lineamientos expuestos no pueden 
constituir un punto de partida válido para el juzgamiento de conductas de CD al no 
comerciante, por cuanto no se tendrían derroteros claros para su interpretación, 
pudiéndose presentar situaciones de arbitrariedad en su implementación para sujetos 
cuyo rol no se encuadra en el de comerciantes. 
La tercera idea fuerza se enfilaba a demandar un tratamiento similar en materia de 
responsabilidad para las conductas de CD, comoquiera que no resultaba claro a qué tipo 
de responsabilidad acudían los juzgadores (RO/RP), por ser diametralmente opuestos los 
pronunciamientos de la SIC y del TSDJ de Bogotá. 
El punto focal para esto son las tres instituciones fuente del derecho (RCE, ESC y AD) 
que tienen del todo cabida en tratándose de la CD, lo que se refleja claramente en la 
disciplina en estudio. Esto, en atención a que lo que hace en últimas la L256/96es regular 
el ejercicio del derecho a competir en el mercado dentro de los límites tolerables, 
restringiendo los mecanismos a instaurar para tales fines conforme las limitantes ya 
conocidas, y sancionando las conductas encaminadas a destruir al competidor o a 
aprovecharse de él parasitariamente. 
Como cuarta idea fuerza encontramos las críticas al sistema mixto formuladas por el 
profesor Jaeckel Kovacs, quien diserta que no podrán considerarse los parámetros de 
comportamiento calificados ya mencionados como un estándar general de conducta de 
todo quien haga parte del mercado, ya que debido a la multiplicidad de sujetos que lo 
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componen queda en entredicho la presunción del conocimiento de tales parámetros de 
rectitud en el obrar. 
En este orden de ideas, se tiene que observar esta cláusula más como un criterio 
interpretativo continente de pautas de comportamiento (conceptos jurídicos 
indeterminados), que como la fuente de conductas mencionada (sin que deje de serlo); 
más si se tiene que es solo a partir de ella que se pueden postular toda clase de defensas 
a cualquier conducta. 
A su vez, con ello quedó en evidencia que al ser dicha cláusula general una 
herramienta hermenéutica para el juzgamiento de conductas de CD, luego los artículos 8 
al 19 se tratan de presunciones de deslealtad iuris tantum, ergo, al poderse enervar 
acreditando en contrario, se desdibuja la RO y semiobjetiva a este respecto. 
Así, estudiamos una a una las conductas de CD, donde además de dejar en claro que 
se trata de presunciones, adicionalmente las enmarcamos en las distintas familias que le 
sirvieron de fuente a cada una de ellas (RCE y ESC), esto a fin de poder determinar 
posteriormente la posibilidad de variar su tratamiento de acuerdo con la categorización a 
la que pertenezca cada una de estas. 
En consecuencia, se perseguía acreditar que en efecto la cláusula general de CD, 
debido a sus dos finalidades (hermenéutica y de eventual creación de conductas 
innominadas), deviene en incompatible con el modelo híbrido colombiano, comoquiera 
que pone en riesgo de tolerar una carga, por demás excesiva, al sujeto ajeno del 
comercio que sin representarse un resultado censurable, y sin regir su comportamiento 
por la buena fe calificada que le es inherente a la LCD, bajo ninguna circunstancia podría 
responder a título de RO o semiobjetiva por presuntos actos de CD.  
Estos cuatro argumentos nos condujeron a la síntesis del problema consistiendo tal 
en la coyuntura consistente en que nuestro sistema mixto de CD con preponderancia 
social en sus alcances, es incompatible con los criterios de interpretación mercantilistas 
de la cláusula general de CD. Problemática que se acentúa en un contexto jurídico en el 




Lo que nos permitió formular como eventuales salidas a la falencia expresada, las 
siguientes:(a) Desarrollar tratamientos disímiles en la aplicación de la norma tal y como 
está, teniendo en consideración al sujeto pasible de la misma (comerciante o no 
comerciante); y (b) En tratándose de sujetos ajenos al comercio menguar los parámetros 
de la buena fe calificada y descender a la buena fe simple, para así juzgar a tales en 
equidad con los comerciantes, y con el mismo régimen de responsabilidad de estos 
últimos.      
Estas soluciones a su vez se apoyaron en tres sub argumentos principales, siendo el 
primero uno que abogaba por el tratamiento diferenciado del infractor no comerciante, 
para así determinar diferenciadamente el tipo de responsabilidad a aplicársele (RO, 
semiobjetiva, RP o PC) a las conductas, según las trascendencia y eventual ámbito de 
reprochabilidad, teniendo como parámetros de graduación los conceptos de RCE y ESC.  
Por lo que se podría sugerir que se reserve dicha RO o semiobjetiva al caso extremo 
de las conductas taxativas de un comerciante enmarcadas en el ESC, ya que de su 
manifestación “al rompe” se deslinda la intención torticera del empresario. Lo que 
significaría afirmar que de la configuración de tales, se pudiere presumir el factor subjetivo 
de manera clara a partir de la lectura simple de la norma, empero, se pone de presente 
que no ocurre lo mismo para las conductas gestadas por sujetos que no se encuentren 
dentro de la descripción del artículo 10 del C. de Co. 
Esta salida plantea abandonar cualquier manifestación de responsabilidad objetiva o 
semiobjetiva al infractor no comerciante, aplicándole a tal para la gran mayoría de los 
casos, cualquiera de los  regímenes de RCE más laxos en virtud a su rol: la RP o PC. 
Así, buscando los criterios de graduación y mengua de los parámetros de juzgamiento 
de las conductas de CD del no comerciante, formulamos las tablas de los puntos 3.1.3.1. 
y 3.1.3.1.1., las cuales colateralmente nos permitieron establecer diferenciaciones para 
los comerciantes ante conductas nominadas e innominadas. 
La segunda idea propugna por la implementación completa del régimen español de 
CD, y en especial del criterio hermenéutico de la buena fe a secas o simple, esto en razón 
a que se trata de modelos de CD de connotación social, luego, sus alcances exigen un 
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baremo de generalizado conocimiento para que así se erigiese como parámetro de 
comportamiento la buena fe objetiva. 
Por ende, se resalta la necesidad por el abandono de las sofisticaciones de la buena 
fe mercantil o profesional, consistentes en: la buena fe comercial, las sanas costumbres 
mercantiles y los usos honestos en materia industrial y/o comercial. 
Y es que precisamente justifica esta propuesta de modulación de tales parámetros, el 
hecho consistente en que la cláusula general en materia de CD no solo tiene un papel 
fragmentario o residual en la aplicación del rigor de la norma, sino muy por el contrario en 
la interpretación de las conductas expresamente contenidas en su catálogo.  
En consecuencia, lo más idóneo a este respecto sería que se implementara de 
manera cabal el espíritu de la norma que sirvió de arquetipo, esto con el simple abandono 
de las mencionadas sofisticaciones a la buena fe. 
4.2. Recomendaciones 
A las cuales llegamos en vista de que la solución más plausible a la problemática descrita, 
consiste en brindar un tratamiento distinto a los sujetos capaces de aplicación de la norma 
de CD, a partir de su connotación o estatus, tal y como se efectuó en la tercera y última 
idea fuerza del marco teórico (posición ecléctica): 
 Se hace necesaria la modulación en el tratamiento del no comerciante por comisión 
de conductas de CD nominadas e innominadas. Esto desterrando cualquier manifestación 
de RO, lo cual para las conductas nominadas podrá significar por mucho una RP, y 
reservándose para las innominadas la PC. 
 Teniendo en cuenta que los sujetos tanto activos como pasivos de la norma son 
disímiles, al poderse tratar como sujetos mercantiles y no mercantiles, lo más plausible de 
implementación, y sin tener que acudir a las reformas legislativas, es que el juez module 
los criterios en cada caso particular, atendiendo tanto al legitimado por activa como por 
pasiva. 
 Adicionalmente, proponemos la implementación de las tablas contenidas en los 
puntos 3.1.3.1. y 3.1.3.1.1., las cuales permiten esquemas de tratamiento disímiles del 
infractor basados tanto en la raíz conceptual de la conducta como en el sujeto como tal. 
140 
 
Teniendo un mayor grado de represión las que tengan como móvil el ESC y en la 
intención fraudulenta manifiesta; seguido por un grado inferior de censura en las 
conductas que comporten la RCE. En este punto valga la pena decir que se debe de 
abolir cualquier manifestación de RO o semiobjetiva, comoquiera que las conductas de 
CD se tratan de presunciones y no de tipificaciones. 
 Lo anterior, en atención a la connotación del legitimado por pasiva de la acción de 
CD, y teniendo como regla general o de mayor implementación la RP, y la PC. Posturas 
que obviamente podrán variar a partir de las circunstancias específicas de cada caso, 
empero, sin perder de vista que esos son los puntos de partida para su juzgamiento. 
 Aspectos sustantivos que se complementan en el escenario procesal con la 
necesidad por el uso en toda la extensión de las herramientas que permiten perseguir y 
censurar los comportamientos de CD, es decir que dichos actos se puedan juzgar tanto 
en sede administrativa como judicial, tal, y como lo habilita la Ley 446 de 1998, para así 
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